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PROYECTO DE LEY NÚMERO 163 DE 2016 
SENADO

por medio de la cual se expide la ley del actor para  
garantizar los derechos laborales, culturales y de 

autor de los actores y actrices en Colombia.

CAPÍTULO I

Objeto, ámbito de aplicación y definiciones 

Artículo 1°. Objeto. La presente ley tiene por ob-
jeto establecer un conjunto de medidas que garanticen 
el ejercicio de la actuación como una profesión en Co-
lombia, protegiendo los derechos laborales, culturales 
y de autor de los actores y actrices en sus creaciones, 
conservación, desarrollo y difusión de su trabajo y 
obras artísticas.

Artículo 2°. Ámbito de la ley. La presente ley regula 
lo concerniente a la actuación como profesión, derechos 
laborales y oportunidades de empleo, derechos de autor, 
difusión del trabajo de los actores y régimen sancionato-
rio, entre otros; brindando herramientas para dignificar 
esta labor por sus aportes culturales a la nación.

Parágrafo. La presente ley rige para todo tipo de 
producciones o actividades que requieran de actores y 
actrices para su realización, bien sean escénicas, tea-
trales, audiovisuales, sonoras o de doblaje. 

Artículo 3°. Actor o actriz. Se considera actor para 
efectos de esta ley, aquel creador que se sirve de su cuer-
po, su voz, su intelecto y su capacidad histriónica para 
crear personajes e interpretaciones en producciones tea-
trales y todo tipo de expresiones artísticas y realizaciones 
audiovisuales, radiales y demás medios. El actor o actriz 
es titular de derechos morales y patrimoniales de autor. 

Artículo 4°. Actor profesional. Para efectos de esta 
ley se entiende por actor profesional aquel actor o ac-
triz que acredite alguno de los siguientes requisitos:

i) Título profesional de maestro en artes escénicas
o títulos afines;

ii) Experiencia de trabajo actoral mayor de diez
(10) años acumulados y certificados en cualquier me-
dio escénico o audiovisual, avalada por el Comité de
Acreditación Actoral;

iii) Combinación entre educación informal, técni-
ca o tecnológica y, experiencia de trabajo actoral mí-
nimo de cinco (5) años acumulados y certificados en 
cualquier medio escénico o audiovisual, avalada por el 
Comité de Acreditación Actoral.

Artículo 5°. Ensayo, caracterización, actividad pre-
paratoria y conexa a la creación de personajes. Es toda 
actividad propia de la actuación, mediante la cual el 
actor o actriz prepara la creación o caracterización del 
personaje, ensaya la realización de la obra, investiga, 
estudia, memoriza guiones y realiza cualquier otra acti-
vidad relacionada con el mismo, en el lugar de trabajo 
y fuera de él. 

Artículo 6°. Creaciones artísticas como patrimo-
nio cultural. Las creaciones artísticas de los actores, 
como agentes generadores de patrimonio cultural de 
la nación, contribuyen a la construcción de identidad 
cultural y memoria de la nación. De acuerdo con lo an-
terior, el trabajo de los actores profesionales debe ser 
protegido y sus derechos garantizados por el Estado. 
Las producciones dramáticas en cine, televisión, teatro 
y otras formas de lenguaje escénico o audiovisual son 
bienes de interés cultural.

Artículo 7°. Roles en creaciones artísticas. Entién-
dase por creaciones artísticas: 

– Rol protagónico: Personaje interpretado por un
actor o actriz, alrededor del cual gira la trama central 
de la producción.

– Rol coprotagónico o antagónico: Personaje inter-
pretado por un actor o actriz que, teniendo su propia 
historia dentro de la trama, esta gira alrededor de los 
protagonistas.
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por la cual se formulan los lineamientos de política 
pública para la prevención de delitos realizados a 
través de medios informáticos o electrónicos, en 
contra de niñas, niños y adolescentes, se modifica el 

Código Penal y se dictan otras disposiciones.

El Congreso de la República
DECRETA:

CAPÍTULO 1
Lineamientos de política pública

Artículo 1°. Objeto. La presente ley tiene 
por objeto establecer los lineamientos generales 
para la formulación de la política pública para 
la sensibilización, prevención y la protección de 
niñas, niños y adolescentes, frente a los delitos 
realizados a través de internet, redes sociales, 
medios informáticos y dispositivos móviles. 
Además, modifica el Código Penal para agravar 
y ampliar conductas penales contra la libertad 
individual, la formación sexual, el patrimonio 
económico, la vida y la integridad personal, que 
se realizan a través de medios electrónicos o 
informáticos.

Artículo 2° Definiciones. Para la aplicación de 
la presente ley se tendrán en cuenta las siguientes 
definiciones:

1. Envío de contenidos sexual o (Sexting): son 
las acciones por medio de las cuales las per-
sonas envían imágenes o textos de naturale-
za sexual provocativa, sugestiva o explícita 
a través de mensajes o fotos en los celulares 
u otros dispositivos digitales (computadores, 
tabletas, entre otros).

2. Seducción o engaño en la red o (Groo-
ming): acciones por medio de las cuales una 
persona busca una relación engañosa en in-
ternet con un niño, niña o adolescente, con el 
propósito de conocerlo y volverlo más vulne-
rable a contactos y abusos sexuales.

3. Extorsión sexual o (Sextorsión): explota-
ción sexual en la cual la persona que envía 
material sexual a través del sexting es chan-
tajeada o extorsionada con su propio mate-
rial con el fin de obtener dinero o algún otro 
beneficio. El chantaje consiste en la amenaza 
de publicar el material en internet o ser en-
viado a familiares o conocidos de la persona  
implicada.

4. Edición de imágenes sexuales o (Mor-
phing): es la producción de material sexual 
en el cual se incorporan imágenes editadas 
tomadas de internet o redes sociales, donde 
se simula actos y voces de personas menores 
de 18 años de edad.

5. Ciberacoso escolar o (Ciberbullyng): for-
ma de intimidación con uso deliberado de 
tecnologías de información (internet, redes 
sociales virtuales, telefonía móvil y videojue-
gos online) para ejercer maltrato psicológico 
y continuado.

6. Explotación sexual comercial de niños, ni-
ñas y adolescentes en pornografía o porno-
grafía con personas menores de 18 años: 
es la producción, reproducción, venta, ofre-
cimiento, compra, almacenamiento, transmi-
sión, etc., de fotografías, videos, cualquier 
medio, de representaciones reales o modifi-
cadas de actividad sexual que involucre per-
sona menor de 18 años de edad.
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Artículo 3° Fines de la política pública. Son fines 
de la política pública que se adopta mediante esta 
ley, sensibilizar, prevenir y proteger la integridad 
física y mental de las niñas, niños y adolescentes, 
frente a los delitos realizados a través del internet, 
redes sociales y medios informáticos, así como 
facilitar el restablecimiento de sus derechos.

Artículo 4°. Principios orientadores. La 
política pública para la sensibilización, prevención 
y la protección de niñas, niños y adolescentes 
se fundamentará en el respeto y la garantía de 
los derechos y libertades consagrados en la 
Constitución Política, y en los principios de:

1. Prevención. Se refiere a las acciones, campa-
ñas y acciones pedagógicas para prevenir que 
los niños, niñas y adolescentes sean víctimas 
de los delitos contra la libertad personal, la 
integridad, la formación sexual y el patrimo-
nio económico, a través de medios electróni-
cos o informáticos.

2. Pertinencia. La pertinencia se refiere a la ca-
pacidad de diseñar, adecuar e implementar 
acciones de acuerdo a los nuevos contextos, 
nuevas tecnologías de información, nuevas 
redes sociales o medios de comunicación.

3. Coordinación, concurrencia y subsidiariedad. 
Se refiere al tipo de relación y cooperación 
entre los diferentes niveles de la Administra-
ción Pública.

4. Articulación. Se refiere al compromiso conjun-
to de los actores que se encuentran relacionados 
con la formación, vida y convivencia de los me-
nores de edad, padres de familia, tutores, fami-
liares cercanos, profesores, entre otros.

Artículo 5°. Lineamientos generales de la 
política pública. La política pública para la 
prevención de delitos realizados a través de 
medios informáticos o electrónicos, en contra de 
niñas, niños y adolescentes, deberá formularse a 
partir de los siguientes lineamientos:

1. Reconocer y caracterizar las prácticas o de-
litos más usuales que a nivel nacional se 
vienen presentado en contra de niñas, niños 
y adolescentes, como el envío de imágenes 
de contenido sexual o “sexting”, seducción o 
engaño de un adulto a un menor de edad o 
“grooming”, extorsión sexual o “sextorsión”, 
edición de imágenes sexuales o “morphing”, 
ciberbullyng, manipulación para cometer 
suicidio, autolesión, entre otros, teniendo en 
cuenta el contexto normativo, la diversidad, 
la institucionalidad, la existencia de los dis-
tintos actores, los avances y limitaciones tec-
nológicas.

2. Generar los mecanismos suficientes para 
fortalecer los medios de denuncia e informa-
ción. Al respecto se deberá definir una ruta o 
guía institucional para la atención prioritaria 
de las niñas, niños y adolescentes víctimas de 
este tipo de delitos.

3. Establecer campañas de carácter preventivo 
y acciones pedagógicas de sensibilización, 
en el nivel nacional y/o territoriales, median-
te las cuales se involucre a las instituciones 
educativas públicas y privadas, padres de fa-
milia y proveedores de redes y servicios de 
telecomunicaciones, programas de respon-
sabilidad social empresarial, redes sociales, 
sitios web de uso compartido, entre otros.

4. Determinar las fuentes de recursos disponi-
bles para la inversión en campañas, acciones 
pedagógicas, sin perjuicio de las estrategias, 
programas y proyectos que actualmente se 
están ejecutando y conforme al trámite pre-
supuestal.

5. A partir de un estudio de riesgos, estable-
cer los departamentos y municipios a nivel 
nacional donde la política pública deba im-
plementarse de manera prioritaria y en arti-
culación con las autoridades territoriales co-
rrespondientes.

6. Implementar las acciones de manera tal que 
se faciliten la gestión de conocimientos, ren-
dición de cuentas y monitoreo continuo en 
todos los niveles territoriales.

7. Incorporar en las estrategias todos los medios 
de comunicación institucional, incluyendo 
los mensajes cívicos dirigidos a realizar cam-
pañas pedagógicas de sensibilización y pre-
vención de los crímenes cibernéticos contra 
niñas, niños y adolescentes.

8. Fortalecer la gestión del conocimiento, de 
los sistemas informáticos y tecnológicos para 
mejorar las investigaciones y estudios de la 
dinámica y el fenómeno de la explotación 
y/o violencia sexual contra los niños, niñas 
y adolescentes, tanto en el ámbito nacional 
como territorial; a su vez se propone la utili-
zación.

Parágrafo 1°. Los lineamientos, formulación, 
implementación y evaluación de la presente 
política pública se realizarán bajo la coordinación 
del Comité Nacional Interinstitucional constituido 
en la Ley 1336 de 2009 para la lucha contra la 
explotación, la pornografía y el turismo sexual 
con niños, niñas y adolescentes.

Parágrafo segundo. La política pública para 
la prevención de delitos realizados a través de 
medios informáticos o electrónicos, en contra de 
niñas, niños y adolescentes, se financiará con los 
recursos del Fondo contra la explotación sexual 
de menores creados en el artículo 24 de la Ley 
679 de 2001.

Los recursos del fondo se podrán utilizar para 
mejorar la gestión y pago por información que 
permita encontrar y romper con las cadenas y 
estructuras criminales dedicadas a la explotación 
sexual de menores.
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Artículo 6°. Sobre las campañas y acciones 
pedagógicas de la política pública. Las campañas 
y acciones pedagógicas, deberán lograr lo 
siguiente, sin perjuicio de otras consideraciones 
que formule el Comité Nacional Interinstitucional 
de la Ley 1336 de 2009 en el ejercicio de sus 
funciones:

1. Construir ambientes apropiados de convi-
vencia en los entornos virtuales, a través del 
fortalecimiento de los planes institucionales 
del uso responsable de las TIC, con el fin de 
promover el manejo adecuado de Internet, las 
redes sociales y demás informáticos.

2. Diseñar, implementar y desarrollar un sis-
tema de gestión de la seguridad informática 
orientada a prever, detectar identificar, y re-
ducir las posibilidades de delitos informáti-
cos contra niñas, niños y adolescentes que 
cuente con un Plan Anual de Seguridad.

Parágrafo 1. El Ministerio de Tecnologías de 
la información y comunicaciones reglamentará el 
procedimiento para que las empresas proveedores 
de servicios de telecomunicaciones faciliten el 
suministro de información a la Fiscalía General de 
la Nación y la Policía Nacional en un término de 
dos (2) días como máximo. La inobservancia de 
esta disposición, será considerada causal de falta 
disciplinaria grave.

Parágrafo 2°. De igual forma, el Ministerio de 
Tecnologías de la información y comunicaciones 
reglamentará que por lo menos el 1% de los 
mensajes comerciales o publicitarios de las 
empresas de telefonía móvil se destinen a la 
prevención y líneas de denuncia frente a posibles 
crímenes cibernéticos.

Artículo 7°. Acciones complementarias. El 
Ministerio de Educación Nacional deberá formular 
guías para que las instituciones educativas a nivel 
nacional puedan implementar las siguientes 
acciones:

1. Fomentar la formación de la comunidad edu-
cativa para la identificación y denuncia de 
posibles casos o delitos contra niñas, niños y 
adolescentes.

2. Impulsar la creación de herramientas peda-
gógicas e informáticas para hacer de las ins-
tituciones educativas espacios que brinden a 
las niñas, niños y adolescentes protección y 
seguridad frente a eventuales casos de delitos 
informáticos.

3. Con el apoyo de la Policía Nacional, realiza-
rá una publicación bimestral con información 
sobre las modalidades delictivas que se han 
detectado, las conductas que pueden poner en 
riesgo a los niños, niñas y adolescentes y las 
acciones preventivas y la ruta de atención.

4. Evitar que personas condenadas por cometer 
cualquiera de los delitos contra la libertad, 
integridad y formación sexual, contemplados  

en el Código Penal Colombiano contra me-
nores de edad, ejerzan cargos, empleos, ofi-
cios o profesiones en ámbitos educativos, de 
cuidado, de transporte escolar o de formación 
pública o privada que involucren una rela-
ción directa y habitual con menores de edad 
en cualquiera de sus grados.

Artículo 8°. Modifíquese el artículo 15 de la 
Ley 679 de 2001 en los siguientes términos:

Artículo 15. Sistema de información 
sobre delitos sexuales contra menores. Para 
la prevención de los delitos sexuales contra 
menores de edad y el necesario control sobre 
quienes los cometen, promuevan o facilitan, el 
Ministerio de Justicia y del Derecho, la Policía 
Nacional de Colombia, el Instituto Colombiano 
de Bienestar Familiar y la Fiscalía General de la 
Nación desarrollarán un sistema de información 
en el cual se disponga de una completa base de 
datos sobre delitos contra la libertad, el pudor 
y la formación sexual cometidos sobre niños, 
niñas y adolescentes y aquellos que se cometan 
a través de medios informáticos o electrónicos 
contra menores de 18 años, sus autores, 
cómplices, proxenetas, tanto de condenados 
como de sindicados.

La Policía Nacional de Colombia y la 
Fiscalía General de la Nación promoverán 
la formación de un servicio nacional e 
internacional de información sobre personas 
sindicadas o condenadas por delitos contra la 
libertad, el pudor y la formación sexual sobre 
niños, niñas y adolescentes. Para tal efecto 
se buscará el concurso de los organismos de 
policía internacional y se tendrán en cuenta las 
circulares de alerta que expide la Organización 
Internacional de Policía Criminal (Interpol).

Artículo 9°. Sobre el bloqueo de contenido 
y control parental de los servicios de internet, 
televisión y telefonía.

Los proveedores de servicios de internet, 
televisión y telefonía celular cuando activen 
un servicio deberán entregarlo con bloqueo 
predeterminado de contenidos sexuales y 
control parental, debidamente activados. Su 
desactivación será explícitamente registrada y 
autorizada por el suscriptor quien en todo caso 
informará al proveedor sobre el acceso que a los 
servicios tendrán niños, niñas y adolescentes, 
así como el nombre, identificación de los mismo 
y la autorización expresa del padre y la madre 
o del adulto que tenga a su cargo exclusivo la 
representación legal del menor.

CAPÍTULO 2
Disposiciones penales

Artículo 10. Adiciónese al artículo 107 de la 
Ley 599 de 2000 con el siguiente texto:
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Artículo 107. Inducción o ayuda al 
suicidio. El que eficazmente induzca a otro al 
suicidio, o le preste una ayuda efectiva para su 
realización, incurrirá en prisión de dos (2) a 
seis (6) años.

Cuando la inducción o ayuda esté dirigida a 
poner fin a intensos sufrimientos provenientes de 
lesión corporal o enfermedad grave e incurable, se 
incurrirá en prisión de uno (1) a dos (2) años.

Si la conducta se realiza a través de internet o 
cualquier otro medio electrónico, en perjuicio de 
un menor de 18 años incurrirá en pena de prisión 
de seis (6) a doce (12) años.

Artículo 11. Créase el artículo 121A del 
Capítulo Tercero “De las lesiones personales” de 
la Ley 599 de 2000 con el siguiente texto:

Artículo 121A. Inducción a autolesiones 
personales. El que induzca a menor de 18 años 
a autolesionarse, o le preste una ayuda efectiva 
para su realización, incurrirá en prisión de dos (2) 
a cuatro (4) años.

Si la conducta se realiza a través de internet o 
cualquier otro medio electrónico incurrirá en pena 
de prisión de cuatro (4) a ocho (8) años.

Artículo 12. Créase el Artículo 194A del 
Capítulo Séptimo “De la violación a la intimidad, 
reserva e interceptación de comunicaciones” de la 
Ley 599 de 2000 con el siguiente texto:

Artículo 194A. Divulgación y empleo de 
documentos, imágenes o videos íntimos o 
sensibles. El que sin consentimiento divulgue, 
copie, reproduzca, comparta, modifique o emplee 
a través de internet o a través de cualquier otro 
medio, documentos, fotos, audios o videos 
íntimos o de contenido sexual o erótico, obtenidos 
en el ámbito privado de la víctima, incurrirá en 
prisión de uno (1) a cinco (5) años y multa de uno 
(1) a diez (10) salarios mínimos legales mensuales 
vigentes, siempre que la conducta no constituya 
otro delito con pena mayor.

La pena se aumentará de una tercera parte a la 
mitad cuando el responsable de la publicación lo 
haga con imágenes o por cualquier otro medio con 
contenido sexual explícito donde se involucren 
niños, niñas y adolescentes.

Artículo 13. Adiciónese un numeral al artículo 
211 de la Ley 599 de 2000 con el siguiente texto:

Artículo 211. Circunstancias de agravación 
punitiva.

9. Cuando la conducta se cometiere a través de 
medios informáticos, redes sociales o cual-
quier otro medio virtual.

Artículo 14. Modifíquese el artículo 217 de la 
Ley 599 de 2000 con el siguiente texto:

Artículo 217. Estímulo a la prostitución o de 
actos sexuales de niñas, niños y adolescentes. 
El que destine, arriende, mantenga, administre, 

financie casa, establecimiento o cree, acceda o de 
cualquier forma financie sitios web para la práctica 
de actos sexuales en que participen niñas, niños 
y adolescentes incurrirá en prisión de diez (10) a 
catorce (14) años y multa de sesenta y seis (66) 
a setecientos cincuenta (750) salarios mínimos 
legales mensuales vigentes.

La pena se aumentará de una tercera parte a la 
mitad cuando el responsable sea integrante de la 
familia de la víctima.

La pena se aumentará en la mitad cuando la 
conducta se realizare con menor de doce (12) 
años.

Los bienes utilizados para cometer las conductas 
ilícitas descritas en esta Ley u obtenidas por causa 
de ellas serán objeto de extinción de dominio, de 
conformidad con lo estipulado por la Ley 1708 de 
2014, en especial los artículos 15 y 16.

Artículo 15. Adiciónese un numeral al 
Parágrafo del Artículo 217A de la Ley 599 de 
2000 con el siguiente texto:

Artículo 217A. Demanda de explotación 
sexual comercial de persona menor de 18 años 
de edad.

Parágrafo. El consentimiento dado por la 
víctima menor de 18 años, no constituirá causal de 
exoneración de la responsabilidad penal. La pena 
se agravará de una tercera parte a la mitad:

6. Cuando la conducta se cometiere a través de 
medios informáticos, redes sociales o cual-
quier otro medio virtual.

Artículo 16. Modifíquese el artículo 218 de la 
Ley 599 de 2000 con el siguiente texto:

Artículo 218. Pornografía con personas 
menores de 18 años. El que fotografíe, filme, 
grabe, produzca, divulgue, ofrezca, venda, compre, 
posea, porte, almacene, transmita o exhiba, por 
cualquier medio, para uso personal o intercambio, 
representaciones reales o alteraciones que generen 
insinuaciones o cualquier tipo de actividad sexual 
que involucre persona menor de 18 años de edad, 
incurrirá en prisión de 10 a 20 años y multa de 
150 a 1.500 salarios mínimos legales mensuales 
vigentes.

Igual pena se aplicará a quien alimente con 
pornografía infantil bases de datos de Internet, 
con o sin fines de lucro.

La pena se aumentará de una tercera parte a la 
mitad cuando el responsable sea integrante de la 
familia de la víctima.

Artículo 17. Adiciónese un numeral al artículo 
245 de la Ley 599 de 2000 con el siguiente texto:

Artículo 245. Circunstancias de agravación.
12. Si la conducta se comete mediante la exhibi-

ción de imágenes, audio o videos de contenido 
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 privado o sexual a través de internet o cual-
quier otro medio electrónico.

Artículo 18. Adiciónese un inciso al artículo 
296 de la Ley 599 de 2000 con el siguiente 
texto:

Artículo 296. Falsedad personal. El que con 
el fin de obtener un provecho para sí o para otro, 
o causar daño, sustituya o suplante a una persona 
o se atribuya nombre, edad, estado civil, o calidad 
que pueda tener efectos jurídicos, incurrirá en 
multa, siempre que la conducta no constituya otro 
delito.

Si la conducta se realiza a través de internet 
o cualquier otro medio electrónico, en perjuicio 
de un menor de 18 años para cometer un ilícito, 
incurrirá en pena de veinticuatro (24) a cuarenta y 
ocho (48) meses de prisión.

Artículo 19. Adiciónese un inciso al artículo 
156 de la ley 906 de 2004 de la siguiente manera:

Artículo 156. Regla general. Las actuaciones 
se desarrollarán con estricto cumplimiento 
de los términos procesales. Su inobservancia 
injustificada será sancionada.

Las actuaciones que involucren como posibles 
víctimas a menores de 18 años se desarrollarán en 
la mitad del tiempo de los términos precisos por 
la ley.

Artículo 20. Modifíquese el literal d) del 
artículo 206A de la Ley 1652 de 2013 con el 
siguiente texto:

Artículo 206A. Entrevista forense a niños, 
niñas y adolescentes víctimas de delitos tipificados 
en el título iv del código penal, al igual que en 
los artículos 138, 139, 141, 188a, 188c, 188d, 
relacionados con violencia sexual.

d) La entrevista forense de niños, niñas o ado-
lescentes víctimas de violencia sexual será 
realizada por personal del Cuerpo Técnico 
de Investigación de la Fiscalía General de la 
Nación, entrenado en entrevista forense en 
niños, niñas y adolescentes, previa revisión 
del cuestionario por parte del Defensor de 
Familia, sin perjuicio de su presencia en la 
diligencia.

En caso de no contar con los profesionales aquí 
referenciados, se acudirá en primer lugar a los 
funcionarios públicos con facultades de policía 
judicial, orientados a la protección de los derechos 
de las niñas, niños y adolescentes entre ellos 
Comisarios de familia o Defensores de Familia o 
Policía para Infancia y Adolescencia que cuenten 
con entrenamiento en entrevista forense de 
niños, niñas y adolescentes víctimas de violencia 
sexual. En todo caso a la autoridad competente le 
corresponde adelantar las gestiones pertinentes 
para asegurar la intervención de un entrevistador 
especializado.

Artículo 21. Vigencia. La presente ley rige a 
partir de su promulgación.

De los honorables Congresistas,

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS
1. ANTECEDENTES
La idea inicial de la presente iniciativa fue 

presentada en el año 2016 como un proyecto de
Acuerdo “por el cual se dictan lineamientos 

de política pública para la prevención, 
sensibilización y protección sobre crímenes 
cibernéticos contra niñas, niños, y adolescentes 
de las Instituciones Educativas Distritales”, en 
el Concejo de Bogotá por la Bancada del Partido 
Político MIRA. Se construyó mediante mesas 
de trabajo conjuntamente por la comunidad y la 
administración distrital desde el año 2015, hoy día 
es el Acuerdo del Distrito 702 de 2018.

En el año 2016 la iniciativa, Proyecto de ley 
número 050 de 2016 Cámara, fue presentada ante el 
Congreso de la República por parte de la Bancada 
del Partido Político MIRA en esta Corporación y 
recibió conceptos y recomendaciones del Consejo 
Superior de Política Criminal, Ministerio de 
Educación Nacional, Instituto Colombiano de 
Bienestar Familiar que fueron recogidos en la 
redacción del texto legislativo hoy propuesto.

2. OBJETO
El presente proyecto de Ley tiene por objeto 

establecer los lineamientos generales para 
la formulación de la política pública para la 
sensibilización, prevención y la protección de 
niñas, niños y adolescentes, frente a los delitos 
realizados a través de internet, redes sociales, 
medios informáticos y dispositivos móviles. 
Además, modifica el Código Penal para agravar 
y ampliar conductas penales contra la libertad 
individual, la formación sexual, el patrimonio 
económico, la vida y la integridad personal, que 
se realizan a través de medios electrónicos o 
informáticos.

3. CONTEXTO
Existen diferentes tipos de crímenes 

cibernéticos en el mundo en contra niñas, niños, 
y adolescentes, dentro de los cuales se han 
caracterizado los siguientes:

3.1. Envió de imágenes de contenido sexual o 
(Sexting):

Es un anglicismo que corresponde a la 
contracción de “sex” (sexo) y “texting” (enviar 
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mensajes de texto)1. Esta práctica consiste en 
el envío o difusión de contenidos eróticos o 
pornográficos a través de redes sociales y teléfonos 
móviles.

Existen otras definiciones que nos permiten 
ampliar el concepto para tener una mayor claridad 
y son las contenidas en los siguientes estudios2:

• Publicación de diciembre de 2011 por el Cen-
tro de Investigación sobre Delitos contra los 
Niños de la Universidad de New Hampshire, 
que define el “sexting” como “imágenes se-
xuales producidas por niñas, niños y adoles-
centes susceptibles de ser consideradas por-
nografía infantil”.

• El estudio de Urban Dictionary señala: “el 
acto de enviar mensajes de teléfono móvil a 
alguien con el objetivo de tener con él o ella 
un encuentro sexual; inicialmente intrascen-
dente, más tarde se convierte en algo suge-
rente y finalmente explícito”.

3.2. Ciberacoso escolar o (Ciberbullying):
El “ciberbullying” es una forma de acoso a 

través de las tecnologías de la comunicación. 
Existe una página denominada Ask.fm que 
contiene juegos de retos, se trata de riesgosas 
pruebas a las que las niñas, niños y adolescentes 
se someten, para ser parte de grupos colectivos, 
esto se presenta en el 5 por ciento del total de 
NNA afectados por crímenes cibernéticos3.

Los referentes de esta forma de acoso tanto en 
el ámbito escolar como general son los siguientes4:

1. Anonimato. El anonimato es el común deno-
minador de este delito, aunque en la mayoría 
de casos es alguien cercano a la víctima.

2. Revictimización. Las nuevas tecnologías fa-
cilitan al agresor compartir los contenidos en 
diferentes medios o redes sociales repetida-
mente.

3. Protagonistas del (ciberbullying). Los dife-
rentes roles que juegan un papel importante 
en este tipo de crimen cibernético:

• Agresor. Quien realiza el acoso.
• Víctima. Quien sufre el acoso.
• Reforzador. El que estimula la agresión fa-

voreciéndola.
• Ayudante. Ayuda al agresor materialmente a 

cometer el acoso.
• Defensor. Intenta ayudar a la víctima a librar-

se del acoso”.

1 Véase el siguiente link https://es.wikipedia.org/wiki/Sex-
ting

2 Véase el siguiente link http://www.sexting.es/que-es-el-
sexting/

3 Periódico El Tiempo edición Debes leer , Especial “El 
internet no es un juego de niños” de domingo 3 de abril 
de 2016

4 Véase el siguiente link http://bullying-acoso.com/que-es-
el-ciberbullying/

Tipos de (ciberbullying). Existen diferentes 
tipos de acoso entre los cuales encontramos los 
siguientes:

• Exclusión. Se margina a la víctima de entor-
nos como chats, redes sociales, foros, y se 
hace expansiva la exclusión.

• Hostigamiento. Es humillar a la víctima a 
través del envío de vídeos o imágenes que le 
dañen, comentarios, mensajes de texto.

• Manipulación. Se realiza a través de amena-
zas de exponer contenido privado de la vícti-
ma y hacerlo público.

• Medios utilizados. Redes sociales e internet.
3.3. Engaño de un adulto a un menor de edad o 

(Grooming)
Es cuando un adulto utiliza acciones deliberadas 

para obtener lazos de amistad con un niño, niña 
o adolescente en Internet, con el fin de obtener 
mediante imágenes eróticas o pornográficas una 
satisfacción sexual e incluso en el peor de los 
casos un encuentro sexual5. Se presenta en seis de 
cada diez casos, y da entre cuatro y ocho años de 
prisión6.

3.4. Extorsión sexual o (Sextorsión)
Es lo que se conoce como extorsión sexual, 

lo cual es cuando una persona es amedrentada 
con una imagen íntima, en la mayoría de casos 
la víctima es coaccionada para tener relaciones 
sexuales con alguien, o entregar más imágenes 
eróticas o pornográficas, dinero o algún otro 
beneficio7.

3.5. Edición de imágenes sexuales o (Mor-
phing)

Este crimen cibernético consiste en la 
producción, distribución e intercambio de porno-
grafía infantil, lo cual puede estar representado 
en videos, fotografías, texto y audios simulando 
la voz de personas menores de 18 años de edad 
participando de alguna actividad sexual8.

3.6. Pornografía con menores de 18 años
Según la Unicef la Pornografía en menores de 

18 años se define como toda “representación de un 
niño, niña y/o adolescente realizando actividades 
sexuales explícitas, toda representación de 
las partes genitales de un niño con fines 
predominantemente sexuales, toda organización 
de espectáculos en vivo de representaciones 
sexuales explícitas en el que participaren niños, 
niñas y adolescentes9.

5 Información extraída de presentación de la Dirección de 
Protección y Servicios Especiales-Coronel Julio César 
González Bedoya Subdirector de Protección

6 Periódico El Tiempo edición Debes leer , Especial “El 
internet no es un juego de niños” de domingo 3 de abril 
de 2016

7 Ibídem
8 Ibídem
9 http://www.unicef.org/argentina/spanish/definiciones.

pdf

http://bullying-acoso.com/que-es-el-ciberbullying/
http://bullying-acoso.com/que-es-el-ciberbullying/
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El internet se constituye en una herramienta 
muy conveniente para el delito de Pornografía 
infantil y su distribución. Los demandantes de 
imágenes pornográficas a través del acceso a 
la red y algunos espacios (webs, chats, foros) 
pueden desde cualquier lugar y de manera fácil 
obtenerlas y distribuirlas, incluso compartirlas, a 
nivel mundial10.

Katia Dantas, Directora de Políticas Públicas del 
Centro Internacional para Niños Desaparecidos y 
Explotados en Latinoamérica y el Caribe (ICMEC) 
afirma que “En el mundo actualmente hay más de 
1.7 millones de denuncias de explotación sexual 
infantil en línea, más de 80 millones de fotos de 
pornografía infantil y más de 200 imágenes de 
niñas, niños y adolescentes abusados que suben 
a diario a la Internet”. A lo anterior, agrega que 
dentro de las causas de que esta situación se 
presente se encuentra la “poca prevención que 
existe de un padre o un hijo al pensar en internet 
como una herramienta inofensiva”.11

La pornografía infantil mueve en el mundo 
alrededor de 10.000 millones de dólares al año, los 
precios establecidos son por fotografías $55.000 
pesos y video $217.000 pesos. En consecuencia, 
la Dijín trabaja arduamente para cerrar estas 
páginas: desde el 2011 a 1° de marzo de este año 
se han cerrado 13.279 sitios, el 15 por ciento de 
pornografía que circula en el país es hecho aquí 
y el 72 por ciento del perfil de las víctimas oscila 
entre 9 y 12 años.12

3.7. Inducción al suicidio y a la autolesión.
Por esta época se ha evidenciado en internet 

una tendencia de retos peligrosos que se han vuelto 
virales y que han afectado la integridad física y 
psicológica de nuestras niñas, niños y adolescentes, 
en los que por ejemplo, se encuentran1313:

• La Ballena Azul cuyo epílogo es el suicidio.
• Ab Crack cuya finalidad es la pérdida extre-

ma de peso.
• Ice and Salt Challenge que provoca quema-

duras de segundo y tercer grado.
• Canela que produce colapso pulmonar.
• Hada de Fuego que induce al suicidio a través 

de la inhalación gas.
4. Impacto actual de crímenes cibernéticos 

en el mundo
Las cifras son alarmantes: La operación 

internacional Tantalio en contra de la pornografía 

10 http://www5.poderjudicial.es/CVdi/TEMA04-ES.pdf
11 http://www.educacionbogota.edu.co/es/component/k2/

item/1911-te-protejo-y-en-tic-confio-estrategias-frente-
a-los-peligros-eninternet

12 Periódico El Tiempo edición Debes leer, Especial “El in-
ternet no es un juego de niños” de domingo 3 de abril de 
2016

13 Fuente: https://www.publimetro.cl/cl/nacional/2017/04 
/27/ballena-azul-otros-peligrosos-retos-internet-se-vuel-
to-virales.html

infantil reportó que de los 12.988 casos de acoso 
sexual a niñas, niños y adolescentes reportados 
hasta el 31 de enero de 2015, 46% se relacionó 
con ciberacoso y contenido pornográfico de 
niños, niñas y adolescentes que a veces son 
forzados a grabar los contenidos y en ocasiones 
son convencidos o chantajeados por adultos 
para hacerlos ellos mismos y enviárselos, en una 
práctica conocida como “Grooming”.14

Según informe de la Policía Nacional al día se 
presentan cerca de 24 casos de hechos asociados a 
abusos sexuales de niñas, niños y adolescentes en 
la red en Colombia y según la Fundación Británica 
Observatorio de Internet, en su informe publicado 
en el 2016, reporta que cada 9 minutos hay una 
página en Internet mostrando a un niño siendo 
sexualmente abusado.15

En ese mismo sentido, el Departamento de 
Justicia de los Estados Unidos en su reporte de la

Operación Depredador (Operation Predator, 
en inglés) que es un programa integral concebido 
para proteger a los niños y jóvenes de los 
pornógrafos infantiles, traficantes de personas y 
otros delincuentes que se aprovechan de los niños, 
afirma que existe más de un millón de imágenes de 
niños en internet y que por día se suben alrededor 
de 200.

5. Impacto actual de crímenes cibernéticos 
en Colombia

En el diario El Tiempo, con la sección especial 
del domingo 3 de abril de 2016 denominada 
“El internet no es un juego de niños”, a la fecha 
la Policía Nacional ha bloqueado 553 sitios 
colombianos dedicados a distribuir pornografía 
infantil, los cuales se encuentran en la “Deep 
red” que constituye el 90 por ciento de internet, al 
que acceden los pedófilos, sin embargo, la gente 
común no sabe acceder. También existe una lista 
de 686 menores de edad que desde el 2011 han 
sido objeto de un tipo de delito sexual originado 
en internet, cabe anotar que existe un subregistro 
incalculable.16

La operación internacional Tantalio en contra 
de la pornografía infantil que a nivel nacional 
se realizó en las ciudades de Bogotá, Guamal, 
Sogamoso, Armenia, Pasto y Bucaramanga, 143 
personas fueron judicializadas durante este 
proceso desarrollado desde el año pasado 

14 Información extraída del siguiente link: http://www.
semana.com/nacion/articulo/capturan-6-personas-en-
el-marco-del-operativotantalio-contra-la-pornografia-
infantil/522372

15 Información extraída del siguiente link: http://www.
rcnradio.com/nacional/cada-dia-son-subidas-a-la-red-
200-nuevas-imagenesde-pornografia-infantil-en-el-
mundo/

16 Periódico El Tiempo edición Debes leer, Especial “El in-
ternet no es un juego de niños” de domingo 3 de abril de 
2016



Página 8 Viernes, 3 de agosto de 2018 Gaceta del Congreso  582

por Europol e Interpol en coordinación con las 
policías de 10 países de Europa y 5 de América 
Latina. De estas, 6 fueron aprehendidas en 
Colombia, que es el tercer país proveedor de 
contenidos en esta acción después de España y 
Brasil.17

Según el Centro Cibernético Policial entre el 
período 2012-2016 se reportaron 13.963 URLs, 
con el fin de proteger la integridad de los niños, 
niñas y adolescentes en la web, por parte del

Centro Cibernético Policial en cooperación 
con el Ministerios de las Tecnologías y las 
Comunicaciones, Te protejo, RedPapaz, Bienestar 
Familiar y el Colcert.

De igual manera, según la línea virtual Te 
Protejo, vinculada a Redpapaz, en los tres 
primeros meses de 2017 se han bloqueado 658 
páginas de pornografía infantil, y han encontrado 
3.583 imágenes con menores de 18 años, 72 % del 
perfil de las víctimas oscila entre 9 y 12 años.

No obstante, siguen sin bloqueo muchas 
páginas web que son un peligro inminente para 
nuestros niños, niñas y adolescentes, las cuales 
se prestan para turismo sexual infantil, debido a 
que posterior a la firma de los Acuerdos de Paz 
Colombia ha incrementado el número de turistas 
extranjeros que ingresan al país, sin embargo 
algunos de ellos no vienen con fines turísticos 
sino que utilizan las redes sociales para contactar 
a niños, niñas y adolescentes previamente, con 
el propósito de cometer delitos de explotación, 
abuso sexual, pornografía infantil e incesto, y lo 
más grave aún es que los están instrumentalizando 
para conseguir otras niñas, niños y adolescentes 
para cometer estos vejámenes.

Según el Centro Especializado Observatorio 
del Delito del aplicativo SIEDCO (Sistema de

Información Estadístico, Delictivo, Contra-
vencional y Operativo de la Policía Nacional) 
a corte 21 de marzo de 2017, reportó 778 casos 
entre los años 2012-2017, delitos entre los cuales 
se encuentran amenazas, pornografía con menores 
(“Sexting”), injuria, utilización o facilitación de 
medios de comunicación para ofrecer servicios 
sexuales de niñas, niños y adolescentes (Redes 
sociales), constreñimiento ilegal (“Sextorsión”).18

Ahora bien, según cifras reportadas por el 
Centro Cibernético Policial entre los años 2014 y 

17 Información extraída del siguiente link: http://www.se-
mana.com/nacion/articulo/capturan-6-personas-en-el-
marco-deloperativo-

 tantalio-contra-la-pornografia-infantil/5223Z
18 Información extraída de respuesta de la Policía Nacional 

a derecho de petición con radicado # S-2017-007434

2017 se presentaron 3.276 denuncias por crímenes 
cibernéticos al CAI Virtual de la Policía Nacional. 
No obstante, existe un alto índice de personas que 
no denuncian y esto no se ve reflejado en las cifras.

Fuente: Centro Cibernético Policial respuesta 
radicado 2017/03/31

En lo corrido de este año, se han registrado 77 
capturas relacionadas con la explotación sexual

a niñas, niños y adolescentes, según Fredy 
Bautista, jefe del Centro Cibernético Policial.19 
Mientras que otro canal de denuncia como la 
línea Te Protejo, reporta que durante el 2016 se 
recibieron 10.424 reportes, de los cuales el 71, 
1% se refieren a material de abuso sexual infantil, 
7% de ciberacoso y 1, 2% a casos de explotación 
sexual de niñas, niños y adolescentes.
VIRTUAL GLOBAL TASK FORCE (VGT)-

POLICÍA NACIONAL COLOMBIANA
En el año 2003 se creó la Virtual Global Task 

Force (VGT), organización internacional de 
organismos de aplicación de la ley que colaboran 
en la lucha contra el abuso de niñas, niñas y 
adolescentes por internet. Entre sus miembros 
se encuentran: La Policía Federal Australiana, 
Departamento de Seguridad Nacional-Estados 
Unidos de América, Centro de Explotación Infantil 
y Protección Online-Reino Unido, Organización 
Internacional de Policía Criminal (Interpol),

Real Policía Montada de Canadá-Canadá y 
Postal Italiana-Italia.

En noviembre de 2014, a través de la Carta 
de Intención suscrita en Ámsterdam se incluyó a 
la Policía Nacional de Colombia como el único 
miembro de Latinoamérica, con el propósito de 
construir estrategias conjuntas para combatir de 
forma eficaz este tipo de delitos. Además, realizar 
operaciones conjuntas para desarticular redes 
que vulneran los derechos de las niñas, niños y 
adolescentes.20

19 Información extraída del siguiente link: http://www.el-
tiempo.com/tecnosfera/novedades-tecnologia/paginas-
web-bloqueadascon- pornografia-infantil-67572b

20 Información extraída de presentación de la Dirección de 
Protección y Servicios Especiales-Coronel Julio Cesar 
González Bedoya Subdirector de Protección

http://www.eltiempo.com/tecnosfera/novedades-tecnologia/paginas-web-bloqueadascon-
http://www.eltiempo.com/tecnosfera/novedades-tecnologia/paginas-web-bloqueadascon-
http://www.eltiempo.com/tecnosfera/novedades-tecnologia/paginas-web-bloqueadascon-
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APLICATIVO “PROTECTIO Y CAI 
VIRTUAL”

En el año 2014 la Policía Nacional lanza un 
programa llamado “Protectio”, diseñado para 
alertar sobre páginas web o chats que presenten 
una amenaza para las niñas, niños y adolescentes 
y posteriormente bloquearlas, es una aplicación 
compatible con computadores de escritorio y se 
puede configurar según las necesidades. Puede 
ser descargado gratuitamente a través de la página 
web www.policia.gov.co y en la página del Centro 
Cibernético Policial (www.ccp.gov.co)21.

El motor de búsqueda de esta herramienta 
tiene identificadas 4 mil frases utilizadas por 
los delincuentes para inducir a los niños a la 
pornografía (déjate ver, ternurita, estás sola, 
dame tu teléfono, entre otras). Asimismo, detecta 
palabras usadas en casos de matoneo o extorsión.

“Protectio” bloquea la página o conversación 
a la que accede el menor, y envía un correo 
electrónico al padre de familia, en el que informa 
con fotografías (pantallazo), sobre el lugar virtual 
intervenido.

Existe una base de expresiones y datos 
personales que los niños no deben suministrar en 
sus diálogos a través del internet. Además, genera 
alertas cuando se descargan programas maliciosos 
que pueden copiar la información almacenada, 
por tanto se bloquea la operación.

La aplicación dispone de un botón de pánico, 
que se puede activar cuando el niño se siente 
vulnerado o en peligro. Así mismo, ofrece una 
disponibilidad de 24 horas para que los padres de 
familia puedan entablar un dialogo con psicólogos 
de la Policía y expertos, quienes a través del CAI 
virtual, dan respuesta a cualquier inquietud sobre 
pornografía infantil, “bullying”, sextorsión y 
“sexting”.

El Centro Cibernético de la Policía Nacional ha 
realizado un esfuerzo para realizar capacitaciones 
sobre las herramientas Protectio y CAI Virtual, 
en el 2016 se llevaron a cabo en 34 Instituciones 
Educativas Distritales de las 404.22

Asimismo, a través de su cuenta de twitter 
@CaiVirtual se realizan campañas de alertas y 
boletines referentes a la prevención, no obstante 
adolecen de la articulación de una política pública 
que fortalezca su difusión.

LÍNEA DE DENUNCIA “TE PROTEJO”
La línea virtual de denuncias “Te Protejo”, es 

administrada por Red PaPaz en coadyuvancia con 

21 La información contenida en este acápite fue extraída de 
http://www.policia.gov.co/portal/pls/portal/

22 Fuente: Elaboración propia a partir de la información 
contenida en la página web de la Secretaría de Educación 
Distritalhttp:// www.educacionbogota.edu.co/archivos/
Temas%20estrategicos/Matriculas/2016/directorio-cole-
gios.html

el Ministerio de Tecnologías de la Información 
y las Comunicaciones, el Instituto Colombiano 
de Bienestar Familiar, Fundación Telefónica y 
la Policía Nacional con el objetivo de proteger 
a las niñas, niños y adolescentes a través de 
una plataforma de denuncias articulada con las 
autoridades, empresa privada y sociedad civil. 
También tiene como socios estratégicos el Fondo 
Nacional de Turismo (Fontur) y la Empresa de 
Telecomunicaciones de Bogotá (ETB).

De igual forma hace parte de la Fundación 
INHOPE, una red internacional que reúne 51 
líneas de denuncias de pornografía infantil en 45 
países, con el respaldo de entidades internacionales 
que fortalecen esta continua lucha para hacer de 
Internet un lugar más seguro23.

También contiene la estrategia “En TIC 
Confío”, un programa con el que se busca reforzar 
la lucha en pro de un uso responsable de internet 
por parte de las niñas, niños y adolescentes, 
protegiéndolos de crímenes cibernéticos, la cual 
es liderada por el Ministerio de Tecnologías de la 
Información y las Comunicaciones.24

Así las cosas, en esta plataforma se pueden 
realizar las siguientes denuncias:

Fuente: https://es.slideshare.net/RedPaPaz/
presentacion-de-te-protejo con corte a 30 de 
octubre de 2016.

Por otra parte, en la puesta en marcha de la 
Estrategia del Gobierno nacional en la Lucha 
contra la trata de personas se instaló el II Foro 
Internacional “Trata de Personas, Grooming 
y Prevención en las Nuevas Tecnologías”, 
realizado en Bogotá. En el cual, se hizo énfasis 
en aplicar las tres P: Prevención, Protección y 
Persecución; Así mismo la Directora de Gobierno 
y Gestión Territorial Sandra Devia señaló que “el 
Grooming es la forma moderna del ciberacoso 
a través de Twitter, Facebook e Instagram, así 
las cosas, las redes sociales son un canal que 
facilita la acción criminal de aquellos que buscan 
explotar sexualmente a nuestros niños, niñas y 
adolescentes.

23 http://www.enticconfio.gov.co/index.php/eventos/1233.
html

24 Periódico El Tiempo edición Debes leer, Especial “El in-
ternet no es un juego de niños” de domingo 3 de abril de 
2016
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TÉRMINOS Y CONDICIONES  
DE REDES SOCIALES

Como se observa en los siguientes cuadros, 
la edad promedio de apertura de una cuenta en 
redes sociales es de 13 años, lo que evidencia 
que los padres deben hacer un seguimiento 
exhaustivo para informar a nuestros niños, niñas 
y adolescentes de los riesgos digitales a los que se 
pueden ver expuestos.

Fuente: Red Papaz “Fidasense (2015) Find out: 
mitos y verdades sobre los teens en Latinoamérica 
y España”.

En una reciente publicación de Microsoft 
TechNet se revela que en Colombia se pasó de 
tener 8.8 millones de conexiones en el 2008 a casi 
14 millones en el 2016. En dicha nota se reseña:

“…5. Cuiden a sus hijos en la red.
Internet está al alcance de sus dedos. En época 

de vacaciones se consolida como una fuente de 
entretenimiento, un mundo de contenidos infinitos, 
muchos de ellos apropiados para ellos y otros 
no tanto; estos últimos podrían poner en riesgo 
la seguridad de sus pequeños. En Colombia se 
pasó de tener 8.8 millones de conexiones en el 
2008 a casi 14 millones en el 2016 según cifras 
de Red Papaz. En apoyo a un mejor uso de la 
tecnología para los niños, Microsoft ha mejorado 
sus herramientas de control parental con su más 
reciente sistema operativo Windows 10. A través 
de este instrumento se pueden establecer límites 
para el número de horas de uso de un equipo, los 
tipos de juegos a los que pueden acceder los niños 
y los programas que pueden ejecutar.”2525

De igual forma, según el Estudio Uso y 
Apropiación de las TIC en Colombia-MIN TIC y 
Datexco 76% de los jóvenes entre los 12 y 17 años 
tienen un dispositivo móvil con voz y datos.

25 Información extraída del siguiente link: https://blogs.
technet.microsoft.com/microsoftlatam/2016/12/22/
microsoft-recomienda-7-tips-para-evitar-ser-victima-de-
delitos-ciberneticos-esta-navidad/

SEGUIMIENTO A LA LEY 1620 DE 2013
Según respuesta del Ministerio de Educación 

en el marco de la aplicación de la Ley 1620 de
2013, la cual busca fortalecer los mecanismos 

de identificación y seguimiento de todas aquellas 
situaciones y conductas generadoras de violencia 
escolar y que para ello creó el Comité Nacional 
de Convivencia Escolar liderado por el MEN y 
diferentes entidades del gobierno. Así mismo, ha 
estructurado un plan de acción para la centralización 
del sistema de reporte de información relacionada 
con el acoso escolar y el ciberacoso. Sin 
embargo, encontramos que esta estructura del 
Sistema Nacional de Convivencia Escolar está en 
construcción por tanto el MEN no hace parte del 
proceso de reporte y hará seguimiento cuando se 
finalice el Sistema Unificado de Información que 
ordena la presente Ley, lo que es preocupante ya 
que han transcurrido 4 años desde su sanción y este 
registro es importante para mitigar estos flagelos 
que afectan a nuestros niños, niñas y adolescentes 
y así las cosas poder hacer un seguimiento a los 
casos y brindar una atención integral26.

En ese mismo sentido, se hace necesario 
dar celeridad al desarrollo de esta herramienta 
que es un instrumento de articulación con el 
Ministerio de las Tecnologías de la Información 
y las Comunicaciones, la Policía Nacional y el 
Ministerio de Salud para hacer seguimiento a las 
situaciones que afectan la convivencia escolar.27

Finalmente, el Partido Político MIRA ha 
venido trabajando esta problemática con las 
comunidades, y nos hemos encontrado con un total 
desconocimiento de estas prácticas, por tal motivo, 
hemos venido adelantando un trabajo conjunto con 
el Área de Protección a la Infancia y Adolescencia 
de la Policía Nacional, con el objeto de realizar 
capacitaciones en las diferentes comunidades y 
socializar las herramientas existentes. De allí que 
se requiere aunar esfuerzos con el fin de dictar 
normas encaminadas a establecer medidas para 
prevenir, sensibilizar y proteger a las niñas, niños 
y adolescentes sobre los riesgos que generan el 
uso inadecuado de las redes.

En virtud de lo anterior, es necesario contar 
con una política pública para la prevención, 
sensibilización y protección sobre crímenes 
cibernéticos contra niñas, niños y adolescentes, 
toda vez que la articulación de las estrategias y 
herramientas existentes a través de la política 
pública, podrán fortalecer los mecanismos de 
prevención y protección, evitando que nuestros 

26 “Por la cual se crea el Sistema Nacional de Convivencia 
Escolar y Formación para el Ejercicio de los Derechos 
Humanos, la Educación para la Sexualidad y la Preven-
ción y Mitigación de la Violencia Escolar.”

27 Información extraída de respuesta de derecho de petición 
del Ministerio de Educación Nacional con radicado # 
2017-ER-039958.
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niños, niñas y adolescentes lleguen a ser víctimas 
o ser revictimizados. Por ello la importancia de 
generar lineamientos de política pública para 
trabajar coordinadamente con todas las entidades 
y autoridades del orden nacional con injerencia en 
el tema.

6. Construcción del proyecto de ley
6.1. Aportes de la dirección y protección de 

servicios especiales de la policía nacional
Se acogieron los cambios sugeridos al articulado 

conceptuados por la Dirección y Protección de 
Servicios Especiales de La Policía Nacional, que 
aportaron a la construcción del proyecto basados 
en la experticia del tratamiento de este tipo de 
delitos28.

En el artículo 8° se añadió modifica la Ley 679 
de 2001 conforme a lo sugerido por la Institución, 
con el siguiente texto “y se tendrán en cuenta las 
circulares de alerta que expide la Organización 
Internacional de Policía Criminal (Interpol)” 
para poder integrar y alimentar las circulares 
correspondientes.

Adicionalmente se consideraron las observa-
ciones sobre la inhabilidad permanente para 
personas condenadas por delitos contra niños, 
niñas y adolescentes.

6.2.  Aportes del instituto colombiano de bien-
estar familiar

El ICBF mediante radicado 16702 del 30 
de octubre de 2017 presentó concepto sobre el 
Proyecto 050 de 2016 Cámara mediante el cual 
hace sugerencias relevantes sobre el articulado 
propuesto.

Frente al concepto se acogen los términos o 
concepto del artículo 2°, conforme al Documento

“Criterios de clasificación de contenidos de 
pornografía infantil en internet”, elaborado por 
expertos del ICBF, DIJIN, Policía de Infancia y 
Adolescencia, Fiscalía General de la Nación,

Ministerio de Tecnologías de la Información 
y de las Comunicaciones, Defensoría del Pueblo, 
Migración Colombia, UNICEF y Te Protejo.

Además se tuvo en cuenta observaciones sobre 
los principios orientadores, los lineamientos 
generales y acciones complementarias.

6.3  Aportes del Ministerio de Educación Na-
cional

El Ministerio de Educación Nacional, igual-
mente presentó concepto radicado 18492 del 30 
de noviembre de 2017, mediante el cual realiza 
observaciones del articulado que se acogen 
prácticamente de manera integral, se corrigen 
aspectos de forma y de fondo sobre competencias 
y responsables.

28 Información extraída de respuesta de derecho de petición 
del Ministerio de Educación Nacional con radicado # 
2017-ER-039958.

7. Explicación del articulado
El presente proyecto tiene como objeto 

establecer los lineamientos generales para 
la formulación de la política pública para la 
sensibilización, prevención y la protección de 
niñas, niños y adolescentes, frente a los delitos 
realizados a través de internet, redes sociales, 
medios informáticos y dispositivos móviles.

El primer capítulo formula los conceptos 
y definiciones que deben considerarse, los 
lineamientos generales de la política pública, 
los fines y los principios que la rigen, como 
son: la prevención, pertinencia, coordinación, 
concurrencia, subsidiariedad y articulación 
(artículo 2°, 3° y 4°).

En el artículo 6° del proyecto se formulan los 
lineamientos generales que se centran en fortalecer 
los medios denuncia, las campañas informativas y 
educativas para niños y adultos, el fortalecimiento 
del Comité Nacional de Convivencia y Detección 
Temprana de Casos de Acoso o “Bullying”, el 
fortalecimiento de los medios informáticos y 
tecnológicos para la investigación oportuna y 
efectiva de los delitos cibernéticos cometidos 
contra menores de 18 años. Además se establece 
la fuente de financiación de la política pública que 
es el Fondo contra la explotación sexual de niñas, 
niños y adolescentes, del artículo 24 de la Ley 679 
de 2001.

En el artículo 7° se formulan algunos objetivos 
que deben tenerse en cuenta en las campañas y 
acciones pedagógicas de la política pública como 
son: la construcción de ambientes virtuales de 
convivencia en las Instituciones educativas a nivel 
nacional y el fortalecimiento de la información y 
educación de los padres de familia. Además, se 
propone que por lo menos el 1% de los mensajes 
comerciales o publicitarios de las empresas de 
telefonía móvil se destinen a las campañas de 
prevención establecidas por la política pública.

En el artículo 8° se propone que el Ministerio de 
Educación Nacional, en el marco de la formulación 
de la Política Pública, facilite información y guías 
para que las Instituciones educativas puedan 
incluir el uso responsable e informado de las TIC 
en los Proyectos Educativos Institucionales.

Finalmente, el mismo artículo establece 
procedimientos que facilitan la investigación de 
los casos como es el suministro de información 
en menos de 2 días por parte de las empresas 
proveedoras de servicios de telecomunicaciones.

El capítulo segundo modifica el Código Penal 
para agravar y ampliar conductas penales contra 
la libertad individual, la formación sexual, el 
patrimonio económico, la vida y la integridad 
personal, y que se realizan a través de medios 
electrónicos o informáticos.
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El artículo 10 agrava la pena para el delito 
denominado “inducción o ayuda al suicidio” 
cuando se utilizan medios electrónicos o internet. 
El artículo 11 crea un nuevo tipo de nominado 
“inducción a autolesiones personales” con una 
pena de hasta 8 años de prisión. Estas conductas 
se regulan debido a los nuevos fenómenos o 
tendencias difundidas en las redes sociales que 
llevan a los menores de 18 años a cometer delitos 
o a autolesionarse.

El artículo 12 crea un nuevo tipo mediante 
el cual se penaliza la divulgación y empleo 
de imágenes o videos íntimos o sensibles sin 
autorización. La pena podrá ir hasta los 5 años de 
prisión. Adicionalmente se propone que la pena se 
incremente de una tercera parte a la mitad cuando 
en las imágenes o videos se involucren a menores 
de 18 años.

El artículo 13 al 18 adiciona agravantes o 
circunstancias especiales cuando las conductas 
delictivas se comenten o propician a través de 
medios informáticos, redes sociales o cualquier 
otro medio virtual.

Con el artículo 19 se adiciona una regla en el 
Código de Procedimiento Penal mediante el cual 
se cortan los tiempos de investigación a la mitad 
cuando las víctimas de los delitos son menores de 
18 años.

Finalmente en el artículo 20 se acoge la 
propuesta realizada por la Policía Nacional en 
la cual se facultas a funcionarios públicos con 
facultades de Policía Judicial para realizar las 
entrevistas forenses a niños, niñas y adolescentes 
en los procesos de investigación de los delitos en 
su contra.

8. Constitucionalidad y legalidad
Dentro del marco normativo colombiano se 

encuentran el sustento constitucional y legal de la 
presente iniciativa, que otorga una sobresaliente 
protección a los derechos de las niñas, niños y 
adolescentes, a nivel constitucional la Carta 
Política de 1991 dispone los siguientes:

Artículo 1°. Colombia es un Estado social 
de derecho, organizado en forma de República 
unitaria, descentralizada, con autonomía de sus 
entidades territoriales, democrática, participativa 
y pluralista, fundada en el respeto de la dignidad 
humana, en el trabajo y la solidaridad de las 
personas que la integran y en la prevalencia del 
interés general.

Artículo 2°. Son fines esenciales del Estado. 
Servir a la comunidad, promover la prosperidad 
general y garantizar la efectividad de los 
principios, derechos y deberes consagrados en la 
Constitución; facilitar la participación de todos 
en las decisiones que los afectan y en la vida 
económica, política, administrativa y cultural de 
la Nación; defender la independencia nacional, 

mantener la integridad territorial y asegurar la 
convivencia pacífica y la vigencia de un orden 
justo.

Las autoridades de la República están instituidas 
para proteger a todas las personas residentes en 
Colombia, en su vida, honra, bienes, creencias, y 
demás derechos y libertades, y para asegurar el 
cumplimiento de los deberes sociales del Estado y 
de los particulares.

Artículo 44. Son derechos fundamentales de 
los niños: la vida, la integridad física, la salud y la 
seguridad social, la alimentación equilibrada, su 
nombre y nacionalidad, tener una familia y no ser 
separados de ella, el cuidado y amor, la educación 
y la cultura, la recreación y la libre expresión de 
su opinión. Serán protegidos contra toda forma 
de abandono, violencia física o moral, secuestro, 
venta, abuso sexual, explotación laboral o 
económica y trabajos riesgosos.

Gozarán también de los demás derechos 
consagrados en la Constitución, en las leyes y 
en los tratados internacionales ratificados por 
Colombia. La familia, la sociedad y el Estado 
tienen la obligación de asistir y proteger al niño 
para garantizar su desarrollo armónico e integral 
y el ejercicio pleno de sus derechos. Cualquier 
persona puede exigir de la autoridad competente 
su cumplimiento y la sanción de los infractores. 
Los derechos de los niños prevalecen sobre los 
derechos de los demás.

Artículo 45. El adolescente tiene derecho a la 
protección y a la formación integral. El Estado y 
la sociedad garantizan la participación activa de 
los jóvenes en los organismos públicos y privados 
que tengan a cargo la protección, educación y 
progreso de la juventud.

A nivel legal se identifican varias leyes que se 
dirigen específicamente a la prevención de delitos 
sexuales contra niñas, niños y adolescentes, en las 
que se encuentran:

Ley 679 de 2001 “por medio de la cual se 
expide un estatuto para prevenir y contrarrestar 
la explotación, la pornografía y el turismo sexual 
con menores, en desarrollo del artículo 44 de la 
Constitución”.

Artículo 4°. Comisión de Expertos. Dentro 
del mes siguiente a la vigencia de la presente ley, 
el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar 
conformará una Comisión integrada por peritos 
jurídicos y técnicos, y expertos en redes globales 
de información y telecomunicaciones, con 
el propósito de elaborar un catálogo de actos 
abusivos en el uso y aprovechamiento de tales 
redes en lo relacionado con menores de edad. 
La Comisión propondrá iniciativas técnicas 
como sistemas de detección, filtro, clasificación, 
eliminación y bloqueo de contenidos perjudiciales 
para menores de edad en las redes globales, que 
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serán transmitidas al Gobierno nacional con el 
propósito de dictar medidas en desarrollo de esta 
ley.

Artículo 12. Medidas de sensibilización. Las 
autoridades de los distintos niveles territoriales 
y el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar, 
implementarán acciones de sensibilización 
pública sobre el problema de la prostitución, 
la pornografía y el abuso sexual de menores de 
edad. El Gobierno nacional, por intermedio del 
Ministerio de Educación, supervisará las medidas 
que a este respecto sean dictadas por las autoridades 
departamentales, distritales y municipales.

Parágrafo 1°. Por medidas de sensibilización 
pública se entiende todo programa, campaña o plan 
tendiente a informar por cualquier medio sobre el 
problema de la prostitución, la pornografía con 
menores de edad y el abuso sexual de menores 
de edad; sobre sus causas y efectos físicos y 
psicológicos y sobre la responsabilidad del Estado 
y de la sociedad en su prevención

Artículo 15. Sistema de información sobre 
delitos sexuales contra menores. Para la prevención 
de los delitos sexuales contra menores de edad y 
el necesario control sobre quienes los cometen, 
promuevan o facilitan, el Ministerio de Justicia 
y del Derecho, el Departamento Administrativo 
de Seguridad, DAS, el Instituto Colombiano de 
Bienestar Familiar y la Fiscalía General de la 
Nación desarrollarán un sistema de información 
en el cual se disponga de una completa base de 
datos sobre delitos contra la libertad, el pudor y la 
formación sexuales cometidos sobre menores de 
edad, sus autores, cómplices, proxenetas, tanto de 
condenados como de sindicados.

Ley 1098 de 2006, “por la cual se expide el 
Código de la Infancia y la Adolescencia”

Artículo 18. Derecho a la integridad personal. 
Los niños, las niñas y los adolescentes tienen 
derecho a ser protegidos contra todas las acciones 
o conductas que causen muerte, daño o sufrimiento 
físico, sexual o psicológico. En especial, tienen 
derecho a la protección contra el maltrato y los 
abusos de toda índole por parte de sus padres, 
de sus representantes legales, de las personas 
responsables de su cuidado y de los miembros de 
su grupo familiar, escolar y comunitario.

Ley 1336 de 2009, “por medio de la cual se 
adiciona y robustece la Ley 679 de 2001, de 
lucha contra la explotación, la pornografía y el 
turismo sexual con niños, niñas y adolescentes”

Artículo 24. El artículo 218 de la Ley 599 
quedará así:

Artículo 218. Pornografía con personas 
menores de 18 años. El que fotografíe, filme, 
grabe, produzca, divulgue, ofrezca, venda, 
compre, posea, porte, almacene, trasmita o 
exhiba, por cualquier medio, para uso personal o 

intercambio, representaciones reales de actividad 
sexual que involucre persona menor de 18 años 
de edad, incurrirá en prisión de 10 a 20 años y 
multa de 150 a 1.500 salarios mínimos legales 
mensuales vigentes. Igual pena se aplicará a quien 
alimente con pornografía infantil bases de datos 
de Internet, con o sin fines de lucro. La pena se 
aumentará de una tercera parte a la mitad cuando 
el responsable sea integrante de la familia de la 
víctima.

Asimismo, el país cuenta con normatividad 
para proteger a las niñas, niños y adolescentes 
del ciberacoso o ciberbullying y otros tipos de 
violencia escolar, ejemplo de ello es la Ley 
1620 de 2013 “por la cual se crea el Sistema 
Nacional de Convivencia Escolar y Formación 
para el Ejercicio de los Derechos Humanos, la 
Educación para la Sexualidad y la Prevención 
y Mitigación de la Violencia Escolar”, que 
dispone:

“Artículo 2°. En el marco de la presente ley se 
entiende por:

Competencias ciudadanas: Es una de las 
competencias básicas que se define como el 
conjunto de conocimientos y de habilidades 
cognitivas, emocionales y comunicativas que, 
articulados entre sí, hacen posible que el ciudadano 
actúe de manera constructiva en una sociedad 
democrática.

Educación para el ejercicio de los derechos 
humanos, sexuales y reproductivos: Es aquella 
orientada a formar personas capaces de 
reconocerse como sujetos activos titulares de 
derechos humanos, sexuales y reproductivos 
con la cual desarrollarán competencias para 
relacionarse consigo mismo y con los demás, 
con criterios de respeto por sí mismo, por el otro 
y por el entorno, con el fin de poder alcanzar un 
estado de bienestar físico, mental y social que les 
posibilite tomar decisiones asertivas, informadas 
y autónomas para ejercer una sexualidad libre, 
satisfactoria, responsable y sana en torno a 
la construcción de su proyecto de vida y a la 
transformación de las dinámicas sociales, hacia 
el establecimiento de relaciones más justas, 
democráticas y responsables.

Acoso escolar o bullying: Conducta negativa, 
intencional metódica y sistemática de agresión, 
intimidación, humillación, ridiculización, 
difamación, coacción, aislamiento deliberado, 
amenaza o incitación a la violencia o cualquier 
forma de maltrato psicológico, verbal, físico o 
por medios electrónicos contra un niño, niña, o 
adolescente, por parte de un estudiante o varios 
de sus pares con quienes mantiene una relación 
de poder asimétrica, que se presenta de forma 
reiterada o a lo largo de un tiempo determinado.

También puede ocurrir por parte de docentes 
contra estudiantes, o por parte de estudiantes contra 
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docentes, ante la indiferencia o complicidad de 
su entorno. El acoso escolar tiene consecuencias 
sobre la salud, el bienestar emocional y el 
rendimiento escolar de los estudiantes y sobre 
el ambiente de aprendizaje y el clima escolar del 
establecimiento educativo.

Ciberbullying o ciberacoso escolar: Forma de 
intimidación con uso deliberado de tecnologías 
de información (internet, redes sociales virtuales, 
telefonía móvil y videojuegos online) para ejercer 
maltrato psicológico y continuado”.

De otra parte, el marco legal colombiano 
otorga herramientas para proteger la información 
y los datos personales, aspecto que es protegido a 
través de la sanción penal, como se establece en 
los siguientes tipos penales:

Ley 1273 de 2009 “por medio de la cual se 
modifica el Código Penal, se crea un nuevo 
bien jurídico tutelado - denominado “de la 
protección de la información y de los datos” y 
se preservan integralmente los sistemas que 
utilicen las tecnologías de la información y las 
comunicaciones, entre otras disposiciones”.

Artículo 269F: Violación de datos personales. 
El que, sin estar facultado para ello, con provecho 
propio o de un tercero, obtenga, compile, 
sustraiga, ofrezca, venda, intercambie, envíe, 
compre, intercepte, divulgue, modifique o emplee 
códigos personales, datos personales contenidos 
en ficheros, archivos, bases de datos o medios 
semejantes, incurrirá en pena de prisión de 
cuarenta y ocho (48) a noventa y seis (96) meses y 
en multa de 100 a 1.000 salarios mínimos legales 
mensuales vigentes.

Artículo 269G: Suplantación de sitios web para 
capturar datos personales. El que con objeto ilícito 
y sin estar facultado para ello, diseñe, desarrolle, 
trafique, venda, ejecute, programe o envíe páginas 
electrónicas, enlaces o ventanas emergentes, 
incurrirá en pena de prisión de cuarenta y ocho 
(48) a noventa y seis (96) meses y en multa de 
100 a 1.000 salarios mínimos legales mensuales 
vigentes, siempre que la conducta no constituya 
delito sancionado con pena más grave.

9. Derecho comparado
Existen avances normativos de países 

diferentes a Colombia, que luchan contra delitos 
informáticos que involucran a menores de 18 
años. Especialmente, el caso de Estados Unidos, 
demuestra que el avance en materia normativa 
ha ido de la mano con la creación de programas 
y oficinas especializadas en la lucha contra 
actividades delictivas que involucran a niños como 
víctimas; esto es importante porque se evidencian 
resultados concretos, que se expresan en el rescate 
de niños que estaban siendo explotados, como la 
judicialización de personas involucradas con estos 
delitos.

Estados Unidos
Estados Unidos cuenta con un andamiaje 

institucional bastante robusto para la detección de 
delitos cibernéticos, y en especial los que tienen 
a menores como objetivo. El Federal Bureau of 
Investigation (FBI) que es su principal organismo 
de investigación criminal, cuenta con el “Violent 
Crimes Against Children/Online Predators”, 
que busca reducir el flagelo de la explotación 
sexual infantil y todos los delitos relacionados, 
persiguiendo a los “depredadores en línea”. 
Este programa es muy importante ya que según 
información del organismo anualmente estos 
crímenes afectan a miles de niños, por lo que 
el programa tiene la responsabilidad de dar una 
respuesta rápida ante cualquier denuncia.

Entre las acciones que adelanta este programa 
se encuentra el “monitoreo continuo y persecución 
en todas las áreas de Internet y servicios en línea, 
incluyendo lugares de redes sociales, sitios web 
que publican pornografía infantil, grupos de 
noticias de Internet, canales de Chat, grupos y 
organizaciones en línea, programas de intercambio 
de archivos y otros foros en línea”.

Entre las iniciativas de este programa se 
pueden resaltar dos “Operation Rescue Me” y 
“Endangered Child Alert Program”, que buscan 
identificar personas, sitios u objetos en fotografías 
o videos donde, que puedan dar pistas sobre el 
paradero de algún niño desaparecido o que está 
siendo víctima de algún tipo de explotación.

Otros programas son:
• Child Abduction Rapid Deployment 

(CARD) Teams.
• Family Child Abductions.
• Non-Family Child Abductions.
• Innocence Lost National Initiative.
Toda esta estructura institucional para luchar 

contra los “depredadores en línea” ha sido 
acompañada por iniciativas de la sociedad civil. Un 
ejemplo de esto es el “National Center for Missing 
and Exploited Children”, una organización creada 
en 1984 por defensores de los derechos de los 
niños, tiene como objetivo recibir y gestionar las 
denuncias de niños desaparecidos o explotados. 
Un logro de esta organización es que en estos 
momentos cuentan con agentes del Violent Crimes 
Against Children/Online Predators, del FBI, 
trabajando a tiempo completo en las denuncias 
que se reciben por medio de la plataforma virtual 
y la línea de atención de la organización.

Dentro de las acciones a nivel internacional, 
el FBI lidera el Violent Crimes Against Children 
International Task Force (VCACITF), que es una 
fuerza internacional de trabajo con miembros 
de 40 países, que trabaja contra los crímenes 
que afectan niños, de igual manera desarrollan 
operaciones conjuntas con gobiernos de los 
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principales destinos de turismo sexual con el 
objetivo de recaudar pruebas de estadounidenses 
que viajen como turistas sexuales y puedan ser 
enjuiciados una vez retornen a su territorio o de 
ser necesario solicitar su extradición.

Estados Unidos también cuenta con un amplio 
desarrollo normativo de todos los tipos de delitos 
contra los niños, los siguientes son un compilado 
de leyes federales, reguladas bajo el título 18 del 
Código de los Estados Unidos:

• Section 1073. Vuelo ilegal para evitar la acu-
sación (UFAP) o dar testimonio/ Unlawful 
Flight to Avoid Prosecution (UFAP) or Gi-
ving Testimony.

• Section 1201. Secuestro/Kidnapping.
• Section 1204. Secuestro Internacional por 

uno de los padres/ International Parental
Kidnapping.
• Section 1462. Importación o transporte de 

objetos obscenos/ Importation or Transporta-
tion of Obscene Matters

• Section 1466. Participar en el negocio de 
vender o transferir material obsceno/ Enga-
ging in the Business of Selling or Transfe-
rring Obscene Matter.

• Section 1467(a). Confiscación penal/ Crimi-
nal Forfeiture.

• Section 1470. Transferencia de Material Obs-
ceno con Menores/ Transfer of Obscene

Material to Minors.
• Section 1591. Tráfico Sexual de Niños por 

Fuerza, Fraude o Coacción/ Sex Trafficking 
of Children or by Force, Fraud, or Coercion.

• Section 2241. Abuso sexual agravado/ Ag-
gravated Sexual Abuse.

• Section 2243. Abuso sexual de un menor/Se-
xual Abuse of a Minor or Ward.

• Section 2251. Explotación sexual de niños/
Sexual Exploitation of Children.

• Section 2251A (a)(b). Venta o compra de ni-
ños/ Selling or Buying of Children

• Section 2252. Ciertas Actividades Relacio-
nadas con Materiales que involucren Explo-
tación Sexual de Menores/Certain Activities 
Relating to Material Involving the Sexual 
Exploitation of Minors

• Section 2252A. Determinadas Actividades 
Relacionadas con el Material que Constituye 
o Contiene Pornografía Infantil/ Certain Ac-
tivities Relating to Material Constituting or 
Containing Child Pornography

• Section 2253(a). Confiscación penal /Crimi-
nal Forfeiture.

• Section 2254. Confiscación civil/ Civil For-
feiture.

• Section 2257. Requisitos de mantenimiento 
de registros/ Record Keeping Requirements.

• Section 2260(a)(b). Producción de represen-
taciones sexualmente explícitas de un menor 
para su importación en los Estados Unidos/ 
Production of Sexually Explicit Depictions 
of a Minor for Importation into the United 
States.

• Section 2421. Transporte en general/Trans-
portation Generally.

• Section 2422. Coercion o Incitación/Coer-
cion and Enticement.

• Section 2423(a)(b). Transporte de Menores/
Transportation of Minors.

• Section 2425. Uso de instalaciones interes-
tatales para transmitir información sobre un 
menor/ Use of Interstate Facilities to Trans-
mit Information About a Minor.

Argentina.
En Latinoamérica se encuentran otros 

ejemplos normativos relacionados con el tema. En 
Argentina se expidió la Ley 26.388 de 2008 que 
modifica parcialmente el Código Penal, y en la que 
resaltan los siguientes artículos, ya que establecen 
responsabilidad por delitos informáticos:

“Artículo 2°. Sustitúyese el artículo 128 del 
Código Penal, por el siguiente:

Artículo 128. Será reprimido con prisión de 
seis (6) meses a cuatro (4) años el que produjere, 
financiare, ofreciere, comerciare, publicare, 
facilitare, divulgare o distribuyere, por cualquier 
medio, toda representación de un menor de 
dieciocho (18) años dedicado a actividades 
sexuales explícitas o toda representación de sus 
partes genitales con fines predominantemente 
sexuales, al igual que el que organizare 
espectáculos en vivo de representaciones sexuales 
explícitas en que participasen dichos menores.

Será reprimido con prisión de cuatro (4) 
meses a dos (2) años el que tuviere en su poder 
representaciones de las descritas en el párrafo 
anterior con fines inequívocos de distribución o 
comercialización.

Será reprimido con prisión de un (1) mes a tres 
(3) años el que facilitare el acceso a espectáculos 
pornográficos o suministrase material pornográfico 
a menores de catorce (14) años.

(…)
Artículo 5°. Incorpórase como artículo 153 bis 

del Código Penal, el siguiente:
Artículo 153 bis: Será reprimido con prisión de 

quince (15) días a seis (6) meses, si no resultare un 
delito más severamente penado, el que a sabiendas 
accediere por cualquier medio, sin la debida 
autorización o excediendo la que posea, a un 
sistema o dato informático de acceso restringido.

La pena será de un (1) mes a un (1) año de 
prisión cuando el acceso fuese en perjuicio de 
un sistema o dato informático de un organismo 
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público estatal o de un proveedor de servicios 
públicos o de servicios financieros.

Artículo 9°. Incorpórase como inciso 16 del 
artículo 173 del Código Penal, el siguiente:

Inciso 16. El que defraudare a otro mediante 
cualquier técnica de manipulación informática 
que altere el normal funcionamiento de un sistema 
informático o la transmisión de datos”.

Puerto Rico
En la misma línea Puerto Rico cuenta con la 

Ley 246 de 2012 (Código Penal), que determina 
delitos contra menos mediante el uso de internet, 
tal cual lo establece el artículo 124 que dice:

“Seducción de menores a través de la 
internet o medios electrónicos. Toda persona 
que, a sabiendas, utilice cualquier medio de 
comunicación telemática para seducir o convencer 
a un menor para encontrarse con la persona, con el 
propósito de incurrir en conducta sexual prohibida 
por este Código Penal u otras leyes penales, será 
sancionada con pena de reclusión por un término 
fijo de ocho (8) años. Este delito no calificará para 
penas alternativas a la reclusión”.

Otras leyes que establece responsabilidad sobre 
delitos informáticos son:

Ley 43 de 1994, conocida como “Ley especial 
penal de reproducciones, actuaciones en vivo y 
rotulación sin autorización del dueño”.

Ley 165 de 2008, conocida como “ley de 
Regulación de Programación de Espionaje 
Cibernético”.

Ley 284 de 1999, conocida como “ley Contra 
el Acecho en Puerto Rico”.

República Dominicana
Del mismo modo, Republica Dominicana 

cuenta con la Ley 53 del 23 de abril de 2007 sobre
Crímenes y Delitos de Alta Tecnología, que 

establece:
“Artículo 22. Injuria Pública. La injuria 

pública cometida a través de medios electrónicos, 
informáticos, telemáticos, de telecomunicaciones, 
o audiovisuales, se sancionará con la pena de 
tres meses a un año de prisión y multa de cinco a 
quinientas veces el salario mínimo.

Artículo 23. Atentado Sexual. El hecho de 
ejercer un atentado sexual contra un niño, niña, 
adolescente, incapacitado o enajenado mental, 
mediante la utilización de un sistema de informa-
ción o cualquiera de sus componentes, se 
sancionará con las penas de tres a diez años de 
prisión y multa desde cinco a doscientas veces el 
salario mínimo.

Artículo 24. Pornografía Infantil. La produc-
ción, difusión, venta y cualquier tipo de 
comercialización de imágenes y representaciones 
de un niño, niña o adolescente con carácter 

pornográfico en los términos definidos en la 
presente ley, se sancionará con penas de dos a 
cuatro años de prisión y multa de diez a quinientas 
veces el salario mínimo.

Párrafo.
Adquisición y Posesión de Pornografía Infantil. 

La adquisición de pornografía infantil por medio de 
un sistema de información para uno mismo u otra 
persona, y la posesión intencional de pornografía 
infantil en un sistema de información o cualquiera 
de sus componentes, se sancionará con la pena de 
tres meses a un año de prisión y multa de dos a 
doscientas veces el salario mínimo”.

9. Tratados Internacionales
El Convenio de Budapest es el primer tratado 

internacional que busca combatir los delitos 
informáticos o cibernéticos. Fue elaborado y 
adoptado por el Consejo de Europa bajo tres 
pilares, la implementación de regulación por 
parte de los países miembros, la mejora en las 
técnicas y tecnologías de investigación, y el 
establecimiento de mecanismos eficaces de 
cooperación internacional.

En este tratado se desarrollan varios crímenes, 
sin embargo, se resalta:

Artículo 9°. Delitos relacionados con la 
pornografía infantil.

1. Cada Parte adoptará las medidas legislativas 
y de otro tipo que resulten necesarias para 
tipificar como delito en su derecho interno 
la comisión deliberada e ilegítima de los si-
guientes actos:

a) La producción de pornografía infantil con la 
intención de difundirla a través de un sistema 
informático;

b) La oferta o la puesta a disposición de por-
nografía infantil a través de un sistema in-
formático;

c) La difusión o la transmisión de pornografía 
infantil a través de un sistema informático;

d) La adquisición, para uno mismo o para 
otros, de pornografía infantil a través de un 
sistema informática;

e) La posesión de pornografía infantil en un 
sistema informático o en un dispositivo de 
almacenamiento de datos informáticos.

2. A los efectos del párrafo 1° anterior, se en-
tenderá por pornografía infantil todo mate-
rial pornográfico que contenga la represen-
tación visual de:

a) Un menor adoptando un comportamiento 
sexualmente explícito;

b) una persona que parezca un menor adop-
tando un comportamiento sexualmente ex-
plícito;

c) Imágenes realistas que representen a un 
menor adoptando un comportamiento se-
xualmente explícito.
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3. A los efectos del párrafo 2° anterior, se en-
tenderá por menor toda persona menor de 
18 años.

Las partes podrán, no obstante, exigir un límite 
de edad inferior, que deberá ser como míni-
mo de 16 años.

4. Las partes podrán reservarse el derecho a 
no aplicar, en todo o en parte, los apartados 
d) y e) del párrafo 1° y los apartados c) y c) 
del párrafo 2°.

Es importante reseñar que países no europeos 
se han adherido al trato, entre los que están 
Canadá y Japón que trabajaron activamente como 
observadores desde que se presentó el convenio. 
Hay otros países que están interesados o han 
recibido invitación para adherirse como Colombia, 
Australia, Ghana, Israel, Marruecos, Filipinas, 
Islas Mauricio, Senegal, Sudáfrica, Sri Lanka, 
Tonga, Argentina, Chile, Costa Rica, República 
Dominicana, México, Panamá, Paraguay y Perú.7

Colombia por su parte tiene un gran interés por 
adherirse al tratado, luego de algunas gestiones 
logró que, en el año 2013, el Consejo de Ministros 
de Europa diera su aprobación para invitar a 
Colombia a adherirse al Convenio de Budapest y 
al Protocolo adicional relativo a la penalización 
de actos de índole racista y xenofobia cometidos 
por medio de un sistema informático.

Por último, es importante concluir que, 
aunque el marco normativo actual es protector 
y garantista de los derechos de la infancia y la 
adolescencia, es necesario adecuarlo para que 
responda a problemáticas actuales que vienen 
afectando la vida y la integridad de las niñas, niños 
y adolescentes del país, y de la misma manera se 
otorguen herramientas que permitan articular el 
accionar institucional en pro de la prevención, 
sensibilización y protección de dicha población.

10. Impacto Fiscal
De conformidad con el artículo 7° de la Ley 819 

de 2003, los gastos que genere la presente iniciativa 
se entenderán incluidos en los presupuestos y en 
el Plan Operativo Anual de Inversión de la entidad 
competente. Es relevante mencionar, para el caso 
en concreto, que no obstante lo anterior tenemos 
como sustento un pronunciamiento de la Corte 
Constitucional, en la Sentencia C-911 de 2007, 
en la cual se puntualizó que el impacto fiscal de 
las normas, no puede convertirse en óbice, para 
que las corporaciones públicas ejerzan su función 
legislativa y normativa.

Cabe resaltar que la iniciativa busca que las 
herramientas y autoridades existentes se articulen, 
unifiquen y mejores las estrategias de protección 
de los niños, niñas y adolescentes ante los delitos 
realizados a través de medios informáticos o 
electrónicos.

Es por todo lo anteriormente expuesto que los 
Congresistas abajo firmantes, nos permitimos 
poner a consideración del honorable Congreso 
de la República el presente texto, y le solicitamos 
tramitar y aprobar el proyecto de ley “Por la cual 
se formulan los lineamientos de política pública 
para la prevención de delitos realizados a través de 
medios informáticos o electrónicos, en contra de 
niñas, niños y adolescentes, se modifica el Código 
Penal y se dictan otras disposiciones”.

De los honorables Congresistas,

SENADO DE LA REPÚBLICA
Secretaría General  

(Arts. 139 y ss. Ley 5ª de 1992)
El día 1° del mes de agosto del año 2018 se 

radicó en este Despacho el Proyecto de ley 
número 74, con todos y cada uno de los requisitos 
constitucionales y legales, por los honorables 
Senadores Ana Paola Agudelo García, Aydeé 
Lizarazo Cubillos, Carlos Eduardo Guevara 
Villabón; honorable Representante Irma Luz 
Herrera R.

El Secretario General,
Gregorio Eljach Pacheco.

SECCIÓN DE LEYES
SENADO DE LA REPÚBLICA 

SECRETARÍA GENERAL 
 TRAMITACIÓN LEYES

Bogotá, D. C., 1° de agosto de 2018
Señor Presidente:
Con el fin de repartir el Proyecto de ley número 

74 de 2018 Senado, por la cual se formulan 
los lineamientos de política pública para la 
prevención de delitos realizados a través de 
medios informáticos o electrónicos, en contra 
de niñas, niños y adolescentes, se modifica el 
Código Penal y se dictan otras disposiciones, me 
permito remitir a su despacho el expediente de la 
mencionada iniciativa, presentada el día de hoy ante 
la Secretaría General del Senado de la República 
por los honorables Senadores Ana Paola Agudelo 
García, Carlos Eduardo Guevara Villabón, Aydeé 
Lizarazo Cubillos, honorable Representante 
Irma Luz Herrera. La materia de qué trata el 
mencionado Proyecto de Ley es competencia de 
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la Comisión Primera Constitucional Permanente 
del Senado de la República, de conformidad con 
las disposiciones Constitucionales y Legales.

El Secretario General,
Gregorio Eljach Pacheco.

PRESIDENCIA DEL HONORABLE  
SENADO DE LA REPÚBLICA

Agosto 1° de 2018
De conformidad con el informe de Secretaría 

General, dese por repartido el precitado proyecto 
de ley a la Comisión Primera Constitucional y 
envíese copia del mismo a la Imprenta Nacional 
para que sea publicado en la Gaceta del Congreso.

Cúmplase
El Presidente del honorable Senado de la 

República,
Ernesto Macías Tovar.

Secretario General del honorable Senado de la 
República

Gregorio Eljach Pacheco.
* * *

PROYECTO DE LEY NÚMERO 75 DE 2018 
SENADO

por la cual se regulan las situaciones en las cuales 
pueden ser desplegadas las Fuerzas Militares, el 
marco jurídico aplicable para el empleo del uso de 

la fuerza y se dictan otras disposiciones.

El Congreso de Colombia
DECRETA
TÍTULO

PRELIMINAR
DISPOSICIONES GENERALES

Artículo 1°. Objeto y ámbito de aplicación. 
La presente ley tiene por objeto determinar las 
situaciones en las cuales pueden ser desplegadas 
las Fuerzas Militares, el marco jurídico aplicable 
para el empleo del uso de la fuerza, dentro y 
fuera del territorio nacional, y los criterios para 
la investigación, acusación y juzgamiento de las 
actuaciones en el marco del Derecho Internacional 
Humanitario.

Artículo 2°. Interpretación de esta ley. Esta ley 
será interpretada conforme a su objeto y finalidad, 
que es la de garantizar el debido cumplimiento de 
los deberes constitucionales de la Fuerza Pública y 
otorgar seguridad jurídica a sus miembros.

Artículo 3°. Alcance. La presente ley es aplicable 
a las Fuerzas Militares y excepcionalmente a la 
Policía Nacional de conformidad con lo establecido 
en la presente ley.

Artículo 4°. Deberes de los miembros de la 
Fuerza Pública. Los miembros de la Fuerza Pública 
deberán ceñirse estrictamente a la Constitución 

Política, las leyes, los tratados internacionales de 
protección de la persona humana, en especial los 
instrumentos suscritos por Colombia que hacen 
parte del bloque de constitucionalidad y la doctrina 
militar, con aplicación del el Derecho Internacional 
Humanitario como ley especial.

Artículo 5°. Definición de términos. Para los 
efectos de la presente ley, se entiende por:

a) Operación militar: Serie de movimientos, 
maniobras y combates, enlazados y dirigidos 
a conseguir un fin estratégico. Acción militar 
para desarrollar el combate, incluyendo mo-
vimiento, abastecimientos, ataque, defensa, y 
maniobras necesarias para alcanzar los obje-
tivos de cualquier batalla o campaña.

b) Reglas de Uso de la Fuerza: Conjunto de 
normas que establecen el tipo de fuerza a uti-
lizar durante la ejecución de operaciones mi-
litares, dependiendo del contexto operacional 
en el cual se vaya a actuar.

c) Orden de Operaciones: Documento que 
dispone la ejecución de una operación espe-
cífica en un futuro inmediato o muy próximo, 
y que es distribuida por el comandante a sus 
comandantes subordinados. Es expedida en 
forma verbal, escrita o gráfica, y desarrolla 
todos los aspectos necesarios para que las 
unidades, agencias y organismos subordina-
dos comprendan cabalmente las tareas que 
les corresponde cumplir. Es el producto de 
un proceso militar para la toma de decisiones.

d) Hostilidades: Actos que por su índole o fina-
lidad están destinados a atacar al personal y 
material del adversario. Cubre igualmente los 
preparativos como el retorno del combate.

e) Grupo Delictivo Organizado: Grupo es-
tructurado de tres o más personas que exista 
durante cierto tiempo y que actúe concerta-
damente con el propósito de cometer uno o 
más delitos graves o delitos tipificados con 
arreglo a la Ley 800 de 2003 con miras a ob-
tener, directa o indirectamente, un beneficio 
económico u otro beneficio de orden mate-
rial.

f) Grupo Armado Organizado: El que bajo 
la dirección de un mando responsable ejerza 
sobre una parte del territorio un control tal 
que les permita realizar operaciones militares 
sostenidas y concertadas.

g) Neutralización: Acción que se ejecuta para 
restringir, reducir o anular las capacidades 
del objetivo militar.

h) Operaciones de Paz: Son aquellas que bajo 
la solicitud de alguna Fuerza u Organización 
Internacional, se realizan para mantener la 
paz y la seguridad internacional. Las opera-
ciones de paz son establecidas para ayudar 
a la vigilancia, el control y la resolución de 
conflictos.
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Podrán integrar un componente militar cuyas 
capacidades se facilitarían de acuerdo con la situación 
a fin de proporcionar la seguridad necesaria.

i) Derecho Operacional: Integración de los 
tratados internacionales ratificados por Co-
lombia, la legislación nacional y la jurispru-
dencia en materia de Derechos Humanos y 
Derecho Internacional Humanitario al pla-
neamiento, ejecución y seguimiento de las 
operaciones, operativos y procedimientos de 
la Fuerza Pública, el cual regula la conduc-
ción de hostilidades y otras misiones milita-
res en tiempos de guerra, transición, estabili-
zación o paz en cuanto al uso de la fuerza.

Artículo 6°. Escenarios de intervención de las 
Fuerzas Militares. La intervención de las Fuerzas 
Militares y el uso de la fuerza por parte de ésta se 
podrán dar en los siguientes escenarios:

a) Cuando se configuren las condiciones objeti-
vas para que exista un conflicto armado.

b) En situaciones no relacionadas con el conflic-
to armado de conformidad con lo señalado en 
el artículo 42 de la presente ley.

c) Despliegue de las Fuerzas Militares en esce-
narios internacionales.

Parágrafo. Cada una de las situaciones 
consideradas en el presente artículo, se rigen por el 
marco jurídico, y principios definidos en el Título 
correspondiente de la presente ley.

TÍTULO PRIMERO
INTERVENCIÓN DE LAS FUERZAS 
MILITARES EN ESCENARIOS DE 

CONFLICTO ARMADO
CAPÍTULO I

Artículo 7°. Marco jurídico aplicable. El marco 
jurídico aplicable en los conflictos armados, sean 
éstos de carácter internacional o no internacional, 
es el del Derecho Internacional Humanitario, tanto 
en el planeamiento, ejecución y evaluación de las 
operaciones militares.

Parágrafo 1°. El Derecho Internacional 
Humanitario deberá ser aplicado por las autoridades 
competentes en la investigación y juzgamiento de 
conductas punibles cometidas en el marco de un 
conflicto armado.

Parágrafo 2°. Este Título se aplicará a la 
Policía Nacional únicamente cuando el Derecho 
Internacional Humanitario sea aplicable a sus 
operativos y procedimientos. En caso contrario, la 
conducta de los miembros de la Policía Nacional 
se regirá por las normas ordinarias que regulan sus 
funciones y actividades.

Parágrafo 3°. El presente título se aplicará a la 
conducta de los miembros de la Fuerza Pública en 
los conflictos armados internacionales, sin perjuicio 
de las normas especiales aplicables a tales conflictos.

Artículo 8°. Configuración de situaciones para 
aplicación del Derecho Internacional Humanitario. 
El Derecho Internacional Humanitario se aplica 
automáticamente cuando se configuren las condi-
ciones de índole temporal, geográfica, material y 
personal en los términos establecidos a continuación:

a) Ámbito de aplicación temporal: Se aplica 
desde la iniciación de los conflictos armados 
y se extiende más allá de la cesación de hos-
tilidades.

b) Ámbito de aplicación geográfica: Se aplica 
tanto a los lugares en los que materialmente 
se desarrollan los combates u hostilidades, 
como a la totalidad del territorio controlado 
por el Estado y los grupos armados organi-
zados enfrentados, así como a otros lugares 
en donde, si bien no ha habido materialmente 
una confrontación armada, se han dado he-
chos que se relacionan de cerca con el con-
flicto armado.

c) Ámbito de aplicación material: Se apli-
ca tanto a los conflictos armados ya sean 
de carácter internacional o no internacional, 
teniendo en cuenta que la existencia de un 
conflicto armado se determina con base en 
factores objetivos independientemente de la 
denominación o calificación que le den los 
Estados, Gobierno o los grupos armados or-
ganizados en él implicados.

d) Ámbito de aplicación personal: Se aplica a 
cada una de las partes en conflicto y no exclu-
sivamente al Estado, de modo que a quienes 
participan en él, su cumplimiento les resulta 
plenamente exigible.

Artículo 9°. Aplicación del Derecho Internacional 
Humanitario. Para efectos de la aplicación del 
Derecho Internacional Humanitario, se podrá inferir 
de las siguientes circunstancias enunciativas que la 
conducta ha ocurrido en una situación de hostilidades 
en el marco de un conflicto armado:

a) La conducta ocurrió en un ataque contra un 
grupo armado organizado y el sujeto pasivo 
de la conducta era un objetivo militar.

b) La conducta ocurrió durante una acción de-
fensiva contra un ataque de un grupo armado 
organizado.

c) La conducta ocurrió en el planeamiento, pre-
paración o ejecución de una acción, opera-
ción o procedimiento de la Fuerza Pública 
dirigida contra un grupo armado organizado.

d) La intensidad de la violencia armada supe-
ra la que suponen los disturbios y tensiones 
interiores y requiera la acción armada de la 
Fuerza Pública.

Parágrafo 1°. El personal de la Fuerza Pública 
que desarrolla operaciones en el marco del Derecho 
Internacional Humanitario contará con un margen de 
apreciación para hacer posible la toma de decisiones 
para juzgar los daños y las ventajas perseguidas.
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Parágrafo 2°. En la investigación, acusación 
y juzgamiento de conductas ocasionadas como 
consecuencia del desarrollo de operaciones 
militares y procedimientos de la Fuerza Pública en 
el marco del Derecho Internacional Humanitario, 
la valoración de los hechos debe hacerse desde la 
perspectiva temporal del momento en que se toman 
las decisiones y no después de la ocurrencia de los 
hechos.

CAPÍTULO II

Principios rectores del derecho internacional 
humanitario

Artículo 10. Principios. Los principios rectores 
que rigen el planeamiento, ejecución y evaluación 
de las operaciones militares y el uso de la fuerza 
en ella, son los reconocidos por las normas del 
Derecho Internacional Humanitario, y son los  
siguientes:

a) Humanidad: Se debe tratar con humanidad a 
todas aquellas personas que no participen en 
las hostilidades, incluyendo a los miembros 
de grupos armados organizados que hayan 
depuesto las armas y aquellas personas que 
hayan quedado fuera de combate.

b) Distinción: A fin de garantizar el respeto y 
la protección de la población civil y de los 
bienes de carácter civil, los miembros de las 
Fuerzas Militares deberán distinguir en todo 
momento entre población civil y aquellos que 
participen directamente en las hostilidades, 
y entre bienes de carácter civil y objetivos 
militares. Los ataques solo podrán dirigirse 
contra objetivos militares, y en consecuencia 
dirigirán las operaciones, únicamente contra 
estos.

c) Proporcionalidad: Los miembros de las 
Fuerzas Militares no deberán causar daños a 
personas civiles y bienes civiles que sean ex-
cesivos frente a la ventaja militar concreta y 
directa prevista.

Se prohíben las armas y los métodos que causen 
a las personas civiles y a sus bienes daños excesivos 
con respecto a la ventaja militar concreta y directa 
prevista.

d) Precaución en el ataque: Las operaciones se 
realizarán con cuidado constante de preservar 
a la población civil, a las personas civiles y 
los bienes de carácter civil.

e) Necesidad militar: Permite emplear todos 
los recursos, métodos y medios permitidos e 
indispensables para cumplir la misión, cau-
sando el menor costo en personas, bienes y 
recursos propios. Las operaciones deberán 
prever una ventaja militar que justifique el 
uso de la fuerza.

Este principio justifica aquellas medidas de 
violencia militar no prohibidas por el Derecho 
Internacional Humanitario, que son necesarias 
y proporcionadas para asegurar el rápido 
sometimiento del enemigo.

f) Limitación: En el marco de cualquier tipo de 
conflicto armado no es ilimitado el derecho 
de las partes a elegir los métodos y medios 
de guerra, es decir que se limita el modo de 
usar las armas y las tácticas militares. Que-
dan prohibidas las armas y los métodos que 
puedan causar heridas o sufrimiento innece-
sario.

CAPÍTULO III
Finalidad y precisión de las reglas del derecho 

internacional humanitario aplicables a la 
conducción de hostilidades

Artículo 11. Finalidad. La finalidad de este 
Capítulo es precisar las reglas del Derecho 
Internacional Humanitario aplicables al uso de la 
fuerza por parte de la Fuerzas Militares en el marco 
de un conflicto armado.

Parágrafo. La misma finalidad aplicará a los 
procedimientos de la Policía Nacional cuando 
participen directamente en el conflicto armado. En 
los demás casos, la conducta de los miembros de la 
Policía Nacional se regirá por las normas ordinarias 
que regulan sus funciones y actividades.

Artículo 12. Persona protegida. Las personas 
civiles que no participan directamente en las 
hostilidades en el marco de un conflicto armado, 
el personal religioso, sanitario y corresponsales 
de guerra, así como aquellos que han dejado de 
participar de las hostilidades a causa de enfermedad, 
naufragio, heridas, rendición, captura, o el personal 
que se lance de una aeronave en peligro durante su 
descenso.

Artículo 13. Objetivo militar. Para efectos de 
esta ley, se entiende por objetivo militar los bienes o 
personas que por su naturaleza, ubicación, finalidad 
o utilización contribuyan eficazmente a la acción 
militar y cuya destrucción total o parcial, captura 
o neutralización ofrezcan, en las circunstancias del 
caso, una ventaja militar definida.

Artículo 14. Identificación de Objetivos Militares. 
Los siguientes serán criterios orientadores para 
identificar objetivos militares:

a) El criterio de “naturaleza” del bien compren-
de todos los bienes utilizados directamente 
por los Grupos Armados Organizados.

b) El criterio de “ubicación” del bien compren-
de todos los bienes que por su naturaleza no 
tienen una función militar, pero por el lugar 
donde están ubicados contribuye eficazmente 
a la acción violenta.

c) Los criterios de “finalidad” y “utilización” 
del bien comprenden los bienes que por su 
naturaleza no tienen una función militar, pero 
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son usados, o existe certeza de que serán usa-
dos, para contribuir eficazmente a la acción 
violenta.

La ventaja militar prevista excluye la ventaja 
indeterminada o hipotética que pueda derivarse de 
la destrucción, captura o neutralización del bien. 
También, exceptúa cualquier ventaja que no sea de 
carácter militar.

Parágrafo. También son objetivos militares 
los civiles que participan directamente en las 
hostilidades, de conformidad con el artículo 17 de 
la presente ley.

Artículo 15. Identificación de Grupos Armados 
Organizados. Para identificar si se está frente a un 
Grupo Armado Organizado se tendrán en cuenta los 
siguientes elementos concurrentes:

a) Que use la violencia armada contra la Fuer-
za Pública u otras instituciones del Estado, la 
población civil, bienes civiles o contra otros 
Grupos Armados Organizados.

b) Que tenga la capacidad de generar un nivel 
de violencia armada que supere la de los dis-
turbios y tensiones internas.

c) Que tenga una organización y un mando que 
ejerce liderazgo o dirección sobre sus miem-
bros, que le permiten usar la violencia contra 
la población civil, bienes civiles o la Fuerza 
Pública, en áreas del territorio nacional.

Parágrafo 1°. De conformidad con el Derecho 
Internacional Humanitario, la finalidad o el móvil 
con que actúe un Grupo Armado Organizado, no 
será relevante para la aplicación del uso letal de la 
fuerza.

Parágrafo 2°. La aplicación del Derecho 
Internacional Humanitario no surte efectos en el 
estatus jurídico ni político de quienes intervienen en 
las hostilidades.

Artículo 16. Ataque. Para efectos de esta ley, 
se entiende por “ataque” el empleo de medios y 
métodos para el uso de la fuerza, defensivos u 
ofensivos, por parte de los miembros de la Fuerza 
Pública. No se refiere a “ataques contra las personas 
civiles o la población civil” que puedan constituir 
un crimen de lesa humanidad o un crimen de guerra.

Artículo 17. Participación directa en las 
hostilidades. Para efectos de esta ley, se entiende 
por “participación directa en las hostilidades” la 
realización de cualquier acto que reúna los siguientes 
requisitos concurrentes:

a) Debe haber posibilidades de que el acto ten-
ga efectos adversos sobre las operaciones 
militares o sobre la capacidad militar de una 
parte en un conflicto armado, o bien, que se 
genere un daño a la población o bienes ci-
viles, la Fuerza Pública u otras instituciones 
del Estado, en apoyo de un Grupo Armado 
Organizado.

b) Debe haber un vínculo causal directo entre el 
acto y el efecto adverso o daño descrito en el 
literal anterior.

c) El propósito específico del acto debe ser pro-
ducir directamente el umbral de daño reque-
rido en apoyo de una parte en el conflicto y en 
detrimento de la otra parte.

Parágrafo 1°. También, participa directamente 
en las hostilidades quien realice actos que, 
inequívocamente, tengan la probabilidad de causar 
un daño a la población o bienes civiles, la Fuerza 
Pública u otras instituciones del Estado, en apoyo de 
un Grupo Armado Organizado.

Parágrafo 2°. La participación directa en las 
hostilidades por personas civiles conlleva para estas 
la pérdida de la protección contra los ataques de la 
Fuerza Pública, mientras dure tal participación.

Artículo 18. Participación indirecta en las 
hostilidades. Participarán indirectamente en las 
hostilidades aquellas personas que sin ejecutar un 
ataque directo apoyan a miembros de los Grupos 
Armados Organizados en el conflicto armado, con 
lo que facilitan o generan la probabilidad de que 
se cause un daño a la población o bienes civiles 
o a la Fuerza Pública u otras instituciones del  
Estado.

Parágrafo. Aquellos que participen indirectamente 
en las hostilidades no serán sujetos de ataque directo 
por parte de la Fuerza Pública. Lo anterior, sin 
perjuicio de las acciones judiciales correspondientes 
derivadas de su accionar.

CAPÍTULO IV
Reglas aplicables a la conducción de 

hostilidades en el marco de un conflicto armado
Artículo 19. Iniciativa de la Fuerza Pública. 

La Fuerza Pública está autorizada para tomar la 
iniciativa en el uso de la fuerza. Se permiten los 
métodos de sorpresa y las estratagemas contra los 
objetivos militares, siempre que no constituyan 
perfidia.

En ningún caso se justifica que los miembros 
de la Fuerza Pública, en desarrollo de su función 
constitucional, sean objeto de ataque por parte de 
los Grupos Armados Organizados. Los miembros 
de la Fuerza Pública tampoco están obligados a 
exponerse a ser blanco de un ataque por los Grupos 
Armados Organizados para poder ejercer sus 
funciones legales.

Artículo 20. Protección de la población civil y 
ataque a participantes directos en las hostilidades 
en el marco de un conflicto. La Fuerza Pública 
deberá proteger a la población civil de los peligros 
provenientes de las operaciones militares y 
abstenerse de atacar a las personas civiles, salvo 
si participan directamente en las hostilidades y 
mientras dure tal participación.
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Los objetivos militares podrán ser atacados 
por la Fuerza Pública, siempre que los ataques se 
conduzcan de conformidad con lo establecido en 
esta ley.

Artículo 21. Protección de bienes civiles y 
ataque a objetivos militares. De conformidad con 
el Derecho Internacional Humanitario, la Fuerza 
Pública protegerá los bienes civiles de los peligros 
provenientes de las operaciones militares.

Estos podrán ser atacados directamente siempre 
que los ataques se conduzcan de conformidad con lo 
establecido en esta ley.

Artículo 22. Proporcionalidad en los ataques. En 
la aplicación del principio de proporcionalidad, todo 
ataque deberá someterse a las siguientes reglas:

a) Dirigirse específicamente contra un objetivo 
militar, tal como se encuentra definido en los 
términos de esta ley.

b) Ningún ataque podrá ser realizado cuando 
sea de prever que causará muertos o heridos 
de la población civil o daños de bienes civi-
les, o ambos, excesivos en relación con la 
ventaja militar concreta y directa prevista.

c) No se entenderá como desproporcionado un 
ataque por el simple hecho de contar con su-
perioridad numérica o de armas, o una posi-
ción táctica ventajosa, frente a un objetivo 
militar.

Artículo 23. Selección de medios y métodos de 
ataque. La Fuerza Pública deberá seleccionar medios 
y métodos que no se encuentren prohibidos por el 
Derecho Internacional Humanitario. En particular, 
deberá abstenerse de utilizar armas, proyectiles, 
materiales y métodos de guerra que, por su propia 
naturaleza, causen daños superfluos o sufrimientos 
innecesarios o surtan efectos indiscriminados.

Entre estas armas, proyectiles, materiales y 
métodos de guerra se encuentran aquellas prohibidas 
por los instrumentos internacionales ya ratificados 
por Colombia en los términos de aceptación del 
Estado y los demás ratificados.

Artículo 24. Acciones previas al ataque. El 
miembro de la Fuerza Pública responsable de decidir 
un ataque, antes de lanzarlo, deberá hacer todo lo 
que sea factible para verificar que el objetivo militar 
que se proyecta atacar no son personas ni bienes que 
gozan de protección especial.

Parágrafo 1°. La factibilidad de las verificaciones 
se evaluará en concreto según la información y los 
medios disponibles por el miembro de la Fuerza 
Pública responsable de decidir el ataque, al momento 
de tomar la decisión. El miembro responsable 
deberá hacer esta verificación, según lo prevean los 
respectivos procedimientos.

Parágrafo 2°. Debido al carácter altamente 
técnico y a las circunstancias excepcionales de 
las hostilidades, la Fuerza Pública cuenta con un 

margen de discrecionalidad en el desarrollo de las 
operaciones y procedimientos.

Artículo 25. Suspensión o cancelación de un 
ataque. Un ataque será suspendido o cancelado si se 
advierte que lo que está siendo atacado o se proyecta 
atacar no es un objetivo militar, o cuando sea de 
prever que el ataque causará muertos o heridos de 
la población civil, daños a bienes civiles, o ambos, 
excesivos en relación con la ventaja militar concreta 
y directa prevista.

El miembro de la Fuerza Pública responsable de 
decidir el ataque tendrá asimismo la autoridad para 
suspenderlo o cancelarlo. La misma autoridad la 
tendrán sus superiores jerárquicos.

Los miembros de la Fuerza Pública que, al 
momento de ejecutar un ataque, adviertan que las 
circunstancias fácticas son distintas a las que conoció 
el superior que lo ordenó, y esas circunstancias 
correspondan al inciso primero de este artículo, 
deberán suspender o cancelar el ataque. De ser 
posible, informarán inmediatamente al superior que 
lo ordenó.

Parágrafo. En todo caso, ante la duda en la 
conducción del ataque, se deberá preferir su 
suspensión o cancelación.

Artículo 26. Claridad y precisión de las reglas. 
Es indispensable contar con reglas claras y precisas 
sobre el uso de la fuerza, a través de las cuales el 
mando militar emita órdenes concretas respecto al 
uso legítimo, gradual y proporcionado de la fuerza 
para el desarrollo de operaciones militares.

Artículo 27. Uso de la fuerza. El empleo de la 
fuerza procede contra objetivos militares y debe 
estar previsto en una orden de operaciones donde 
se establezcan las respectivas reglas de uso de la 
fuerza.

Las Fuerzas Militares y la Policía Nacional 
conforme a sus roles, funciones y doctrina, deben

desarrollar, en un nivel operacional y táctico, 
sus propias reglas del uso de la fuerza, las cuales 
deberán contener como mínimo las definiciones, 
principios y reglas dispuestas en esta ley.

CAPÍTULO V
Armonización del derecho internacional 
humanitario al ordenamiento jurídico 

colombiano
Artículo 28. Valoración de la conducta de 

los miembros de la Fuerza Pública. La conducta 
de los miembros de la Fuerza Pública realizada 
en el marco del conflicto, será valorada por las 
autoridades judiciales a la luz de las situaciones 
en las cuales se llevaron a cabo las acciones, 
operaciones y procedimientos, teniendo en cuenta 
la información de la que disponía el miembro de la 
Fuerza Pública al momento de realizar la conducta, 
y considerando la apreciación honesta y razonable 
de las circunstancias en que este actuó en ejercicio 



Gaceta del Congreso  582 Viernes, 3 de agosto de 2018 Página 23

de su margen de apreciación, de conformidad con la 
naturaleza de la acción, operación o procedimiento 
y los deberes correspondientes a su grado militar o 
policial y a su función específica dentro de la Fuerza 
Pública.

Artículo 29. Responsabilidades en el planea-
miento, preparación y ejecución. Las autoridades 
judiciales tendrán en cuenta las diferentes 
responsabilidades que dentro de la Fuerza Pública se 
asignan a quienes planean y preparan las acciones, 
procedimientos, operaciones y los ataques, y quienes 
los ejecutan, de conformidad con los procedimientos 
internos respectivos.

Artículo 30. Prohibiciones absolutas. En 
ninguna circunstancia y sin perjuicio de las demás 
restricciones previstas en el Derecho Internacional 
Humanitario, se podrá atacar a las personas por el 
sólo hecho de:

a) Manifestar en público o privado su apoyo a 
los Grupos Armados Organizados;

b) Participar indirectamente en las hostilidades 
mediante conductas que no tienen un nexo 
causal directo con el daño a la Fuerza Públi-
ca, la población civil o sus bienes, tal como 
la propaganda a favor de Grupos Armados 
Organizados; o

c) Tener cualquier otro nexo con los Grupos Ar-
mados Organizados que no permita calificar 
a la persona como un blanco legítimo u obje-
tivo militar.

Parágrafo. Estas prohibiciones se entienden 
sin perjuicio de que la conducta realizada sea un 
delito por el cual la persona deba ser capturada y 
enjuiciada o que la persona sufra las consecuencias 
de un ataque dirigido específicamente contra un 
objetivo militar, tal como se encuentran definidos 
esos términos en esta ley.

Artículo 31. Debido proceso. En la investigación, 
acusación y juzgamiento de conductas punibles 
cometidas por los miembros de la Fuerza Pública, 
las autoridades judiciales respetarán y garantizarán, 
en todos los casos, las formas propias de cada 
juicio, las garantías procesales y la presunción de 
inocencia, cuya intangibilidad se mantendrá hasta 
tanto no exista decisión final en firme que declare su 
responsabilidad.

CAPÍTULO VI
Estructuras de imputación

Artículo 32. Posición de garante. El miembro de 
la Fuerza Pública que en razón de su competencia 
funcional y teniendo el control efectivo y directo, 
tenga el deber jurídico de evitar un resultado 
previsto en la ley penal como punible y no lo hiciere, 
disponiendo de los recursos y medios, siempre que 
las circunstancias fácticas se lo permitan, quedará 
sujeto a la pena prevista en la respectiva norma 
penal.

A tal efecto, se requiere que tenga a su cargo no 
solo la función sino los medios y recursos para ejercer 
en las circunstancias de cada caso la protección real 
y efectiva del bien jurídico protegido o la vigilancia 
de una determinada fuente de riesgo, conforme a la 
Constitución, la ley o los reglamentos.

Artículo 33. De la conformación de estructuras 
jerárquicas ilegales. No se podrá inferir, sin 
elementos probatorios específicos, que unidades 
de la Fuerza Pública o sus miembros conforman 
estructuras jerárquicas que delinquen.

Artículo 34. Reglas de interpretación de las 
causales de ausencia de responsabilidad. Las 
causales de ausencia de responsabilidad previstas en 
la legislación penal se interpretarán conforme a las 
reglas establecidas en los siguientes artículos.

Artículo 35. Ausencia de responsabilidad por 
error. El error invencible será considerado como 
causal de exoneración de responsabilidad por 
comisión de conductas punibles cometidas en el 
marco del conflicto armado.

Artículo 36. Ausencia de responsabilidad por 
cumplimiento de órdenes superiores. Habrá lugar 
a exoneración de responsabilidad cuando quien 
ejecute la orden desconozca que es ilícita, y la orden 
no fuere manifiestamente ilícita.

Parágrafo. No se reconocerá la obediencia debida 
como causal de exoneración de responsabilidad 
cuando se trate de delitos de lesa humanidad, 
genocidio, desaparición forzada, homicidio en 
persona protegida, tortura, ni delitos que atenten 
contra la libertad, integridad y formación sexuales.

Artículo 37. Ausencia de responsabilidad por 
legítima defensa en situación de hostilidades. La 
proporcionalidad de la legítima defensa se evaluará 
de conformidad con lo dispuesto en la presente ley, 
teniendo en consideración el nivel de la amenaza o 
de la agresión.

Las características intrínsecas del resultado de 
una acción defensiva no bastarán para determinar 
que la acción fue desproporcionada.

La legítima defensa de bienes esenciales para la 
supervivencia no podrá eximir de responsabilidad 
por comisión de delitos de lesa humanidad, 
genocidio, desaparición forzada, homicidio en 
persona protegida, tortura, ni delitos que atenten 
contra la libertad, integridad y formación sexuales.

Artículo 38. Ausencia de responsabilidad 
por conductas ejecutadas por la Fuerza Pública 
respetuosas del Derecho Internacional Humanitario, 
realizadas en situación de hostilidades.

Respecto de los daños a objetivos militares, se 
aplicarán las siguientes reglas:

a) Ninguna acción, operación militar u orden 
de servicio policial que cause daños a obje-
tivos militares, y que haya sido planeada en 
cumplimiento del deber de verificación y los 
principios de distinción, proporcionalidad y 
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precaución, dará lugar a responsabilidad pe-
nal para quienes la planeen o la ordenen.

b) Ninguna conducta en desarrollo de una ac-
ción, operación u orden de servicio policial 
que cause daños a objetivos militares, y que 
sea ejecutada de conformidad con la orden de 
operaciones u orden de servicios policial y en 
cumplimiento del deber de verificación y los 
principios de distinción, proporcionalidad y 
precaución, dará lugar a responsabilidad pe-
nal para quienes la ejecuten.

c) Ninguna conducta en desarrollo de una ac-
ción, operación u orden de servicio policial 
que cause daños a objetivos militares, que 
sea ejecutada en cumplimiento del deber de 
verificación y los principios de distinción, 
proporcionalidad y precaución dará lugar a 
responsabilidad penal, así la conducta no se 
haya ajustado a la orden de operaciones u 
orden de servicios, por la necesidad de pro-
teger a la población o bienes civiles en las 
circunstancias en que ocurrieron los hechos o 
de evitar un daño grave al personal militar o 
policial, o a los bienes militares o policiales 
ante circunstancias no previstas en la orden 
de operaciones y operativos.

d) Lo señalado en los literales anteriores (i) no 
puede ser invocado para justificar conductas 
realizadas por fuera del marco de la orden 
de operaciones u orden de servicios policial, 
violando las prohibiciones y deberes estable-
cidos en esta ley, y (ii) puede ser desvirtuado 
en cada caso concreto por las autoridades ju-
diciales competentes, sin perjuicio de la pre-
sunción de inocencia.

Respecto de los daños a bienes civiles y personas 
civiles que no estén participando en las hostilidades, 
se aplicarán las siguientes reglas:

a) Cuando en desarrollo de una acción, opera-
ción militar u orden de servicio policial diri-
gida contra un objetivo militar ocurran daños 
colaterales o incidentales a bienes o personas 
civiles, y la planeación de la misma haya 
cumplido con el deber de verificación y los 
principios de distinción, proporcionalidad y 
precaución, la orden de lanzar ese ataque no 
dará lugar a responsabilidad penal. Corres-
ponde a las autoridades judiciales compe-
tentes asumir la carga de demostrar que tales 
deberes no fueron cumplidos al ser planeada 
la operación o al ser dada la orden.

b) Tampoco dará lugar a responsabilidad penal 
la conducta realizada en ejecución de dicha 
orden, si la ejecución cumple con el deber 
de verificación y los principios de distinción, 
proporcionalidad y precaución, el daño a ob-
jetos o personas civiles es colateral o inciden-
tal y es evidente que el ataque fue dirigido es-
pecíficamente contra un objetivo militar, tal 
como se encuentran definidos esos términos  

en esta ley. Corresponde a las autoridades ju-
diciales competentes asumir la carga de de-
mostrar que tales supuestos no se cumplen en 
cada caso.

Artículo 39. Carga de la prueba del estatuto 
militar, policial o civil. En los procesos judiciales 
contra miembros de la Fuerza Pública, la Fiscalía 
General de la Nación o el órgano competente de la 
jurisdicción penal militar y policial tendrá siempre 
la carga de la prueba de la comisión de una conducta 
punible, incluyendo la demostración del estatus de 
civil u objetivo militar de la persona.

Artículo 40. Responsabilidad del mando. La 
responsabilidad de los miembros de la Fuerza 
Pública por los actos de sus subordinados no podrá 
fundarse exclusivamente en el rango, la jerarquía, o 
el ámbito de jurisdicción. La responsabilidad de los 
miembros de la Fuerza Pública por los actos de sus 
subordinados deberá fundarse en el control efectivo 
de la respectiva conducta, en el conocimiento basado 
en la información a su disposición antes, durante, o 
después de la realización de la respectiva conducta, 
así como en los medios a su alcance para prevenir 
que se cometa o se siga cometiendo la conducta 
punible, siempre y cuando las condiciones fácticas 
lo permitan, y de haber ocurrido, promover las 
investigaciones procedentes.

Artículo 41. Mando y control efectivo. Se 
entenderá que existe mando y control efectivo del 
superior militar o policial sobre los actos de sus 
subordinados, cuando se demuestren las siguientes 
condiciones concurrentes:

a) Que la conducta o las conductas punibles ha-
yan sido cometidas dentro del área de respon-
sabilidad asignada a la unidad bajo su mando 
según el nivel correspondiente y que tengan 
relación con actividades bajo su responsabi-
lidad.

b) Que el superior tenga la capacidad legal y 
material de emitir órdenes, de modificarlas o 
de hacerlas cumplir.

c) Que el superior tenga la capacidad efectiva 
de desarrollar y ejecutar operaciones dentro 
del área donde se cometieron los hechos pu-
nibles, conforme al nivel de mando corres-
pondiente; y

d) Que el superior tenga la capacidad material y 
directa de tomar las medidas adecuadas para 
evitar o reprimir la conducta o las conduc-
tas punibles de sus subordinados, siempre y 
cuando haya de su parte conocimiento actual 
o actualizable de su comisión.

TÍTULO SEGUNDO
SITUACIONES NO RELACIONADAS  

CON CONFLICTOS ARMADOS
CAPÍTULO I

Artículo 42. Alcance y marco jurídico aplicable. 
Las Fuerzas Militares en desarrollo de la misión 
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contemplada en la Constitución Política y la Ley, 
actúan en situaciones no relacionadas con conflictos 
armados, así:

a) De acuerdo con sus roles y funciones;
b) Bajo la figura de asistencia militar o,
c) En apoyo a entidades del Estado.
En cada una de estas situaciones el marco 

jurídico aplicable es el del Derecho Internacional de 
los Derechos Humanos.

CAPÍTULO II
Principios rectores del derecho internacional 

de los derechos humanos en el uso de la fuerza
Artículo 43. Principios. Los principios rectores 

que rigen la actuación y el uso de la fuerza en 
situaciones no relacionadas con conflictos armados 
establecidas en el artículo anterior, serán los 
siguientes:

a) Legalidad: Todos los actos que realice un 
militar en el cumplimiento de sus funciones y 
de su misión, deben estar definidos y estable-
cidos de forma expresa, clara y precisa en la 
ley, los reglamentos y manuales. Los proce-
dimientos que adopte el militar deben ceñirse 
a todas las disposiciones legales nacionales e 
internacionales. El uso de la fuerza y de las 
armas de fuego debe estar dirigido a lograr un 
objetivo lícito.

b) Necesidad: La intervención del militar 
debe ser una respuesta a una situación que 
representa una amenaza al libre ejercicio de 
los derechos y libertades de las personas y 
que requiere de una intervención para evi-
tar o cesar su vulneración, al ser éste y no 
otro medio el que permita alcanzar dicho 
fin. Se deben agotar los medios disponibles 
para salvaguardar la vida e integridad física 
de quien se protege.

c) Proporcionalidad: El nivel de fuerza utili-
zado debe ser razonable en intensidad, du-
ración y magnitud respecto al nivel de re-
sistencia presentado y consecuente al efecto 
que pueda causar el medio con el cual se 
realiza la agresión.

CAPÍTULO III
Actuación de las fuerzas militares en situaciones 

no relacionadas con conflictos armados
Artículo 44. Operaciones militares no relacio-

nadas con conflictos armados conforme a sus roles y 
funciones. El Ejército Nacional, la Armada Nacional 
y la Fuerza Aérea Colombiana realizan operaciones 
dirigidas al mantenimiento de la seguridad en los 
espacios terrestres, marítimos, fluviales, aéreos así 
como el espectro electromagnético de acuerdo con 
la Constitución Política, las leyes, las directivas 
ministeriales sobre la materia y la doctrina de cada 
Fuerza.

Artículo 45. Apoyo a entidades del Estado. Las 
Fuerzas Militares podrán proporcionar apoyo en el 

marco de sus roles y misiones constitucionales a las 
entidades del Estado que así lo requieran, con el fin 
de contribuir al orden constitucional.

Artículo 46. Procedimiento para el apoyo a 
entidades del Estado. Una vez recibido el requeri-
miento escrito de apoyo a entidades del Estado, las 
unidades militares, previa evaluación de viabilidad, 
y sin perjuicio de las funciones constitucionales, 
legales y reglamentarias asignadas a la Policía 
Nacional, deberán planear coordinadamente con 
el solicitante el tipo de apoyo que se brindará en 
cada una de las situaciones, dejando constancia de 
la autoridad que realiza la solicitud y con qué fin 
requiere a las Fuerzas Militares.

Artículo 47. Asistencia militar. En los casos en 
que las Fuerzas Militares deban actuar en asistencia 
militar, lo harán en los términos establecidos en 
el artículo 170 de la Ley 1801 de 2016, “Código 
Nacional de Policía y Convivencia” y normas que lo 
reglamenten, modifiquen o adicionen.

Parágrafo. El Gobierno nacional dentro de 
los seis (6) meses siguientes a la expedición de la 
presente ley reglamentará el procedimiento para la 
asistencia militar.

CAPÍTULO IV
Gradualidad del uso de la fuerza

Artículo 48. Niveles de uso de la fuerza 
preventiva. Las Fuerzas Militares, en el marco de sus 
roles y misiones constitucionales y en las situaciones 
establecidas en el artículo 42 de la presente ley, 
podrán aplicar de acuerdo a la situación, la fuerza 
preventiva atendiendo las siguientes medidas:

a) Presencia Militar: Es la demostración de au-
toridad, en la que los miembros de las Fuer-
zas Militares están uniformados, equipados, 
en actitud diligente y de alerta, actuando pre-
ventiva y disuasivamente a fin de mantener o 
restablecer el orden.

b) Contacto Visual: Es el dominio visual sobre 
una persona, grupo de personas, vehículos, 
áreas o instalaciones, que permite ejercer un 
cierto control sobre la situación.

c) Verbalización: Es el uso de la comunicación 
oral, utilizando el tono y los términos nece-
sarios que sean fácilmente comprendidos, 
con miras a mantener o restablecer el orden  
interno.

Artículo 49. Niveles de uso de la fuerza reactiva. 
Agotadas las medidas necesarias del nivel de uso 
de la fuerza preventiva y antes de ordenar el uso de 
la fuerza reactiva, se debe realizar la advertencia 
correspondiente, procediendo al uso de la fuerza 
gradualmente para contrarrestar o superar la 
amenaza existente, siempre y cuando la situación lo 
permita, de la siguiente manera:

a) Control físico: Es la acción en la que se uti-
lizan técnicas de fuerza corporal, con el fin 
de controlar, reducir, inmovilizar o conducir 
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ante la autoridad que corresponda a quienes 
se encuentren alterando el orden constitu-
cional.

b) Medios no letales: Se refiere al empleo de 
equipamiento y armas con bajo potencial de 
daño.

c) Medios letales: Excepcionalmente, se pue-
de proceder al empleo de armas de fuego, 
conforme a los principios establecidos en el 
artículo 44 de la presente ley y debe estar pre-
visto en una orden de operaciones donde se 
establezcan las respectivas reglas de uso de 
la fuerza.

Parágrafo. Las Fuerzas Militares podrán usar la 
fuerza sólo cuando sea estrictamente necesario y 
en la medida que lo requiera el desempeño de sus 
funciones.

CAPÍTULO V
Uso de armas de fuego

Artículo 50. Uso excepcional. Los miembros 
de las Fuerzas Militares en cumplimiento de la 
misión asignada, pueden excepcionalmente usar 
armas de fuego en caso de que resulten insuficientes 
las medidas menos extremas para lograr dichos 
objetivos, en las siguientes situaciones:

a) En defensa propia o de terceros, en caso de 
peligro inminente de muerte o lesiones gra-
ves; o,

b) Con el propósito de evitar la comisión de un 
delito que entrañe una seria amenaza para la 
vida.

Si como consecuencia del uso de las armas 
de fuego se produjeran heridos, los miembros 
de las Fuerzas Militares darán atención médica 
inmediata en la medida de lo posible. En caso de 
que se registren personas fallecidas se adoptarán los 
protocolos correspondientes. En ambos casos, se 
procederá a informar a las autoridades competentes 
y a sus familiares en lo posible.

Artículo 51. Informe sobre el uso de armas de 
fuego. Los miembros de las Fuerzas Militares que 
hagan uso de armas de fuego presentarán en el 
término de la distancia un informe por escrito a su 
superior, dando cuenta de los siguientes aspectos: 
fecha, hora y lugar de los hechos, unidad que 
participó en el suceso, hechos que condujeron a su 
participación, la causa por la cual se abrió fuego, el 
tipo y la cantidad de armas y municiones empleadas, 
daños personales o materiales causados, número de 
eventuales detenidos, heridos o muertos, debiendo 
acompañar, en lo posible, registros fílmicos o 
fotográficos existentes.

Parágrafo. Si como consecuencia del uso de las 
armas de fuego se produjeran daños personales o 
materiales, el superior o la autoridad competente 
procederá a la verificación e investigación 
correspondiente, a fin de establecer las circunstancias 
de la acción.

TÍTULO TERCERO
DESPLIEGUE DE LA FUERZA PÚBLICA EN 

ESCENARIOS INTERNACIONALES
CAPÍTULO I

Artículo 52. Generalidades. La Fuerza Pública 
podrá desplegarse en escenarios internacionales con 
la finalidad de participar entre otras situaciones, en 
operaciones de paz, operaciones internacionales u 
operaciones de asistencia humanitaria.

Artículo 53. Uso de la Fuerza. El uso de la 
fuerza se aplicará como mínimo en legítima defensa 
individual, colectiva o según lo dispuesto en el 
mandato suscrito para cada una de las intervenciones.

DISPOSICIONES FINALES
Sujeción de la doctrina militar para la 

interpretación del Derecho Internacional 
Humanitario y Derecho Internacional de los 

Derechos Humanos
Artículo 54. Instrucción. Las Fuerzas Militares 

incorporarán en su doctrina y en sus planes de 
instrucción y entrenamiento las previsiones 
necesarias a efectos de impartir a su personal la 
preparación y entrenamiento apropiados para el 
cumplimiento de la presente ley.

Artículo 55. Sujeción de la doctrina de la Fuerza 
Pública al Derecho Internacional Humanitario como 
criterio de interpretación. Todas las disposiciones 
normativas internas de la Fuerza Pública, se sujetarán 
a los tratados y convenios del Derecho Internacional 
Humanitario y de los Derechos Humanos ratificados 
por el Estado colombiano y, en particular a las reglas 
precisadas en este título.

Artículo 56. Doctrina de la Fuerza Pública 
como mecanismo de interpretación. Todas las 
disposiciones normativas internas de la Fuerza 
Pública que contienen la doctrina militar y policial, 
deberán ser usadas como parámetro de interpretación 
de sus actuaciones en las operaciones militares o 
procedimientos policivos, con el fin de orientar de 
manera objetiva al operador judicial que investigue, 
acuse o juzgue tales actuaciones.

Artículo 57. Consecuencias de la aplicación del 
Derecho Internacional Humanitario en el ámbito 
operacional. El uso de la fuerza sólo se podrá aplicar 
a las operaciones planeadas y ejecutadas en el marco 
del Derecho Internacional Humanitario dirigidas 
contra objetivos militares. 

Para las operaciones planeadas y ejecutadas en 
el marco del Derecho Internacional de los Derechos 
Humanos el uso de la fuerza letal sólo se aplicará 
en situaciones de legítima defensa para repeler una 
agresión actual o inminente en contra de su vida, la 
de su unidad o la de un tercero.

Artículo 58. Asesores jurídicos en la Fuerza 
Pública. Las Fuerzas Militares y la Policía Nacional, 
dispondrán en lo posible de asesores jurídicos, para 
que aconsejen permanentemente a los Comandantes 
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al nivel apropiado, en el planeamiento y ejecución 
de las operaciones y operativos, acerca de la 
aplicación de las normas contenidas en el Derecho 
Internacional Humanitario o Derecho Internacional 
de los Derechos Humanos, y de la capacitación que 
deba darse al respecto en su interior.

Los asesores jurídicos, dispuestos para esta tarea, 
deben tener destinación específica como miembros 
permanentes del equipo asesor de los Comandantes, 
por lo cual se deberá establecer este cargo en todos 
los niveles que se requieran de estos.

Artículo 59. Vigencia y derogatorias. Esta ley 
rige a partir de su promulgación, y deroga todas las 
disposiciones que le sean contrarias.

De los honorables Congresistas,

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS
El presente proyecto de ley surge como 

respuesta a una realidad que no ha sido ajena a 
ninguna instancia judicial del país y mucho menos 
a los miembros de la Fuerza Pública, quienes en 
cumplimiento de su misión constitucional y por 
las especiales circunstancias que han permeado la 
historia de más de medio siglo de Colombia, han 
cumplido con su deber constitucional de tomar las 
armas en defensa de los derechos de los colombianos 
bajo la presunción de que su actuación es legal y 
legítima. No obstante, se han presentado escenarios 
donde diferentes interpretaciones judiciales sobre 
el derecho aplicable ha generado incertidumbre 
jurídica sobre el marco normativo aplicable y que 
rige las actuaciones de las Fuerzas Armadas.

Lo anterior conlleva una necesidad que sigue 
latente, no solo en nuestros miembros de la Fuerza 
Pública sino también en una sociedad que ha estado 
inmersa en las acciones y consecuencias del conflicto 
armado, consistente en que exista un marco jurídico 
claro sobre las normas aplicables a las actuaciones 
de las Fuerza Armadas.

Existe entonces el deber de regular las acciones 
que pueden derivarse de un conflicto armado, ya sea 
internacional como no internacional. Esto, con el fin 
de contar con reglas claras y uniformes que permitan 
unificar las interpretaciones y el alcance, que a 
través de la jurisprudencia nacional e internacional, 
se le ha dado a las normas y principios del Derecho 
Internacional Humanitario (DIH), toda vez que una 
característica esencial de su cuerpo normativo, en 
palabras de la Corte Constitucional, es que está 
conformado no solo los principios que contienen 
los Tratados en la materia, sino que es “fruto 
esencialmente de unas prácticas consuetudinarias, 

que se entienden incorporadas al llamado derecho 
consuetudinario de los pueblos civilizados”.1

Así las cosas, se considera que unificar el cuerpo 
normativo del DIH en una Ley de la República 
facilita, además de la vigilancia a las acciones por 
parte de los miembros de la Fuerza Pública tanto en 
tiempos de paz como en tiempos en que se esté ante 
posibles conflictos armados internacionales o no 
internacionales, propende por una herramienta que 
brinde claridad jurídica a los operadores judiciales al 
realizar su valiosísima labor de administrar justicia 
en derecho y de manera debida.

El objetivo que busca este proyecto ha sido 
expuesto por la Corte Constitucional, quien desde 
hace más de 20 años ha expresado la necesidad de 
que el DIH sea aplicado como norma especial en la 
planeación, desarrollo, investigación y juzgamiento 
de todas las operaciones militares y operativos 
policiales cuando sea el caso.

Por su parte, el Gobierno nacional, como primer 
obligado a dar cumplimiento a las obligaciones 
internacionales que el Estado colombiano ha 
contraído al ratificar los Protocolos I y II Adicionales 
a los Convenios de Ginebra, busca, a través de este 
proyecto de ley, adoptar todas las medidas necesarias 
para cumplir las obligaciones establecidas en 
dichos instrumentos internacionales y difundir 
los mismos de la manera más amplia posible en 
especial cumplimiento de los artículos 80 y 19 de 
los Protocolos I y II Adicionales de los Convenios 
de Ginebra, respectivamente.

En ese sentido, partiendo del mandato esencial 
de protección de la población civil y del respeto por 
el DIH y el DIDH, la iniciativa responde de manera 
equilibrada a las necesidades operacionales de la 
Fuerza Pública, a la garantía del debido proceso de 
los miembros de las Fuerzas Militares y la Policía, 
los derechos de las víctimas, y en particular, el 
derecho a una justicia pronta y eficaz, sin limitar los 
derechos a la verdad, justicia y a la reparación, los 
cuales permanecen incólumes en esta iniciativa de 
ley.

I. OBJETO DEL PROYECTO DE LEY
Debido a los fines precisos del proyecto de 

ley, el artículo 1° señala el objeto que consiste en 
determinar las situaciones en las cuales pueden ser 
desplegadas las Fuerzas Militares, el marco jurídico 
aplicable para el empleo del uso de la fuerza, dentro 
y fuera del territorio nacional, y los criterios para 
la investigación, acusación y juzgamiento de las 
actuaciones en el marco del Derecho Internacional 
Humanitario y del Derecho Internacional de los 
Derechos Humanos.

De tal forma, que la intervención de las Fuerzas 
Militares y el uso de la fuerza por parte de ésta se 
puede dar en escenarios tales como:

1 Corte Constitucional. Sentencia C-225 de 1995, M.P. 
Alejandro Martínez Caballero.
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1. Cuando se configuren las condiciones objeti-
vas para que exista un conflicto armado inter-
nacional o no internacional.

2. En situaciones no relacionadas con el conflic-
to armado y

3. El despliegue de las Fuerzas Militares en es-
cenarios internacionales.

Con esto, la iniciativa busca determinar y dar 
plena claridad sobre el marco jurídico para el 
empleo del uso de la fuerza, determinando que en 
tratándose de conflictos armados, sean éstos de 
carácter internacional o no internacional, el DIH es el 
aplicable. Por su parte, cuando las Fuerzas Militares 
en cumplimiento de la misión constitucional actúen 
en situaciones no relacionadas con el conflicto 
armado, el marco jurídico aplicable será el Derecho 
Internacional de los Derechos Humanos.

Así las cosas, el proyecto se encuentra estructurado 
en dos títulos principales relacionados con: 1) el 
despliegue de las Fuerzas Militares en el marco de 
un conflicto, sean éstos de carácter internacional o 
no internacional; y la 2) intervención de las Fuerzas 
Militares en situaciones no relacionadas con 
conflictos armados. Adicionalmente, se incluyen 
dos títulos más relacionados con el despliegue de 
la fuerza pública en escenarios internacionales y la 
sujeción de la doctrina militar para la interpretación 
del DIH.

I. GENERALIDADES
Las disposiciones generales de la presente 

iniciativa de ley establecen principalmente que la 
ley será interpretada conforme a su objeto y finalidad 
(artículo 2°), que es la de garantizar el debido 
cumplimiento de los deberes constitucionales de la 
Fuerza Pública y otorgar seguridad jurídica a sus 
miembros.

También establece los deberes que tienen los 
miembros de la Fuerza Pública, que deberán 
ceñirse estrictamente a la Constitución Política, 
las leyes, los tratados internacionales de 
protección de la persona humana, en especial 
los instrumentos suscritos por Colombia que 
hacen parte del bloque de constitucionalidad y la 
doctrina militar sin perjuicio de que el DIH sea 
aplicado como ley especial.

De tal forma que este proyecto de ley no busca 
agotar ni absorber todas las normas que rigen la 
actuación de la Fuerza Pública. La Constitución, 
las leyes y el bloque de constitucionalidad son 
aplicables a ella en todo momento, sin perjuicio 
de la aplicación del DIH como ley especial y del 
DIDH.

En relación con la aplicación del DIH, la Corte 
Constitucional ha dicho que “el derecho internacional 
humanitario contiene normas que limitan el derecho 
de las partes en conflicto a elegir libremente los 
medios y métodos utilizados en combate, así como 
disposiciones encaminadas a proteger a las víctimas 

y a los bienes susceptibles de verse afectados por un 
conflicto armado”2.

Este proyecto de ley busca precisar las reglas 
que “limitan el derecho” de la Fuerza Pública “a 
elegir libremente los medios y métodos utilizados 
en combate” y las normas aplicables ante conductas 
punibles cometidas por las Fuerzas Militares.

II. INTERVENCIÓN DE LAS FUERZAS 
MILITARES EN ESCENARIOS DE 

CONFLICTO ARMADO (TÍTULO I)
El Título I del presente proyecto de ley contiene 

seis capítulos que establecen y desarrollan 
principalmente una serie de reglas sobre la 
aplicación del DIH, como marco jurídico aplicable 
en los conflictos armados, sean éstos de carácter 
internacional o no internacional.

Asimismo, que el DIH debe ser aplicado por 
las autoridades competentes en la investigación y 
juzgamiento de conductas punibles cometidas en el 
marco de un conflicto armado.

Adicionalmente, sobre régimen aplicable a los 
conflictos armados internacionales precisa que la 
presente ley también se aplicará a los miembros 
de la Fuerza Pública en conflictos armados 
internacionales, sin perjuicio de las normas aplicables 
a dichos conflictos. Lo anterior en la medida en 
que estamos ante una norma de armonización del 
DIH con el derecho penal interno, la cual en nada 
contradice la aplicación de estas reglas con los 
estatutos internacionales respectivos (Convenio de 
Ginebra, Protocolos adicionales, Estatuto de Roma), 
aplicables a conflictos de esa índole.

- El capítulo primero establece las situacio-
nes donde se debe aplicar automáticamente el 
DIH, cuando se configuren ciertas condicio-
nes de índole temporal, geográfica, material y 
personal.

Igualmente, se establecen unos casos en que se 
puede inferir que las conductas han ocurrido en una 
situación de hostilidades en el marco de un conflicto 
armado.

- El capítulo segundo señala seis principios 
del DIH, que rigen para el planeamiento, de-
sarrollo y evaluación de las operaciones mi-
litares y el uso de la fuerza en ella, y que son 
los reconocidos por las normas del Derecho 
Internacional Humanitario.

- El capítulo tercero precisa las reglas del DIH 
aplicables al uso de la fuerza por parte de las 
Fuerzas Militares en el marco de un conflicto 
armado; determina las personas protegidas en 
el marco del DIH; incluye definiciones bási-
cas del Derecho Internacional Humanitario 
como: objetivo militar y ataque; establece 
los criterios orientadores para identificar ob-
jetivos militares (naturaleza, ubicación, fina-
lidad y utilización); enumera los elementos  

2 Sentencia C-574 de 1992.
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para caracterizar los Grupos Armados Or-
ganizados y establece una norma muy im-
portante, mediante la cual se aclara que 
la aplicación del Derecho Internacional 
Humanitario no surte efectos en el estatus 
jurídico ni político de quienes intervienen 
en las hostilidades. Finalmente, desarrolla 
lo relacionado con la participación directa 
o indirecta en las hostilidades y las conse-
cuencias que esto conlleva.

Es de anotar que este proyecto de ley (artículo 5°, 
literal f) caracteriza a los Grupos Armados

Organizados (GAO), a partir del derecho 
internacional, indicando que es el que bajo la 
dirección de un mando responsable ejerza sobre 
una parte del territorio un control tal que les 
permita realizar operaciones militares sostenidas 
y concertadas. Además, el capítulo tercero en el 
artículo 15 establece los elementos concurrentes 
para identificar los Grupos Armados Organizados 
que son los siguientes:

a) Que use la violencia armada contra la Fuer-
za Pública u otras instituciones del Estado, la 
población civil, bienes civiles o contra otros 
Grupos Armados Organizados.

b) Que tenga la capacidad de generar un nivel 
de violencia armada que supere la de los dis-
turbios y tensiones internas.

c) Que tenga una organización y un mando que 
ejerce liderazgo o dirección sobre sus miem-
bros, que le permiten usar la violencia contra 
la población civil, bienes civiles o la Fuerza 
Pública, en áreas del territorio nacional.

La anterior caracterización de Grupo Armado 
Organizado y la enumeración de los elementos 
concurrentes, buscan otorgar mediante esta iniciativa 
de ley una serie de herramientas para que las Fuerzas 
Militares puedan actuar contra este tipo de grupos 
ilegales, bajo el marco de la aplicación del DIH, así 
como superar algunas de las incertidumbres jurídicas 
que rodean la actividad de la Fuerza Pública cuando 
ésta debe combatirlos.

Es necesario definir el concepto de “Grupo 
Armado Organizado”, según los criterios usados por 
la jurisprudencia para distinguir las situaciones de 
conflicto armado de otras situaciones, pero se debe 
aclarar que la aplicación del Derecho Internacional 
Humanitario no surte efectos en el estatus jurídico ni 
político de quienes intervienen en las hostilidades.

Tales criterios desarrollados por la jurisprudencia 
internacional, la Corte Constitucional los resume de 
la siguiente manera:

“La jurisprudencia internacional ha recurrido 
principalmente a dos criterios: (i) la intensidad 
del conflicto, y (ii) el nivel de organización de las 
partes. Al apreciar la intensidad de un determinado 
conflicto, las Cortes internacionales han aplicado, 
por ejemplo, factores tales como la seriedad de 
los ataques y si ha habido un incremento en las 

confrontaciones armadas, la extensión de las 
hostilidades a lo largo de un territorio y de un 
período de tiempo, el aumento en las fuerzas 
armadas estatales y en su movilización, así como la 
movilidad y distribución de armas de las distintas 
partes enfrentadas. En cuanto a la organización de 
los grupos enfrentados, las cortes internacionales 
la han apreciado de conformidad con criterios tales 
como la existencia de cuarteles, zonas designadas de 
operación, y la capacidad de procurar, transportar 
y distribuir armas”3.

Esta cita reproduce fielmente la jurisprudencia 
de los Tribunales Penales Internacionales Ad-Hoc 
que han determinado la existencia de conflictos 
armados y el nexo de determinadas conductas con 
los mismos, y la jurisprudencia de la Corte Penal 
Internacional.

Los dos criterios allí enumerados siguen la 
definición ampliamente aceptada de conflicto 
armado que provee la decisión del Tribunal Penal 
Internacional para la Ex - Yugoslavia proferida en el 
caso Tadić: “un conflicto armado existe cuando hay 
un recurso a la fuerza entre Estados o cuando ocurre 
una violencia armada prolongada entre autoridades 
gubernamentales y grupos armados organizados o 
entre dichos grupos dentro de un Estado”4.

Siguiendo la tendencia de Tribunales Interna-
cionales, incluyendo la Corte Penal Internacional, 
la caracterización de Grupo Armado Organizado 
adopta una serie de factores dentro de los cuales es 
relevante, pero no definitivo, el control territorial.

La Corte Penal Internacional ha aplicado el DIH 
especificando que se requiere probar la intensidad 
de las hostilidades y la organización de las partes, 
pero que la definición de conflicto armado no 
internacional contenida en el Estatuto de Roma y 
el derecho internacional consuetudinario no exige 
necesariamente una prueba del control territorial o 
el mando responsable5.

La Corte Penal Internacional también ha dicho 
que para establecer el primer criterio de intensidad 
de las hostilidades se deben tener en cuenta, entre 
otros factores:

“la gravedad de los ataques y el incremento 
potencial de encuentros armados, su proliferación 
en el territorio y a lo largo del tiempo, el incremento 
en el número de fuerzas gubernamentales, la 
movilización y distribución de armas entre las 
partes del conflicto, así como si el conflicto ha 
atraído la atención del Consejo de Seguridad de las 

3 Sentencia C-291 de 2007.
4 Prosecutor v. Tadić, Case No. IT-94-1-AR74, “Decision 

on the Defence Motion for Interlocutory Appeal on Ju-
risdiction”, Sala de Apelaciones, 2 de octubre de 1995, 
párrafo 70.

5 Corte Penal Internacional, Prosecutor v. Lubanga, Case 
No. ICC-01/04-01/06, “Judgment pursuant to Article 74 
of the Statute”, 14 de marzo de 2012, párrafo 536.
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Naciones Unidas y, en tal caso, si se han aprobado 
resoluciones sobre la materia”6.

Para establecer el segundo criterio de 
organización de las partes se deben apreciar, entre 
otros, los siguientes elementos:

“La jerarquía interna del grupo o la fuerza, 
su estructura de mando y reglas, el grado de 
disponibilidad de equipos militares incluyendo 
armas de fuego, la habilidad del grupo o la fuerza 
para planear operaciones militares y ponerlas 
en marcha, y el grado de extensión, gravedad e 
intensidad de cualquier involucramiento guber-
namental”7.

Los dos primeros elementos concurrentes para 
identificar los Grupos Armados Organizados reflejan 
el criterio de intensidad y proveen una medida 
de la intensidad de la fuerza que usan los Grupos 
Armados Organizados (GAO). Si la intensidad de la 
fuerza requiere una respuesta armada de la Fuerza 
Pública, ésta ha cruzado el umbral requerido para la 
aplicación del DIH.

El tercer elemento que debe concurrir refleja el 
criterio de organización de las partes, estableciendo 
también un criterio objetivo para determinar la 
organización del Grupo Armado Organizado (GAO). 
El criterio consiste en un nivel de organización que 
permite a un mando responsable ejercer liderazgo o 
dirección sobre los miembros del grupo y realizar 
ataques concertados contra la Fuerza Pública o 
contra la población civil en áreas del territorio 
nacional. El tercer elemento sigue así la finalidad de 
la definición de conflicto armado según el artículo 1° 
del Protocolo II de Ginebra, que en 1977 estableció 
el requisito de control territorial como una medida 
de la capacidad de los grupos armados para “realizar 
operaciones militares sostenidas y concertadas”.

En suma, la definición de “Grupo Armado 
Organizado” (GAO) refleja las últimas tendencias 
de aplicación del DIH por los Tribunales 
Internacionales, recoge el objetivo del DIH de 
distinguir entre conflicto armado y situaciones 
distintas y permite aplicar el DIH a la conducción 
de hostilidades contra grupos armados que cumplan 
con los criterios del artículo 15 de la iniciativa de 
ley. La definición propuesta está vinculada a los 
desarrollos existentes en el derecho internacional 
consuetudinario y en el Protocolo II de 1977 que, 
según la Corte Constitucional, forma parte del 
bloque de constitucionalidad8.

Finalmente, en lo relacionado con el artículo 17 
donde se define el término “participación directa en 
las hostilidades”. El término “participación directa” 
o “participación activa” en las hostilidades es usado 
en múltiples disposiciones de Tratados de Derecho 
Internacional Humanitario, pero los tratados no 

6 Ibíd., párrafo 538.
7 Ibíd., párrafo 537.
8 Sentencia C-225 de 1995.

definen su contenido. La definición propuesta en 
el artículo 17 recoge el criterio de la Comisión 
Interamericana de Derechos Humanos sobre la 
materia, así como del comité de expertos del Comité 
Internacional de la Cruz Roja.

La Comisión Interamericana ha dicho que este 
concepto equivale a “la participación en un ataque 
por virtud del cual la parte busca causar daño 
físico a personal o bienes del enemigo”9. El CICR 
similarmente ha establecido que la participación 
directa en las hostilidades requiere un umbral de 
daño, una causalidad directa y un nexo beligerante 
del acto que se realiza10. La participación directa 
en las hostilidades cubre los supuestos en que los 
civiles pierden su protección por unirse al esfuerzo 
bélico contra el Estado o contra la misma población 
civil.

- El capítulo cuarto establece las reglas apli-
cables a la conducción de hostilidades en el 
marco de un conflicto armado. En este capí-
tulo se ratifica que la Fuerza Pública está au-
torizada para tomar la iniciativa en el uso de 
la fuerza. Igualmente, se establecen una serie 
de reglas relacionadas con la protección de la 
población civil de los peligros provenientes 
de las operaciones militares y destaca el de-
ber de abstenerse de atacar a las personas ci-
viles, salvo si participan directamente en las 
hostilidades y mientras dure tal participación.

En relación con el artículo 19 sobre la iniciativa en 
el uso de la fuerza, se busca excluir interpretaciones 
que sostienen que la Fuerza Pública debe aguardar 
un ataque para poder llevar a cabo operaciones 
militares contra los Grupos Armados Organizados 
(GAO). El DIH no contiene esa limitación. Por el 
contrario, permite elegir medios y métodos para 
conducir las hostilidades siempre que éstos no se 
encuentren prohibidos.

Ninguna disposición del Protocolo II, ni del 
derecho internacional consuetudinario11, ni 
Sentencia Internacional sobre el DIH, sostienen que 
una de las limitaciones al uso de la fuerza en conflicto 
armado sea la legítima defensa. Por el contrario, 
tribunales extranjeros como la Corte Suprema de 
Israel12y expertos internacionales13 sostienen que 

9 Comisión Interamericana de Derechos Humanos, Tercer 
Informe sobre la situación de los derechos humanos en 
Colombia, OEA/Ser.L/V/II.102, 26 de febrero de 1999, 
Capítulo IV, párrafo 46.

10 Nils Melzer, “Guía para interpretar la noción de partici-
pación directa en las hostilidades según el derecho inter-
nacional humanitario”, CICR, 2010.

11 Para este efecto se ha consultado Jean Marie Henckaerts 
& Louise Doswald-Beck, “El derecho internacional hu-
manitario consuetudinario”, CICR, 2007.

12 Public Committee against Torture in Israel v. Govern-
ment of Israel, HCJ 769/02, 11 de diciembre de 2005.

13 Nils Melzer, “Targeted Killing in International Law”, 
Oxford University Press, 2008.
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el DIH permite el uso de la fuerza letal contra los 
grupos armados ilegales como primera opción.

Además, el artículo 37 del Protocolo I de Ginebra, 
que refleja el derecho consuetudinario14, establece 
que “[n]o están prohibidas las estratagemas”, lo 
que demuestra que el uso de la fuerza contra grupos 
armados tampoco requiere un aviso previo.

El artículo 20 codifica una de las reglas que 
conforman el principio de distinción. De acuerdo 
con la Corte Constitucional, este principio “es una 
de las piedras angulares del Derecho Internacional 
Humanitario, [que] se deriva directamente del 
postulado según el cual se debe proteger a la 
población civil de los efectos de la guerra, ya 
que en tiempos de conflicto armado sólo es 
aceptable el debilitamiento del potencial militar 
del enemigo”15.

Adicionalmente, se establecen una serie de 
obligaciones y principios que deben ser aplicados 
en el uso de la fuerza, como la protección de los 
bienes civiles de los peligros provenientes de las 
operaciones militares (artículo 21); al igual que 
la proporcionalidad en los ataques que tendrá que 
sujetarse a unas reglas (artículo 22); y la obligación 
que tiene la Fuerza Pública de seleccionar medios 
y métodos que no se encuentren prohibidos por el 
Derecho Internacional Humanitario (artículo 23).

Dicho artículo 23 reitera varias obligaciones 
internacionales adquiridas por Colombia. En primer 
lugar, reafirma la obligación de seleccionar medios 
y métodos de ataque no prohibidos por el DIH que 
la Corte Constitucional recordó al sostener que “el 
derecho internacional humanitario contiene normas 
que limitan el derecho de las partes en conflicto a 
elegir libremente los medios y métodos utilizados 
en combate”16.

En segundo lugar, reproduce la prohibición 
consuetudinaria de causar daños superfluos o 
sufrimientos innecesarios que se recoge en el 
artículo 35(2) del Protocolo I. Esta prohibición se 
refiere a las distintas clases de armas que causan 
dichos daños o sufrimientos, por ejemplo las minas 
antipersonal.

En cuanto a las reglas aplicables a la conducción 
de hostilidades en el marco de un conflicto armado 
se establecen obligaciones relacionadas con: las 
acciones previas al ataque para verificar que el 
objetivo militar que se proyecta atacar no sean 
personas ni bienes que gozan de protección especial 
(artículo 24); la suspensión o cancelación de un 
ataque si se advierte que lo que está siendo atacado 
o se proyecta atacar no es un objetivo militar, o 
cuando se ha de prever que el ataque causará 
muertos o heridos de la población civil, daños a 
bienes civiles, o ambos, excesivos en relación 

14 Ibíd., p. 227
15 Sentencia C-291 de 2007.
16 Sentencia C-574 de 1992.

con la ventaja militar concreta y directa prevista 
(artículo 25); el mando militar para que emita 
órdenes concretas respecto al uso legítimo, gradual 
y proporcionado de la fuerza para el desarrollo de 
operaciones militares (Artículo 26).

Finalmente, el artículo 27 relacionado con el uso 
de la fuerza determina que el empleo del uso de la 
fuerza procede contra objetivos militares y debe 
estar previsto en una orden de operaciones donde 
se establezcan las respectivas reglas de uso de la 
fuerza. Las Fuerzas Militares y la Policía Nacional 
conforme a sus roles, funciones y doctrina, deben 
desarrollar, en un nivel operacional y táctico, sus 
propias reglas del uso de la fuerza, las cuales deberán 
contener como mínimo las definiciones, principios y 
reglas dispuestas en esta ley.

- El capítulo cinco sobre la armonización del 
DIH con el ordenamiento jurídico colom-
biano establece una serie de normas para la 
aplicación del DIH, de modo que los ope-
radores judiciales cuenten con reglas claras 
para la investigación, acusación y juzga-
miento de nuestros militares y policías, pues 
la indefinición en cuanto a las normas apli-
cables a las conductas de la Fuerza Pública 
conlleva a un claro escenario de inseguridad 
jurídica.

Por tal razón, se deben establecer una serie de 
normas que clarifiquen la aplicación del DIH, en 
el marco de la ocurrencia de un conflicto armado, 
bien sea internacional o no internacional, donde 
la prevalencia del DIH como ley especial de los 
conflictos es necesaria.

Se debe dejar total claridad que el marco jurídico 
aplicable en los conflictos armados, sean estos 
de carácter internacional o no internacional, es 
el del Derecho Internacional Humanitario, en lo 
relacionado tanto con el planeamiento, ejecución y 
evaluación de las operaciones militares.

Esta precisión de las reglas de interpretación y 
aplicación del DIH que se hace en el presente capítulo 
y en el siguiente, señalan definiciones tomadas 
directamente del bloque de constitucionalidad, 
establece reglas de interpretación y se reitera 
algunas sustantivas del DIH. De tal manera que se 
le entrega a nuestra Fuerza Pública un compendio 
para orientar el curso de sus acciones, operaciones 
y procedimientos y a nuestros jueces y fiscales en 
las dos jurisdicciones, una herramienta normativa 
única, a partir de la cual habrán de orientar el curso 
de sus investigaciones y decisiones, con plenas 
garantías para las partes y para todos los asociados.

Finalmente, este capítulo establece que las 
conductas punibles de los miembros de la Fuerza 
Pública realizadas en el conflicto armado, deberán 
ser valoradas (investigación y juzgamiento) 
por las autoridades judiciales bajo el marco del 
Derecho Internacional Humanitario, a la luz de las 
situaciones en la cual se llevaron a cabo las acciones, 
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operaciones y procedimientos, teniendo en cuenta 
la información de la que disponía el miembro de la 
Fuerza Pública al momento de realizar la conducta, 
y considerando la apreciación honesta y razonable 
de las circunstancias en que este actuó en ejercicio 
de su margen de apreciación, de conformidad con la 
naturaleza de la acción, operación o procedimiento 
y los deberes correspondientes a su grado militar o 
policial y a su función específica dentro de la Fuerza 
Pública (artículo 28). Las autoridades judiciales en 
todo caso respetarán y garantizarán el debido proceso 
en la investigación, acusación y juzgamiento de 
conductas punibles cometidas por los miembros de 
la Fuerza Pública (artículo 31).

El artículo 28 recoge la jurisprudencia de los 
tribunales de Núremberg, la Comisión Interame-
ricana de Derechos Humanos y la Corte Europea de 
Derechos Humanos. Estos tres organismos judiciales 
han sostenido que la conducta militar no puede ser 
juzgada exclusivamente en retrospectiva. En 1948, 
dos de los tribunales estadounidenses encargados de 
juzgar la conducta militar de algunos comandantes 
militares alemanes en la Segunda Guerra Mundial 
sostuvieron que el juez penal “está obligado a 
juzgar la situación tal como era percibida por el 
acusado en el momento” y no procede condenar a un 
comandante cuando “al momento de la ocurrencia 
[del acto en cuestión, el comandante] actuó dentro 
de los límites de una evaluación honesta sobre 
la base de las condiciones que prevalecían en ese 
momento”17.

La Comisión Interamericana de Derechos 
Humanos usó en 1997 un criterio similar al evaluar 
si Argentina había violado los derechos humanos 
en la retoma de la base militar de La Tablada. La 
Comisión afirmó que “la norma apropiada para juzgar 
las acciones de los participantes en las hostilidades 
debe basarse en una apreciación honesta y razonable 
de la situación general imperante en el momento 
de ocurrir la acción, y no en especulaciones o 
percepciones en retrospectiva”18.

La Corte Europea de Derechos Humanos ha 
seguido un enfoque similar en su evaluación de la 
conducta de las fuerzas militares rusas en varios 
casos. En la sentencia más reciente, el caso Finogenov 
v. Rusia, la Corte Europea se negó a responsabilizar 
a la Federación Rusa por las decisiones que llevaron 
al rescate fallido de los rehenes del teatro Dubrovka 
en Moscú:

“Aunque la toma de rehenes era, tristemente, un 
fenómeno de común ocurrencia en años recientes, 

17 United States of America v. Wilhelm List et al., Trials of 
War Criminals before the Nuernberg Military Tribunals 
under Control Council Law No. 10, Vol XI, pp. 1296-
1297; United States of America v. Wilhelm von Leeb et 
al., Trials of War Criminals before the Nuernberg Mili-
tary Tribunals under Control Council Law No. 10, Vol 
XI, p. 609

18 Abella v. Argentina, Informe número 55/97, Caso 11.137, 
18 de noviembre de 1997, párr. 181.

la magnitud de la crisis el 23-26 de octubre de 2002 
excedió todo lo anteriormente conocido e hizo de 
esa situación una realmente excepcional. Las vidas 
de varios cientos de rehenes estaban en peligro, 
los terroristas estaban bien armados y entrenados 
y comprometidos con su causa, y con respecto 
al aspecto militar del asalto, ninguna medida 
preliminar específica podía haber sido tomada. 
La toma de rehenes vino como una sorpresa para 
las autoridades […], por lo cual las preparaciones 
militares para el asalto tuvieron que ser hechas 
rápidamente y en absoluto secreto. Debe tenerse en 
cuenta que las autoridades no tenían control sobre la 
situación dentro del recinto. En tal situación la Corte 
acepta que las autoridades domésticas tuvieron que 
tomar decisiones difíciles y agonizantes. La Corte 
está preparada para otorgar a las autoridades un 
margen de apreciación, al menos en lo que concierne 
a los aspectos militares y técnicos de la situación, 
incluso si ahora, en retrospectiva, algunas de las 
decisiones tomadas por las autoridades pueden 
parecer dudosas”19.

Estas reglas jurisprudenciales otorgan a 
las autoridades militares un cierto margen de 
apreciación, e impiden a los jueces condenar la 
conducta militar con base en apreciaciones retros-
pectivas e información que surge después del 
hecho. El Código Penal contiene algunas causales 
de exoneración que cumplen una función similar 
usando el concepto de “error invencible”20. Sin 
embargo, es necesario establecer una regla que 
permita, de manera específica, valorar las decisiones 
difíciles que se deben tomar en la profesión militar 
aun cuando en el plano hipotético los errores que se 
cometen no sean “invencibles”.

Adicionalmente, en este capítulo se establece 
que las autoridades judiciales tendrán que tener 
en cuenta las diferentes responsabilidades que 
dentro de la Fuerza Pública se asignan a quienes 
planean y preparan las acciones, procedimientos, 
operaciones y los ataques, y quienes los ejecutan, 
de conformidad con los procedimientos internos 
respectivos (artículo 29). Dichas responsabilidades 
se establecen teniendo en cuenta las reglas que se 
establecen principalmente en el capítulo siguiente 
sobre estructuras de imputación.

El artículo 29 exige tener en cuenta las distintas 
responsabilidades al interior de la Fuerza Pública.

Esto evita aproximaciones al juzgamiento de 
los miembros de la Fuerza Pública que exigen 
actuaciones no contempladas en los deberes 
funcionales individuales.

Dado que la responsabilidad penal es individual, 
al determinarla se deben apreciar los deberes 
funcionales que recaen sobre el miembro individual 
de la Fuerza Pública y no sobre la Fuerza Pública 

19 Corte Europea de Derechos Humanos, Finogenov v. Rus-
sia, 20 de diciembre de 2011, párrafo 213.

20 Código Penal, artículo 32, numerales 10-12.
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en su conjunto. Así, por ejemplo, una infracción en 
la ejecución de una operación que era en principio 
lícita no puede atribuirse a quien era responsable 
únicamente de planear dicha operación. De la misma 
manera, al determinar la responsabilidad penal 
por omisión, solo debe exigirse el cumplimiento 
de aquellos deberes específicamente exigibles al 
miembro de la Fuerza Pública cuya responsabilidad 
se examina, y no todos los deberes de la Fuerza 
Pública en su totalidad.

En lo relacionado con uso de la fuerza, el artículo 
30 establece una serie de prohibiciones absolutas 
como que no se podrá atacar a las personas por 
hechos como:

1. Manifestar en público o privado su apoyo a 
los Grupos Armados Organizados

2. Participar indirectamente en las hostilidades 
mediante conductas que no tienen un nexo 
causal directo con el daño a la Fuerza Públi-
ca, la población civil o sus bienes, tal como 
la propaganda a favor de grupos armados or-
ganizados; o

3. Tener cualquier otro nexo con los Grupos Ar-
mados Organizados (GAO) que no permita 
calificar a la persona como un blanco legíti-
mo u objetivo militar.

- El capítulo sexto sobre estructuras de impu-
tación trae una serie de normas relacionadas 
con reglas sobre la responsabilidad aplicable 
a la conducción de hostilidades, la regula-
ción de manera precisa de figuras del derecho 
penal como la posición de garante; normas 
sobre estructuras jerárquicas ilegales, la car-
ga de la prueba del estatuto militar, policial 
o civil, la responsabilidad del mando y las 
causales de exoneración de responsabilidad, 
en lo aplicable a los miembros de la Fuerza 
Pública.

Por lo tanto, este proyecto de cuerpo normativo 
es una respuesta al problema de inseguridad jurídica 
latente, y lo que busca es traer al ordenamiento 
jurídico colombiano en un solo cuerpo normativo 
reglas para la valoración y responsabilidad en las 
conductas punibles de los miembros de la Fuerza 
Pública realizadas en el conflicto armado, al igual 
que normas sobre la interpretación de las causales 
de ausencia de responsabilidad previstas en la 
legislación penal.

En lo relacionado con la figura de la posición de 
garante, se establece en resumen que el miembro de 
la Fuerza Pública que en razón de su competencia 
funcional y teniendo el control efectivo y directo, 
tenga el deber jurídico de evitar un resultado 
previsto en la ley penal como punible y no lo hiciere, 
disponiendo de los recursos y medios, siempre que 
las circunstancias fácticas se lo permitan, quedará 
sujeto a la pena prevista en la respectiva norma 
penal (artículo 32).

Se incluye un artículo muy importante que busca 
evitar que en las estructuras jerárquicas se infiera 
que delinquen por la sola existencia de una jerarquía, 
de tal manera que se evita que se establezcan 
responsabilidades penales por la única razón de 
la existencia de una estructura jerárquica. Por lo 
tanto, no se podrá inferir, sin elementos probatorios 
específicos, que unidades de la Fuerza Pública o sus 
miembros conforman estructuras jerárquicas que 
delinquen (artículo 33).

En este capítulo se incluyen varios artículos 
relacionados con reglas de interpretación (artículo 
34) en las causales de ausencia de responsabilidad 
previstas en la legislación penal que se interpretarán 
conforme a las reglas establecidas en los artículos 
relacionados con la ausencia de responsabilidad por 
error (artículo 35), la ausencia de responsabilidad 
por cumplimiento de órdenes superiores (artículo 
36), ausencia de responsabilidad por legítima 
defensa en situaciones de hostilidades (artículo 
37) y ausencia de responsabilidad por conductas 
ejecutadas por la Fuerza Pública respetuosas del 
Derecho Internacional Humanitario, realizadas en 
situación de hostilidades (artículo 38).

Estos artículos buscan armonizar las estructuras 
de imputación del derecho penal con aquellas 
del derecho penal internacional, en los aspectos 
particularmente relevantes para el juzgamiento de 
los miembros de la Fuerza Pública. Ese objetivo está 
reflejado en los artículos antes mencionados.

Los artículos sobre exoneración de la respon-
sabilidad por error, por órdenes superiores y ausencia 
de responsabilidad por legítima defensa, no crean 
nuevas instituciones o reglas en el Código Penal.

Estas se limitan a precisar el contenido de algunos 
conceptos que ya existen en la Parte General del 
Código en aspectos relevantes para la investigación 
y juzgamiento de los miembros de la Fuerza Pública; 
igualmente incorporan al derecho interno algunos 
aspectos del Estatuto de Roma de manera clara, en 
particular los contenidos de los artículos 31(1) (c), 
32 y 33 del Estatuto.

Respecto de la ausencia de responsabilidad 
por error se establece que el error invencible 
será considerado como causal de exoneración de 
responsabilidad por comisión de conductas punibles 
cometidas en el marco del conflicto armado.

En el caso de la ausencia de responsabilidad por 
cumplimiento de órdenes superiores habrá lugar 
a exoneración de responsabilidad cuando quien 
ejecute la orden desconozca que es ilícita, y la orden 
no fuere manifiestamente ilícita. No obstante, se 
establece que no se reconocerá la obediencia debida 
como causal de exoneración de responsabilidad 
cuando se trate de delitos de lesa humanidad, 
genocidio, desaparición forzada, homicidio en 
persona protegida, tortura, ni delitos que atenten 
contra la libertad, integridad y formación sexuales. 
Estas disposiciones buscan armonizar el Derecho 



Página 34 Viernes, 3 de agosto de 2018 Gaceta del Congreso  582

Penal Internacional al ordenamiento jurídico 
colombiano, el DPI establece que quien hubiere 
cometido un crimen de la competencia de la Corte 
en cumplimiento de una orden emitida por un 
gobierno o un superior, sea militar o civil, no será 
eximido de responsabilidad penal a menos que: 
a) Estuviere obligado por ley a obedecer órdenes 
emitidas por el gobierno o el superior de que se 
trate; b) No supiera que la orden era ilícita; y c) La 
orden no fuera manifiestamente ilícita. Además, que 
se entenderá que las órdenes de cometer genocidio 
o crímenes de lesa humanidad son manifiestamente 
ilícitas. (Artículo 33 del Estatuto de Roma).

En relación con la causal de exoneración de 
legítima defensa (artículo 37) se busca armonizar 
con el Derecho Penal Internacional, porque 
incorpora los elementos del Estatuto de Roma 
que no aparecen de manera explícita en el Código 
Penal. También aclara la forma en que el elemento 
de proporcionalidad de la legítima defensa debe ser 
evaluado por las autoridades judiciales.

A su vez, establece que la legítima defensa de 
bienes esenciales para la supervivencia no podrá 
eximir de responsabilidad por comisión de delitos 
de lesa humanidad, genocidio, desaparición forzada, 
homicidio en persona protegida, tortura, ni delitos 
que atenten contra la libertad, integridad y formación 
sexuales.

Finalmente, en lo relacionado con la ausencia de 
responsabilidad cuando la conducta es respetuosa 
del DIH (artículo 38), se busca armonizar el Código 
Penal con este último. Las reglas de exoneración 
se dividen en conductas que causan daños a 
objetivos militares y blancos legítimos, por un 
lado, y conductas que causan daños a objetos y 
personas civiles por otro. Las reglas de exoneración 
se diferencian de acuerdo con el rol que cumplen 
los distintos miembros de la Fuerza Pública en las 
operaciones militares. De tal forma que es distinto 
el tratamiento jurídico de la planeación de las 
operaciones, de la ejecución de las mismas, y de la 
ejecución de conductas por fuera de las órdenes de 
operaciones u órdenes de servicio, según sea el caso.

Este capítulo también incluye un artículo sobre 
la carga de la prueba del estatuto militar, policial o 
civil (artículo 39), mediante el cual se dispone que 
en los procesos judiciales contra miembros de la 
Fuerza Pública, la Fiscalía General de la Nación o el 
órgano competente de la jurisdicción penal militar 
y policial tendrá siempre la carga de la prueba de 
la comisión de una conducta punible, incluyendo la 
demostración del estatuto de civil u objetivo militar 
de la persona.

Sobre la carga de la prueba se busca cumplir con 
el artículo 29 de la Constitución Política en cuanto 
a los deberes procesales de la Fiscalía. El DIH 
establece presunciones de estatus de civil a favor de 
personas y bienes. Por ejemplo, el artículo 50 (1) 
del Protocolo I establece que en caso de duda, se 

presume que la persona es civil. El artículo 52 (3) 
del mismo Protocolo establece una regla similar 
para objetivos militares. Aunque esas normas son 
aplicables a conflictos internacionales, el CICR ha 
sostenido que la misma aproximación “parece estar 
justificada en conflictos no internacionales”21.

Pero esta regla no debe ser interpretada como una 
inversión de la carga de la prueba en los procesos 
penales. La Sala de Apelaciones del Tribunal Penal 
Internacional para la ex – Yugoslavia ha sostenido 
que en estos casos “el imperativo ‘en caso de duda’ 
se limita a la conducta esperada de un miembro 
de las fuerzas militares. Sin embargo, cuando la 
responsabilidad penal de este último está en debate, 
la carga de la prueba acerca de si un objeto es de 
carácter civil recae sobre la Fiscalía”22.

Finalmente, se incluyen dos artículos 
relacionados con la responsabilidad del mando 
(artículo 40) y sobre el mando y control efectivo 
(artículo 41). En cuanto a la responsabilidad de 
los superiores militares o policiales, no podrá 
fundarse exclusivamente en el rango, la jerarquía o 
el ámbito de jurisdicción. La responsabilidad de los 
miembros de la Fuerza Pública por los actos de sus 
subordinados deberá fundarse en el control efectivo 
de la respectiva conducta, en el conocimiento 
basado en la información a su disposición antes, 
durante, o después de la realización de la respectiva 
conducta, así como en los medios reales a su 
alcance para prevenirla o evitarla, siempre y cuando 
las condiciones fácticas lo permitan, y de haber 
ocurrido, promover las investigaciones procedentes.

Adicionalmente, se señalan los criterios 
concurrentes para establecer cuándo existe mando y 
control efectivo del superior militar o policial sobre 
los actos de sus subordinados que pudieron cometer 
los hechos punibles, además que haya obrado 
con culpabilidad para afirmar la responsabilidad 
del superior. Esta responsabilidad, en todo caso 
deberá fundarse, en cuanto a elementos objetivos y 
subjetivos, formas de autoría y participación, en el 
Código Penal colombiano, el Derecho Internacional 
Humanitario y las reglas operacionales de la Fuerza 
Pública en relación con el DIH, como ley especial.

Estos artículos reflejan los elementos de la 
responsabilidad del superior previstos en el 
artículo 28 del Estatuto de Roma y desarrollados 
por la jurisprudencia internacional. De acuerdo 
con la jurisprudencia internacional, se requiere el 
cumplimiento de tres elementos: (i) la relación de 
subordinación con mando y control efectivo, (ii) el 

21 http://www.icrc.org/customary-ihl/eng/docs/v1_cha_
chapter1_rule6?OpenDocument&highlight=doubt

22 Prosecutor v. Kordić & Čerkez, Appeal Judgment (2004), 
párrafo 53: “the imperative ‘in case of doubt’ is limited to 
the expected conduct of a member of the military. Howe-
ver, when the latter’s criminal responsibility is at issue, 
the burden of proof as to whether an object is a civilian 
one rests on the Prosecution”.
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conocimiento actual o constructivo del delito, y (iii) 
la omisión en los deberes de prevención o denuncia, 
según el caso23. A estos requisitos se añade que la 
conducta debe haber ocurrido en el contexto de las 
hostilidades, pues la responsabilidad del superior es 
una regla consuetudinaria del derecho internacional 
humanitario aplicable a los conflictos armados 
(internacionales y no internacionales).

Los requisitos de la responsabilidad del superior 
son concurrentes. No se puede condenar a un 
miembro de la Fuerza Pública por el cumplimiento 
de uno solo de ellos.

III. SITUACIONES NO RELACIONADAS  
CON CONFLICTOS ARMADOS (TÍTULO II)

Este título del proyecto de ley contiene 5 capítulos 
relacionados con el alcance y marco jurídico 
aplicable en situaciones no relacionadas con el 
conflicto armado; los principios rectores del Derecho 
Internacional de los Derechos Humanos (DIDH) 
en el uso de la fuerza; normas relacionadas con la 
actuación de las Fuerzas Militares en situaciones no 
relacionadas con el conflicto armado; la gradualidad 
en el uso de la fuerza y el uso de armas de fuego.

La finalidad de este título es definir cuáles son 
esas situaciones no relacionadas con el conflicto 
armado que requieren un despliegue de las Fuerzas 
Militares, así como el marco jurídico aplicable para 
el empleo del uso de la fuerzas de las mismas.

Es de recordar, como lo indicó la Corte 
Constitucional en la Sentencia C-251/02, que “en 
una democracia constitucional no basta que exista 
el monopolio de la coacción en el Estado sino que 
es necesario que su ejercicio se encuentre sometido 
a reglas, conocidas previamente por todos los 
ciudadanos, con el fin de evitar la arbitrariedad. 
Solo así puede ampararse la libertad y seguridad de 
las personas…”. En concordancia con lo anterior, 
es menester dar a conocer esos principios y pautas 
mínimas para el uso de la fuerza de los miembros 
de las Fuerzas Militares en las situaciones que por 
sus características no cumplen con los criterios 
objetivos del DIH, pero que la situación amerite 
la intervención del Estado con sus funcionarios 
encargados de hacer cumplir la ley, en este caso los 
miembros de las Fuerzas Militares.

Por ello, acorde con los lineamientos del derecho 
internacional, el artículo 42 establece que el marco 
jurídico aplicable en situaciones no relacionadas 
con conflictos armados es el Derecho Internacional 
de los Derechos Humanos (DIDH).

El capítulo segundo establece los principios 
rectores que rigen la actuación y el uso de la fuerza en 
situaciones no relacionadas con conflictos armados: 
legalidad, necesidad y proporcionalidad. Ello, con 
el fin de establecer los parámetros legítimos en 
los cuales los miembros de las Fuerzas Militares 

23 Prosecutor v. Delić, Case No. IT-04-83-T, “Judgement”, 
15 de Septiembre de 2008, párrafos 53-76.

podrían usar la fuerza frente a situaciones en las 
cuales no se configure objetivamente un conflicto 
armado pero que la necesidad del Estado obligue a 
su despliegue en el territorio nacional, los cuales se 
adoptan en concordancia de la sujeción del poder 
militar al poder civil así:

a) Principio de Legalidad: Este principio se 
atiende la obligación Estatal de “sancionar 
normas con jerarquía de ley (…) destinadas 
a regular la actuación de los agentes del or-
den en el cumplimiento de sus funciones”24. 
Asimismo, se adopta lo establecido por la 
Corte Interamericana de Derechos Humanos, 
al referirse al principio de legalidad, la cual 
ha señalado que al emplearse la fuerza “debe 
estar dirigido a lograr un objetivo legítimo, 
debiendo existir un marco regulatorio que 
contemple la forma de actuación en dicha 
situación”25.

b) Principio de Necesidad: La implementación 
de este principio atiende la obligación inter-
nacional del Estado colombiano a recurrir a 
“las medidas de seguridad ofensivas y defen-
sivas estrictamente necesarias para el cum-
plimiento de las órdenes legítimas impartidas 
por la autoridad competente ante hechos vio-
lentos o delictivos que pongan en riesgo el 
derecho a la vida o la integridad personal de 
cualquier habitante”26.

c) Principio de Proporcionalidad: Principio 
entendido como la moderación en el actuar 
de los agentes del orden, quienes procurarán 
minimizar los daños y lesiones que pudieren 
resultar de su intervención, garantizando la 
inmediata asistencia a las personas afecta-
das y procurando informar a los familiares 
y allegados lo pertinente en el plazo más 
breve posible27. Circunstancias como “la 
intensidad y peligrosidad de la amenaza; la 
forma de proceder del individuo; las condi-
ciones del entorno, y los medios de los que 
disponga el funcionario para abordar una 
situación específica”28 son determinantes al 
momento de evaluar la proporcionalidad de 
las intervenciones de las autoridades del or-
den. Los agentes legitimados para hacer uso 
de la fuerza deben “aplicar un criterio de uso 
diferenciado y progresivo de la fuerza, deter-
minando el grado de cooperación, resistencia  

24 CIDH, Informe sobre seguridad ciudadana y derechos 
humanos, 31 de diciembre de 2009, párr. 97.

25 Corte IDH. Caso Cruz Sánchez y Otros Vs. Perú. Ex-
cepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 17 de abril de 2015. Series C No. 292,  
párr. 265.

26 CIDH, Informe sobre seguridad ciudadana y derechos 
humanos, 31 de diciembre de 2009, párr. 116.

27 Ibídem, párr. 119.
28 Principios básicos sobre el empleo de la fuerza, Princi-

pio número 9.
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o agresión de parte del sujeto al cual se 
pretende intervenir y con ello, emplear tác-
ticas de negociación, control o uso de la 
fuerza, según corresponda”29, pues su des-
pliegue de fuerza debe perseguir en todo 
momento “reducir al mínimo los daños y 
lesiones que pudieran causarse a cualquier 
persona”30.

El capítulo tercero establece una serie de normas 
sobre la actuación de las Fuerzas Militares en 
situaciones no relacionadas con conflictos armados 
entre las cuales se encuentra el apoyo a entidades 
del Estado (artículo 45) y la asistencia militar 
(artículo 47), conforme a sus roles y funciones 
constitucionales. En el caso de la asistencia militar 
se hará en los términos establecidos en el artículo 
170 de la Ley 1801 de 2016, “Código Nacional de 
Policía y Convivencia” y normas que lo reglamenten. 
Respecto de la figura del apoyo a entidades del 
Estado, establece un marco de actuación para las 
Fuerzas Militares en aras de contribuir al orden 
constitucional y lograr una protección, atendiendo 
a los llamados que las entidades del Estado 
comúnmente realizan.

Finalmente, en lo relacionado con las operaciones 
militares no relacionadas con el conflicto armado 
conforme a sus roles y funciones se establece 
que las operaciones dirigidas al mantenimiento 
de la seguridad en los espacios terrestres, maríti-
mos, fluviales, aéreos así como el espectro 
electromagnético se adelantarán de acuerdo con las 
directivas ministeriales sobre la materia y la doctrina 
de cada Fuerza.

El capítulo cuarto establece la gradualidad y 
niveles del uso de la fuerza, que pueden ser preven-
tivos o reactivos. En el caso de los niveles del uso 
de la fuerza preventiva (artículo 48) se establece la 
aplicación de la fuerza atendiendo a las siguientes 
medidas:

1. Presencia Militar
2. Contacto Visual y
3. Verbalización. Finalmente, se establece que 

agotadas las medidas necesarias del nivel de 
uso de la fuerza preventiva y antes de ordenar 
el uso de la fuerza reactiva, se debe realizar 
la advertencia correspondiente, procediendo 
al uso de la fuerza gradualmente para contra-
rrestar o superar la amenaza existente, siem-
pre y cuando la situación lo permita, de la 
siguiente manera:

29 Corte IDH: Caso Hermanos Landaeta Mejías y Otros Vs. 
Venezuela. Sentencia de 27 de agosto de 2014. Excepcio-
nes Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Serie C 
número 281, párr. 134; y Caso Nadege Dorzema y otros 
Vs. República Dominicana. Fondo Reparaciones y Cos-
tas. Sentencia de 24 de octubre de 2012 Serie C  número 
251, párr. 85.

30 Corte ID. Caso Hermanos Landaeta Mejías y Otros Vs 
Venezuela, Op. Cit, párr. 136.

1. Control físico
2. Medios no letales y
3. Medios letales.
Las Fuerzas Militares podrán usar la fuerza solo 

cuando sea estrictamente necesario y en la medida 
que lo requiera el desempeño de sus funciones.

Al respecto, la Corte Interamericana de los 
Derechos Humanos en el Caso Zambrano Vélez y 
otros Vs. Ecuador en su Párrafo. 81 dispuso que “…
los Estados deben adoptar las medidas necesarias 
para crear un marco normativo adecuado que disuada 
cualquier amenaza al derecho a la vida; establecer 
un sistema de justicia efectivo capaz de investigar, 
castigar y dar reparación por la privación de la 
vida por parte de agentes estatales o particulares; y 
salvaguardar el derecho a que no se impida el acceso 
a las condiciones que garanticen una existencia 
digna. De manera especial los Estados deben vigilar 
que sus cuerpos de seguridad, a quienes les está 
atribuido el uso legítimo de la fuerza, respeten el 
derecho a la vida de quienes se encuentren bajo su 
jurisdicción.”, en atención a lo anterior se crea un 
procedimiento que permita minimizar los daños que 
puedan causar los miembros de las Fuerzas Militares 
en el cumplimiento de operaciones militares que no 
se enmarquen en el contexto de un conflicto armado.

Finalmente, el capítulo quinto trae una serie de 
disposiciones sobre el uso de armas de fuego donde 
se establece que son de uso excepcional, y que los 
miembros de las Fuerzas Militares en cumplimiento 
de la misión asignada, pueden usar armas de fuego en 
caso de que resulten insuficientes las medidas menos 
extremas para lograr dichos objetivos, como en los 
casos de defensa propia o de terceros, de peligro 
inminente de muerte o lesiones graves o con el 
propósito de evitar la comisión de un delito que entrañe 
una seria amenaza para la vida. Adicionalmente, que 
los miembros de las Fuerzas Militares que hagan uso 
de armas de fuego presentarán en el término de la 
distancia un informe por escrito a su superior, dando 
cuenta de los siguientes aspectos: fecha, hora y lugar 
de los hechos, unidad que participó en el suceso, 
hechos que condujeron a su participación, la causa por 
la cual se abrió fuego, el tipo y la cantidad de armas y 
municiones empleadas, daños personales o materiales 
causados, número de eventuales detenidos, heridos o 
muertos, debiendo acompañar, en lo posible, registros 
fílmicos o fotográficos existentes.

Sobre el uso de la fuerza letal, el DIDH ha hecho 
particular énfasis al indicar que su uso excepcional 
habrá de estar regulado por ley de manera lo 
suficientemente clara, y además su interpretación 
deberá ser restrictiva, para así minimizar su empleo 
en toda circunstancia31. En palabras del Relator 

31 CIDH, Informe sobre seguridad ciudadana y derechos 
humanos, 31 de diciembre de 2009, párr. 115. Ver tam-
bién: Corte IDH, Caso Montero Aranguren y otros (Retén 
de Catia) Vs. Venezuela. Sentencia de 5 de julio de 2006. 
Serie C  número 150, párrs. 68, 75.
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Especial sobre las ejecuciones extrajudiciales, “[l]
a pertinencia de la legislación interna [.] Reside 
concretamente en el hecho de que las leyes de cada 
Estado constituyen la primera línea de defensa para 
la protección del derecho a la vida y, en muchos 
casos, en la práctica también la última”32, pues será 
con base en ella en que la arbitrariedad o exceso 
en su uso será examinada para determinar posibles 
responsabilidades.
IV. DESPLIEGUE DE LA FUERZA PÚBLICA 

EN ESCENARIOS INTERNACIONALES 
(TÍTULO TERCERO)

En los últimos años se ha logrado transformar la 
estructura de la Fuerza Pública profesionalizando su 
personal, mejorando sus capacidades operacionales 
y logísticas, fortaleciendo la producción de 
inteligencia para la toma de decisiones estrategias 
y operacionales, incrementando la proyección 
internacional del sector y forjando alianzas con otros 
Estados u Organizaciones Internacionales, así como 
cimentando una transformación hacia el futuro en el 
posconflicto.

En este orden de ideas, cabe anotar que el 
escenario global está marcado por el progresivo 
empoderamiento económico y militar de los países 
emergentes, conducido por una reorientación 
estratégica de los países industrializados, lo cual se 
traduce en un aumento de alianzas entre los países 
que representan las principales economías del mundo 
como Estados Unidos, China, Alemania, Japón, 
Reino Unido, Francia, Rusia y aquellos países que 
se han instituido como líderes regionales tales como 
Brasil, México, Irán, Turquía e India, entre otros.

Bajo este escenario, en el concierto geopolítico 
internacional se evidencia inestabilidad en zonas 
donde convergen todo tipo de Estados, el terrorismo, 
fundamentalismos religiosos, la delincuencia orga-
nizada trasnacional, regímenes políticos débiles o 
ilegítimos e intereses de diverso tipo de potencias 
regionales o mundiales que colisionan en estos 
lugares.

Junto a esta inestabilidad internacional existe 
un fenómeno creciente de tensiones al interior de 
los Estados generadas por un amplio espectro de 
causas sociales, políticas, económicas, ambientales 
o culturales que tienden a escalar y agravar diversos 
tipos de conflictos con la capacidad de generar 
efectos perjudiciales a nivel regional y global.

La situación descrita pone al Sector Defensa 
en escenarios caracterizados por la presencia de 
actores y fenómenos altamente interconectados que 
configuran escenarios marcados por la presencia de 
redes trasnacionales que abarcan desde procesos de 
ayuda para hacer frente a un desastre natural o una 
crisis humanitaria, hasta organizaciones vinculadas 

32 ONU, Informe del Relator Especial sobre las ejecuciones 
extrajudiciales, sumarias o arbitrarias, Christof Heyns, 
A/HRC/26/36, 1º de abril de 2014, párr. 29.

con todo tipo de actividades ilegales así como Estados 
que se valen de redes para alcanzar sus objetivos o 
proteger sus intereses; y en tal sentido, se obliga a 
la Fuerza Pública a construir visiones cada vez más 
integrales y esquemas de gobernanza más sólidos que 
le faciliten hacer frente a la creciente complejidad 
del escenario internacional, potenciando aquellas 
acciones que permitan aprovechar las acciones 
positivas que allí se presentan, así como minimizar 
los riesgos o amenazas que le pueden afectar.

Entre tanto, se debe trabajar por lograr construir una 
posición de liderazgo, mediante una gestión bilateral, 
triangular y multilateral en la que se continúe con el 
trabajado realizado en las regiones de Centroamérica, 
Canadá, Estados Unidos, México, Ecuador, Perú, Brasil 
o Chile y organizaciones como la OEA, buscando 
cooperar para hacer frente a amenazas comunes, 
intercambiar experiencias o realizar ejercicios u 
operaciones coordinadas y combinadas, reordenándose 
la integración regional tendiente a una mejora relativa 
en las condiciones socioeconómicas de los países 
latinoamericanos, la presencia de disputas territoriales, 
desbalances en el equilibrio militar, el incremento de la 
delincuencia organizada trasnacional y un deterioro de 
la seguridad de los ciudadanos.

Por ello, frente al escenario regional el Sector 
Defensa se identifican como retos: el seguir 
generando espacios para posicionarse como un actor 
regional de primer orden en los ámbitos de seguridad 
y defensa, con proyección regional o incluso global 
en temas muy específicos.

Finalmente, la gestión internacional del Sector 
Defensa a mediano y largo plazo se enfocará en 
fortalecer la cooperación, combatir el crimen 
trasnacional, participar en misiones internacionales u 
operaciones de mantenimiento de la paz y continuar 
compartiendo experiencias y conocimientos; siendo 
importante que dichas labores queden consignadas 
en una norma que permitan a los miembros de la 
Fuerza Pública actuar de manera eficiente y con 
las mayores garantías posibles que blinden dicha 
participación.

Se proponen dos artículos para que la Fuerza Pública 
pueda desplegarse en escenarios internacionales con 
la finalidad de participar entre otras situaciones, en 
operaciones de paz, operaciones internacionales 
u operaciones de asistencia humanitaria (artículo 
52) y disposiciones relacionadas con el uso de 
la fuerza para que sea aplicado como mínimo en 
legítima defensa individual, colectiva o según lo 
dispuesto en el mandato suscrito para cada una de 
las intervenciones (artículo 53).

En lo relacionado con el artículo 52, sobre el 
despliegue de las Fuerzas Militares en escenarios 
internacionales, de conformidad con el artículo 217 
de la Constitución Política de Colombia, las Fuerzas 
Militares de Colombia tendrán como finalidad la 
defensa de la soberanía, independencia, la integridad 
del territorio nacional y el orden constitucional. Ahora 
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bien, la garantía de la soberanía e independencia y la 
defensa de la integridad territorial del Estado pueden 
exigir el despliegue de actividades con proyección 
exterior por parte de las Fuerzas Armadas, en el 
marco de una cooperación con otros Estados o en el 
seno de organizaciones internacionales, universales 
(Naciones Unidas) o regionales (OTAN, UEO, 
Unión Europea).

Esta proyección ha sido considerada por el 
Ministerio de Defensa Nacional e incluida en la 
Política de Seguridad y Defensa 2015-2018 “Todos 
por un nuevo País”, en el numeral 4.7 “Fortalecer 
la proyección internacional del Sector como 
participe de la Política Exterior establecida por 
el gobierno, mediante una mayor cooperación 
bilateral, triangular y multilateral con los países 
aliados misiones internacionales a fin de fortalecer 
los vínculos con fuerzas militares más modernas 
y profesionales, así como forjando alianzas que 
contribuyan al fortalecimiento de las capacidades 
nacionales, así como a la defensa nacional y 
regional. Los ejercicios de Interoperabilidad con las 
Fuerzas Armadas de otros países buscan elevar las 
capacidades operacionales y tácticas de la Fuerza 
Pública, así como promover una mayor integración 
en operaciones conjuntas y combinadas”.

A partir de la consolidación de la seguridad del 
territorio nacional, Colombia ha visto la necesidad 
de comprometerse en la consecución de un orden 
internacional más estable y seguro, basado en la 
convivencia pacífica, en la defensa de la democracia 
y de los derechos humanos y en el respeto a las normas 
del Derecho Internacional, con lo cual se busca cerrar 
espacios que puedan afectar la estabilidad nacional 
que hasta ahora se ha logrado conseguir. En este 
sentido, y como se señala en la Política de Defensa 
y Seguridad, la participación internacional de la 
fuerza pública, está asociada a la política exterior, lo 
que corresponde a una concepción estratégica que, 
sin dejar de dar relevancia a la protección de los 
intereses nacionales de defensa y seguridad, se basa 
en definitiva en una percepción universalista de la 
presencia de Colombia en el escenario internacional.

Colombia ya ha dado pasos importantes, mediante 
la Ley 1794 de 2016 “por la cual se aprobó el Acuerdo 
Marco entre las Naciones Unidas y el Gobierno de 
Colombia, relativo a las contribuciones al sistema 
de acuerdos de fuerzas de reserva de las Naciones 
Unidas para las operaciones de mantenimiento de la 
Paz”, no obstante existen otros tipos de formas de 
participación de la Fuerza Pública en el exterior que 
se hace necesario contemplar para dar respaldo legal 
al actuar de nuestros tropas.

Finalmente, el artículo 53 sobre uso de la fuerza en 
escenarios internacionales, una vez se establezca con 
claridad el marco operacional en el cual se requiera el 
despliegue de las Fuerzas Militares de Colombia en 
el escenario internacional, será entonces conforme 
al mandato constitucional, las leyes nacionales y las 
obligaciones que se adquieran por el Estado ante las 

Organizaciones Internacionales, que se generen las 
reglas específicas para el uso de la fuerza.

Ejemplo claro de lo anterior, es lo que ocurre en 
el campo de las operaciones de paz (prevención de 
conflictos, mantenimiento de la paz, imposición de la 
paz o consolidación de la paz), que conforme al mandato 
establecido por la Organización de las Naciones Unidas 
para las organizaciones multinacionales que en ellas 
participan, pueden circunscribir el uso de la fuerza 
tanto en el escenario de conflictos armados (para unas) 
así como en Derecho Internacional de los Derechos 
humanos (para otras).

No obstante, como regla general, la aplicación de 
la fuerza siempre será activamente establecida bajo 
el concepto de legítima defensa lo que se traduce 
en la necesidad de repeler una agresión actual o 
inminente en contra de su vida, la de su unidad o de 
un tercero. Lo anterior porque se requiere para dar 
claridad en cuando a un escenario de uso de la fuerza 
relacionado con situaciones de defensa individual, 
colectiva o según lo dispuesto en el mandato suscrito 
para cada una de las intervenciones.

V. SUJECIÓN DE LA DOCTRINA 
MILITAR PARA LA INTERPRETACIÓN 

DEL DERECHO INTERNACIONAL 
HUMANITARIO (DISPOSICIONES 

FINALES)
Este título relacionado con la sujeción de la 

doctrina militar para la interpretación del Derecho
Internacional Humanitario (DIH) y Derecho 

Internacional de los Derechos Humanos (DIDH) 
señala que los manuales operacionales y las 
reglas de encuentro deben aplicar el Derecho 
Internacional Humanitario y Derecho Internacional 
de los Derechos Humanos de conformidad con lo 
establecido en este proyecto de ley.

Las Fuerzas Militares incorporarán en su doctrina 
y en sus planes de instrucción y entrenamiento las 
previsiones necesarias a efectos de impartir a su 
personal la preparación y entrenamiento apropiados 
para el cumplimiento de la presente ley. Ese es el rol 
de los manuales y las reglas de encuentro, que deben 
ser flexibles y sujetos a revisión, y deben responder 
a las dificultades que encuentra la Fuerza Pública en 
el terreno, por supuesto sujetándose al marco básico 
del Derecho Internacional Humanitario (DIH).

El propósito de esta disposición es proveer un 
fundamento legal sólido para los documentos de la 
Fuerza Pública.

Este proyecto de ley señala las reglas básicas 
que deben ser usadas por las autoridades judiciales 
al valorar la conducta militar, y las limitaciones 
mínimas que exige el Derecho Internacional 
Humanitario (DIH). Su objeto no es determinar cómo 
actúa la Fuerza Pública sino establecer los criterios 
para la investigación, acusación y el juzgamiento de 
sus miembros.



Gaceta del Congreso  582 Viernes, 3 de agosto de 2018 Página 39

Todas las disposiciones normativas internas de 
la Fuerza Pública que contienen la doctrina militar 
y policial, deberán ser usadas como parámetro 
exegético de interpretación de sus actuaciones 
en las operaciones militares o procedimientos 
policivos, con el fin de orientar de manera objetiva 
al operador judicial que investigue, acuse o juzgue 
tales actuaciones.

Finalmente, se establece que todas las 
disposiciones normativas internas de la Fuerza 
Pública, se sujetarán a los tratados y convenios 
del Derecho Internacional Humanitario (DIH) y 
de los Derechos Humanos (DIDH) ratificados por 
el Estado colombiano y, en particular a las reglas 
precisadas en este título.

Adicionalmente, con este proyecto de ley se 
busca clarificar el marco jurídico aplicable en 
los conflictos armados, sean estos de carácter 
internacional o no internacional, (es el del Derecho 
Internacional Humanitario), y en las situaciones 
no relacionadas con conflictos armados (es el del 
Derecho Internacional de los Derechos Humanos). 
Esta medida busca justamente que la Fuerza Pública 
observe las normas del Derecho Internacional de 
los Derechos Humanos y del Derecho Internacional 
Humanitario, para efectos de proteger a la población. 
En la medida en que se tenga claridad sobre el 
marco jurídico aplicable y las reglas sobre el uso de 
la fuerza, se va a poder proteger a las comunidades 
en los territorios de una mejor manera.

El mismo punto 3.4 del Acuerdo Final trae una 
serie de considerandos y uno en particular, reconoce 
la importancia de garantizar la seguridad para poder 
afianzar la construcción de la paz y la convivencia:

“Por último, el Acuerdo del Punto 2 establece 
que las garantías de seguridad son una condición 
necesaria para afianzar la construcción de la paz 
y la convivencia, y en particular para garantizar 
la implementación de los planes y programas 
aquí acordados, garantizar la protección de 
las comunidades y de líderes/as comunitarios, 
de defensores/as de derechos humanos, de los 
partidos y los movimientos políticos y sociales, y 
especialmente del nuevo movimiento o partido 
político que surja del tránsito de las FARC-EP a la 
actividad política legal, así como de sus integrantes 
en proceso de reincorporación a la vida civil”.

Lo anterior es de suma importancia porque 
reconoce que garantizar la seguridad es una condición 
necesaria para afianzar la construcción de la paz y la 
convivencia, y la presente ley busca otorgar una serie 
de herramientas a la Fuerza Pública, a los operadores 
judiciales y en general establecer un compendio de 
normas, que le van a permitir a la Fuerza Pública 
mantener el orden constitucional y legal vigente.

Tareas tan importantes como las contenidas en 
el Punto 1 “Hacia un Nuevo Campo Colombiano: 
Reforma Rural Integral”, el Punto 2 “Participación 
política: Apertura democrática para construir la 

paz”, el Punto 3 antes mencionado y el Punto 4. 
“Solución al Problema de las Drogas Ilícitas”, 
requieren de condiciones de seguridad para que 
puedan ser llevadas a cabo y por tal razón, el Sector 
Defensa y Seguridad tiene un reto enorme en la 
implementación del Acuerdo Final para garantizar 
seguridad y las condiciones necesarias para afianzar 
la construcción de la paz y la convivencia.

Este proyecto de ley le otorga una serie de 
herramientas a la Fuerza Pública que le van a 
permitir operar en un marco donde se tendrán claras 
las reglas para el uso de la fuerza y el marco jurídico 
que les aplica.

Es importante aclarar que esta iniciativa de 
ley complementa por ser transversal, todos los 
compromisos adquiridos en el Punto 2 y Punto 3, 
como lo son: “2.1.2. Garantías de seguridad para el 
ejercicio de la política”33; el Pacto Político Nacional; 
la Comisión Nacional de Garantías de Seguridad; la 
Unidad Especial de Investigación; el Cuerpo Élite en 
la Policía Nacional; el Sistema Integral de Seguridad 
para el Ejercicio de la Política; el Programa Integral 
de Seguridad y Protección para las Comunidades y 
Organizaciones en los Territorios; y las Medidas de 
Prevención y Lucha contra la Corrupción.

Lo anterior porque en la medida en que se fortalezca 
la seguridad en las zonas y poblaciones que se van a 
ver beneficiadas de la implementación del Acuerdo 
Final, se va a lograr salvaguardar la vigencia de la 
Constitución y la ley en todo el territorio colombiano, 
logrando una paz estable y duradera.

33 “2.1.2. Garantías de seguridad para el Ejercicio de la 
Política

 Como parte de una concepción moderna, cualitativa-
mente nueva, de la seguridad que, en el marco del fin del 
conflicto, se funda en el respeto de la dignidad humana, 
en la promoción y respeto de los derechos humanos y 
en la defensa de los valores democráticos, en particular 
en la protección de los derechos y libertades de quienes 
ejercen la política, especialmente de quienes luego de la 
terminación de la confrontación armada se transformen 
en opositoras y opositores políticos y que por tanto deben 
ser reconocidos y tratados como tales, el Gobierno nacio-
nal establecerá un nuevo Sistema Integral de Seguridad 
para el Ejercicio de la Política”. Y

 “2.1.2.1. Sistema Integral de Seguridad para el Ejerci-
cio de la Política

 Bajo los preceptos anteriormente expresados, el Gobier-
no nacional pondrá en marcha un Sistema Integral de Se-
guridad para el Ejercicio de la Política, entendiendo la se-
guridad como valor democrático y bajo la perspectiva del 
humanismo, que debe inspirar la actuación del Estado. El 
Sistema debe servir de garantía efectiva de los derechos 
y libertades de quienes están ejerciendo la política en el 
marco de reglas democráticas.” Acuerdo Final.
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SENADO DE LA REPÚBLICA
Secretaría General  

(Arts. 139 y ss. Ley 5ª de 1992)
El día 3 del mes de agosto del año 2018 se 

radicó en este Despacho el Proyecto de ley 
número 75, con todos y cada uno de los requisitos 
constitucionales y legales, por el Ministro de 
Defensa Nacional doctor Luis Villegas Echeverri.

El Secretario General,
Gregorio Eljach Pacheco.

SECCIÓN DE LEYES
SENADO DE LA REPÚBLICA  

SECRETARIA GENERAL  
Bogotá, D. C., 3 de agosto de 2018
Señor Presidente:
Con el fin de repartir el Proyecto de ley número 

75 de 2018 Senado, por la cual se regulan las 
situaciones en las cuales pueden ser desplegadas 
las fuerzas militares, el marco jurídico aplicable 
para el empleo del uso de la fuerza y se dictan 
otras disposiciones, me permito remitir a su 
despacho el expediente de la mencionada 
iniciativa, presentada el día de hoy ante la 
Secretaría General del Senado de la República 
por el Ministro de Defensa Nacional, doctor Luis 
Carlos Villegas Echeverri. La materia de que trata 
el mencionado proyecto de ley es competencia de 
la Comisión Segunda Constitucional Permanente 
del Senado de la República, de conformidad con 
las disposiciones Constitucionales y Legales.

El Secretario General,
Gregorio Eljach Pacheco.
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SENADO DE LA REPÚBLICA

PROYECTOS DE LEY
Proyecto de ley número 74 de 2018 Senado, por 

la cual se formulan los lineamientos de política 
pública para la prevención de delitos realizados a 
través de medios informáticos o electrónicos, en 
contra de niñas, niños y adolescentes, se modifica el 
Código Penal y se dictan otras disposiciones. ........... 1

Proyecto de ley número 75 de 2018 Senado, por la 
cual se regulan las situaciones en las cuales pueden 
ser desplegadas las Fuerzas Militares, el marco 
jurídico aplicable para el empleo del uso de la 
fuerza y se dictan otras disposiciones. ....................... 18
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C O N T E N I D O

IMPRENTA NACIONAL DE COLOMBIA - 2018

PRESIDENCIA DEL HONORABLE 
SENADO DE LA REPÚBLICA

Agosto 3 de 2018
De conformidad con el informe de Secretaría 

General, dese por repartido el precitado proyecto 
de ley a la Comisión Segunda Constitucional y 
envíese copia del mismo a la Imprenta Nacional 
para que sea publicado en la Gaceta del Congreso.

Cúmplase
El Presidente del honorable Senado de la 

República,
Ernesto Macías Tovar.

Secretario General del honorable Senado de la 
República

Gregorio Eljach Pacheco.


